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Parte II
El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal como objeto de estudio 

Esta parte del trabajo tiene como objetivo presentar el caso del SNCF y sus diferentes partes. Para lo anterior, en un primer capítulo se hace un breve esbozo de sus antecedentes históricos y se describen de manera general las partes integrantes de las relaciones fiscales intergubernamentales en México. En un segundo capítulo se contrastan el sistema federal y el régimen unitario y se estudian los antecedentes del federalismo en México desde el nacimiento de la nación hasta la época actual, enfatizando sus aspectos políticos y fiscales. También se rastrean las instituciones fiscales creadas en el devenir histórico y que permanecen vigentes. El siguiente capítulo analiza la distribución de participaciones en su etapa moderna, a partir de 1980, resaltando su evolución y el cambio en su fórmula de distribución. Las participaciones son sin duda el principal instrumento de las relaciones fiscales intergubernamentales y los cambios en este campo modifican o reforman en algún sentido y dirección el SNCF.  Este capítulo incluye una revisión de la colaboración administrativa y la descentralización del gasto.

En esta parte no se hacen juicios de valor acerca del SNCF, describiendo sus partes componentes, tratando de obtener una visión objetiva del mismo. En la última parte se reinterpreta el SNCF como una esfera institucional, es decir se  integran la primera y la segunda parte y se realizan las propuestas para la reconstrucción de la arquitectura institucional del federalismo fiscal mexicano. 

7
LOS ELEMENTOS DE LAS RELACIONES FISCALES INTERGUBERNAMENTALES 

Las relaciones fiscales intergubernamentales en México se instrumentan a través del SNCF. Este sistema se integra por cuatro elementos principales: la política fiscal, la distribución de participaciones, la colaboración administrativa y el gasto descentralizado. 

La política fiscal comprende el conjunto de instrumentos por medio de los cuales el sector público obtiene ingresos bajo diferentes modalidades (impuestos, derechos, productos, aprovechamientos, precios y tarifas de bienes y servicios públicos y contribuciones de seguridad social) y los utiliza para financiar el gasto público y proporcionar bienes y servicios a la ciudadanía. La política fiscal incluye los impuestos y los derechos a cobrar, las tasas a aplicar, las exenciones impositivas y asuntos similares. 

Hasta ahora, y de manera indebida, esta materia ha sido exclusiva de la federación, que define unilateralmente impuestos, tasas y exenciones, aunque afecta directamente los ingresos de las entidades federativas y municipios, pues de la recaudación de impuestos y derechos federales se forma la Recaudación Federal Participable (RFP) que es la base de la distribución de las participaciones a estados y municipios. 

Las participaciones son los ingresos que la federación transfiere a estados y municipios, en virtud de la firma del convenio de adhesión al SNCF, mediante el cual estados y municipios suspenden su potestad tributaria a cambio de recibir estos recursos, que se tratan como ingresos propios y son gastados sin condición y sin fiscalización de la federación. 

La colaboración administrativa es el conjunto de funciones de administración de ingresos federales, que incluye el registro federal de contribuyentes, recaudación, fiscalización y administración, ejercidas por las autoridades fiscales de las entidades o de los municipios en virtud de convenio firmado entre éstos ámbitos de gobierno. Por esta actividad, las entidades federativas y municipios reciben incentivos económicos de la federación. Las participaciones y la colaboración administrativa son elementos del SNCF desde 1980, año en que se inicia su etapa moderna, aunque tienen sus antecedentes en etapas previas, como se documenta en el cuerpo del trabajo.

El último elemento del SNCF es el gasto descentralizado, integrado por aportaciones, gasto reasignado, gasto bipartita y el financiamiento de la educación superior entre otros. A diferencias de las participaciones, las aportaciones y otras modalidades de gasto descentralizado son transferencias condicionadas, es decir, destinadas a cubrir un servicio específico definido por la federación, además de ser sujetos a la fiscalización de éste ámbito de gobierno. Los anteriores temas se tratan en los capítulos siguientes, después de hacer un breve recorrido histórico de las relaciones fiscales intergubernamentales en México.

8
LOS ANTECEDENTES DEL FEDERALISMO Y LA COORDINACIÓN FISCAL  
Existen diversas alternativas de organización que puede adoptar un Estado. En un extremo se encuentra el Estado unitario caracterizado por la existencia de “un sólo orden jurídico válido para la totalidad del territorio [...], [que] parte del vértice superior hasta las normas inferiores formando una estructura jerarquizada” (Gamas Torruco, 1996: 132). En consecuencia, no existe la autonomía, entendida como la facultad de las provincias de autoconstituirse y autolegislarse, ni tiene sentido hablar de mecanismos de preservación ni de uniformidad institucional, ya que unos y otros presuponen por lo menos dos tipos de órdenes jurídicos (Gamas Torruco, 1996).

El Estado unitario se rige por una constitución, que es válida para todo el territorio. Este texto constitucional puede ser rígido (Francia y Chile) o flexible (Reino Unido y Nueva Zelanda), que puede modificarse como la legislación ordinaria y en base al derecho común (Gamas Torruco, 1975: 93). Esta es la forma clásica de organización de la mayoría de las democracias europeas, con excepción de Suiza, Alemania y Austria (Gamas Torruco, 1975: 93).

En un lugar intermedio se encuentra la federación, cuyos elementos estructurales son (Watts y Blinderbacher, 2002: 24-25): 

a. Dos o más órdenes de gobierno actuando directamente sobre sus ciudadanos.

b. La distribución formal constitucional de la autoridad legislativa y ejecutiva y la asignación de ingresos entre los órdenes de gobierno que aseguran áreas de autonomía genuina para cada uno de ellos.

c.  Representación de los distintos puntos de vista regionales al interior de las instituciones federales de toma de decisiones, usualmente a través de una segunda cámara federal compuesta por representantes de los electorados, legislaturas o gobiernos regionales. En el caso de México, es la Cámara de Senadores.

d. Una constitución suprema como expresión escrita de la soberanía popular, que crea dos tipos de ordenes jurídicos: el de la federación y el de los estados miembros. El primero es aplicable a la totalidad del territorio y el segundo es válido en el espacio territorial de cada uno de ellos. Esta norma, para su reforma o modificación requiere la aprobación de la legislatura federal, adicionalmente a la de una mayoría de las entidades federadas a través de sus legislaturas o por referéndum de sus mayorías.

e. Un árbitro (Corte o Tribunal) que rige la interpretación o aplicación válida de la constitución.

f. Procesos e instituciones para facilitar la colaboración intergubernamental en aquellas áreas donde se comparten o superponen las responsabilidades de los diferentes órdenes de gobierno.

El propósito sustancial de esta forma de Estado es garantizar la unidad, respetando la diversidad, autonomía y características específicas de cada región o entidad. En palabras de Bobbio, Matteucci y Pasquino (1991,  en Ávalos, 1999).
El principio constitucional en el que se fundamenta el Estado federal es la pluralidad del centro de poder y la existencia de estados soberanos coordinados entre si, de tal manera que al gobierno federal, competente respecto de todo el territorio de la federación, se le confiere una cantidad mínima de poderes indispensables para garantizar la unidad política y económica, y a los estados federales, competentes cada uno en su propio territorio, se les asignan los poderes restantes 
Según Ostrom (1997: 43) federación proviene del latín foedus, que significa alianza, lo que implica que los sistemas federales tienen carácter unificador ya que posibilitan que los individuos pacten entre sí en términos y condiciones aceptables para las partes involucradas, y se llegue a acuerdos para regular las interrelaciones e interacciones en dichos sistemas. La federación como forma de organización del Estado tiene su origen en Estados Unidos de Norteamérica a finales del siglo XVIII, y surge como un medio para resolver, de manera práctica, los problemas del naciente Estado norteamericano. 

A este respecto, cabe mencionar que algunos autores, entre ellos Piñón (1995: 45) señalan antecedentes del federalismo en el México prehispánico:

... tampoco podemos negar en absoluto lo siguiente: que el Federalismo mexicano ya tenía, en la organización político-social del antiguo México, un vago pero ilustre antecesor: la Triple Alianza (azteca-acolhua-tepaneca), que agrupaba a numerosos señoríos, casi verdaderas provincias federadas. No eran otra cosa las grandes alianzas de México-Tenochtitlan-Texcoco-Tlacopan y Tlaxcala-Cholula-Huejotizingo. 
La superposición de esta diversidad de órdenes jurídicos, políticos y administrativos locales, los cuales concurren en un mismo ámbito espacial con un orden jurídico, político y administrativo federal, requiere el establecimiento de relaciones de diverso tipo, desde la complementariedad hasta la competencia, pasando por la coordinación y la concertación. Lo anterior sin dejar de estar integrados y regidos por un marco normativo e institucional superior cuyo eje es la constitución política. En este sentido, Díaz Cayeros (1999: 366) señala:

El federalismo, como arreglo institucional y pacto político, se sustenta sobre el reconocimiento de las diferencias y la voluntad de las partes, de simultáneamente cooperar y competir en diversos ámbitos. La cooperación y la competencia que caracterizan al federalismo son posibles porque los estados y municipios que conforman el sistema pueden aportar distintos recursos, tienen diferentes necesidades y enfrentan distintos riesgos. En este sentido, las jurisdicciones locales son, como entidades soberanas y libres, el origen y sustento del gobierno federal. 

El gran dilema y reto de eficiencia y eficacia que presenta un Estado federal es el reparto de competencias. Esto implica definir las atribuciones y facultades que le corresponden a cada orden jurídico para hacer eficiente el sistema y cuáles de éstas deben ser exclusivas de un ámbito de gobierno y cuáles concurrentes, coincidentes o coordinadas, así como determinar los mecanismos de revisión y actualización de las relaciones intergubernamentales, entre otras importantes materias. 

No existe un modelo acabado sobre el reparto de competencias en una federación, ya que éste depende de sus características, sus órdenes y procesos de gobierno y de su historia política, administrativa, económica y social. De acuerdo con lo anterior, el reparto de competencias en los Estados federales cambia con su evolución histórica, por las transformaciones internas y externas que impactan en cada país.

En el otro extremo se encuentra la figura de la confederación de Estados. La distinción básica entre Estado federal y confederación de Estados radica en la concepción de soberanía de cada uno de ellos. Para la primera, la soberanía es una cualidad de la totalidad de la organización, al tiempo que las entidades federativas tienen una zona de autonomía determinada constitucionalmente. Para la segunda, al confederarse, los Estados no pierden ni ceden su derecho a su estricta y absoluta autodeterminación (Gamas Torruco, 1975: 95). 

De esta distinción primaria se desprende un conjunto de diferencias secundarias entre Estado federal y confederación: a) el Estado federal deriva de una constitución que es expresión de la soberanía popular. La confederación de Estados deriva de un pacto entre sus unidades componentes, no existe una constitución como tal, sino un tratado entre Estados independientes; b) los dos órdenes de la confederación no son “coextensos” como los del Estado federal, sino que priva la normatividad de los Estados componentes sobre la estructura central; c) no hay autonomía estatal, sino soberanía plena. Los Estados miembros que libremente se unen, pueden separarse con la misma libertad; d) en la confederación no existen mecanismos de preservación de la integridad como en la federación; f) no existe necesidad de uniformidad institucional entre las entidades confederadas y la unidad mayor.   

La confederación responde a otro tipo de necesidades como el unirse para hacer frente a peligros comunes o bien, con propósitos de expansión, habiendo resultado algunas de ellas a la larga (por ejemplo Alemania y Suiza) en Estados federales (Gamas Torruco, 1996: 133). Para algunos tratadistas, la Unión Europea avanza hacia la confederación de Estados.

8.1    Modelos de federalismo

Los modelos de Estado federal aquí presentados se consideran ideales en cuanto a que no se encuentran en la realidad en su forma pura. En un extremo se encuentra el federalismo clásico o dual, cuya sustancia es la exclusividad de funciones que la normatividad le confiere a un ámbito de gobierno con respecto al resto de ellos, por lo que éste adquiere una mayor independencia relativa con respecto a los otros, disminuyendo la necesidad de coordinación y concurrencia de atribuciones (Armenta López, 1996: 9).

Este modelo de federalismo, en su forma pura, se encuentra agotado en la mayoría de los países, debido a que no responde con flexibilidad y eficiencia a la dinámica actual. En su lugar, se ha establecido la idea y los mecanismos para fincar una relación de interdependencia, mediante el diseño e instrumentación de tareas compartidas entre la federación, los estados y los municipios. A este modelo se le conoce como federalismo cooperativo (Armenta López, 1996: 10) y es el más cercano al modelo mexicano vigente en la actualidad. 
La esencia de esta modalidad de federalismo es la cooperación intergubernamental para conseguir fines comunes, tanto en materia económica como social y cultural, mediante proyectos de financiamiento conjunto entre entidades federativas y gobierno central. La concreción de este federalismo se da mediante acuerdos entre ambas instancias y la adecuación del marco normativo relevante. 

Las limitantes que ha experimentado en la práctica el modelo de federalismo cooperativo, han generado la revisión y diseño de nuevas propuestas de políticas de descentralización, en donde el federalismo se convierte en un instrumento de equilibrio entre poderes y un mecanismo de desarrollo integral, el cual se ha denominado federalismo creativo (Díez de Urdanivia, 1996: 106). Esta es una concepción moderna del estado federal que plantea la revisión y transformación de las relaciones intergubernamentales ante los cambios constantes de la realidad debido principalmente a los procesos económicos y sociales a nivel nacional e internacional. 

8.2
Ventajas y desventajas de la organización federal

El arreglo federalista tiene ventajas y desventajas. Al respecto Díaz Cayeros (1999: 149-150) señala:

... la gran ventaja de un sistema federal, o por lo menos con divisiones subnacionales de gobierno, radica en que los acuerdos entre gobernantes y gobernados pueden darse de manera más localizada y con un vínculo directo en la medida en que las autoridades están más cerca de los ciudadanos.

Su gran desventaja, empero, radica en que la coordinación de diferentes ámbitos de gobierno así como la multiplicidad de jurisdicciones puede llevar a problemas de coordinación que le resten efectividad a la acción gubernamental. De alguna manera, la ventaja del federalismo es representativa, su principal desventaja es organizacional en cuanto a la efectividad para realizar tareas conjuntas de gran envergadura.

En este sentido Aguilar (1996: 16) abunda: 

... el valor del federalismo reside en que éste aumenta y facilita las oportunidades de participación ciudadana en la definición de cuáles son los problemas públicos de la comunidad y cuál ha de ser su tratamiento. Aumenta también las oportunidades de colaborar con el gobierno en el desarrollo de las políticas, de vigilar la administración pública y de evaluar sus resultados

Contrario a la creencia generalizada, el arreglo federal es un pacto entre gobierno nacional y entidades federativas, en el que los órdenes más locales de gobierno y/o administración, como condados o municipios, son incluidos como parte de y normados por, las entidades federativas. En palabras de Díaz Cayeros (1999: 151):

En muchos países la discusión del federalismo rara vez incluye al ámbito de gobierno más local, pues éste viene regulado por los estados, y no mediante el sistema federal. El estudio de cualquier régimen centralista muestra, de hecho, que los gobiernos locales de tipo municipal son perfectamente compatibles con sistemas que no tienen nada de federales ... La federación está conformada por estados, y son éstos los que tienen una división tripartita de poderes. El federalismo empieza por los estados, representados por medio del Senado. Los estados a su vez tienen una organización territorial político-administrativa que los subdivide en municipios. Sin embargo, no son los municipios los que se representan directamente en dicho pacto federal.

Por lo anterior, el federalismo se concentra en las relaciones federación-estado y las que se dan entre entidades federativas, pero no incluye, ni implícita ni explícitamente, el conjunto de actividades y significados incorporados en las relaciones con los ámbitos de gobierno municipales o de los condados u otra forma de gobierno más local. Más aún, en el caso de México, las constituciones federales anteriores a la actual, minimizaban el papel del municipio

... no fue sino hasta la constitución federal de 1917 cuando se propuso darle al municipio una mayor importancia, al considerar que su independencia política y económica era una de las grandes conquistas de la Revolución. Se pretendía que el municipio libre fuera la base de la administración del país (Astudillo, 1999: 88). 

Entre las desventajas del federalismo se argumenta que puede establecer barreras innecesarias que dificultan la libre circulación de personas, bienes y servicios dentro del país y, además, supone la duplicidad de órganos y servicios, por lo que puede constituir una forma más costosa de organización del Estado (SHCP, 1982:  9). 

8.3
Relaciones fiscales intergubernamentales

El término relaciones intergubernamentales esta relacionado con, pero es diferente al concepto de federalismo. A diferencia del arreglo federal, los esquemas de relaciones intergubernamentales incorporan toda la gama de interacciones y conexiones que se dan entre los diversos órdenes y ámbitos de gobierno, incluyendo municipios, condados u otras formas de gobierno o administración local.

Dicho en palabras de Méndez (1997: 8-9). 
El concepto de relaciones intergubernamentales (RIG´s) tiene dos dimensiones básicas que se establecen entre distintas instancias u órdenes territoriales de gobierno. Al hablar de ‘gobierno’ se entiende que involucran entidades políticas con cierta autonomía. Por lo tanto, dichas relaciones no son esencial o necesariamente jerárquicas, aun cuando puedan ser asimétricas. Pensamos aquí por ejemplo en las relaciones entre la instancia nacional y la subnacional (v.g. un estado), entre éste y la instancia local (v.g. un municipio) o entre la primera y la última. La segunda dimensión se refiere a que las relaciones no sólo se dan entre órdenes distintos de gobierno sino también entre entidades gubernamentales al mismo nivel territorial (estado-estado; municipio-municipio, etc).. El concepto se refiere entonces a relaciones o incluso asociaciones que involucran a entidades subnacionales, locales, etcétera. 

Como se observa en el esquema 5, tanto a nivel federal como estatal, se establecen relaciones entre los poderes que la integran, mismas que se denominan intragubernamentales. Pero también existen relaciones entre poderes de un ámbito de gobierno con los poderes de otro. Éstas se denominan intergubernamentales y generan demandas de coordinación entre distintos ámbitos de gobierno. 

Existen dos tipos de relaciones intergubernamentales: las verticales y las horizontales. Las primeras se dan entre ámbitos de gobierno de diferente alcance: federación-estado; estado-municipio; federación-municipio; federación-estado-municipio. Es importante señalar que el término vertical no implica necesariamente jerarquía o subordinación, aunque puede existir asimetría entre los diferentes ámbitos de gobierno. Las relaciones verticales se pueden dar entre poderes de un ámbito de gobierno con un poder distinto de otro, por ejemplo la fiscalización que hace el Poder Legislativo federal a dependencias del poder ejecutivo de una entidad federativa. Las RIG´s horizontales se dan entre ámbitos de gobierno formalmente iguales: estado-estado y municipio-municipio. Cabe remarcar que las RIG´s se presentan de manera más intensa en el mismo poder entre diferentes ámbitos, especialmente entre los distintos poderes ejecutivos. 

La complejidad de las RIG´s, y la necesidad de una coordinación más estrecha, eficaz y eficiente depende de dos factores: de la naturaleza de las competencias, es decir las RIG´s se hacen más complejas a medida que se avanza de funciones exclusivas a funciones de coordinación, funciones coincidentes y funciones concurrentes, tal como se observa en el esquema 6. De igual forma, a medida que intervienen más ámbitos de gobierno las RIG´s se hacen más complejas.
Las relaciones fiscales intergubernamentales incluyen el ingreso, el gasto y el financiamiento público y conforman un campo disciplinario claramente delimitado denominado federalismo fiscal. Desde esta perspectiva existen cuatro grandes cuestiones a ser consideradas (Bird, 2002: 8-10) por cada país y tratadas según las circunstancias específicas del mismo: a) la cuestión es de quién hace qué, es decir la asignación de gastos. La respuesta depende también de la calidad con que se hagan las cosas; b) la segunda cuestión es quién cobra qué impuestos y la efectividad con que lo hacen, es decir la asignación de ingresos; el tercer gran asunto es cómo resolver la inevitable brecha o desequilibrio entre ingresos y gastos de los gobiernos locales que se genera al tratar los dos primeros asuntos; finalmente, ¿hasta que punto deberían ajustarse las diferencias en necesidades y capacidades entre las distintas unidades de gobierno de nivel similar? Esta es la brecha o desequilibrio horizontal.

8.4
Federalismo y relaciones intergubernamentales en México: el esquema general

Nuestro país es un Estado federal en el cual coexisten dos órdenes jurídicos (federal y estatal) y tres ámbitos de gobierno (federación, estados y municipios). De los órdenes jurídicos mencionados, el federal tiene vigencia en la totalidad del territorio, mientras que el estatal es válido únicamente en el espacio geográfico de la respectivo. En ambos órdenes coexisten tres poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial. Por su parte, el municipio, además del poder ejecutivo, cuenta con un cuerpo deliberante integrado por el Cabildo. Cada ámbito de gobierno goza de autonomía relativa con respecto de los otros dos. Este entramado institucional genera una compleja red de relaciones intra e intergubernamentales y una necesidad de coordinación para la puesta en práctica de las políticas públicas y su financiamiento.

En México, la distribución de competencias es definida por la Constitución General de la República. De esta manera existen competencias exclusivas de la federación, de los estados y de los municipios. También hay facultades coincidentes entre federación y estados, facultades de coordinación entre federación y estados, por una parte y entre estados y municipios, por la otra. De igual forma existen competencias concurrentes entre federación y estados, entre estados y municipios y entre federación, estados y municipios. Esta distribución se observa en el cuadro 3.

	Cuadro 3

Distribución de funciones en el federalismo mexicano

	Atribución
	Ámbito(s) de gobierno responsable(s) 

	Relaciones exteriores 
	F

	Defensa nacional
	F

	Acuñación de moneda 
	F

	Política interior
	F

	Políticas macroeconómica y de distribución del ingreso 
	F

	Rectoría del desarrollo nacional
	F

	Elaboración de planes nacionales
	F

	Elaboración de leyes que combaten el alcoholismo
	F, E

	Convenios de coordinación para la planeación del desarrollo
	F, E

	Educación y Salud pública, 
	F, E, M

	Vías generales de comunicación, Sistema penitenciario
	F, E

	Administración de la reforma agraria, Asentamientos humanos, expropiación por causa de utilidad pública 
	F, E

	Vigilancia y protección de asociaciones o sociedades cooperativas
	E

	Regulación y control ecológico
	F, E, M

	Competencias tributarias e impositivas
	F, E

	Expedición de títulos profesionales, 
	F, E

	Administración del sistema penal local
	E

	Contribuciones a favor de municipios
	E

	Directrices para que el municipio reglamente la vida local
	E

	Formulación, aprobación y administración de la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal
	F, E, M

	Creación y administración de reservas territoriales; Formulación de planes de desarrollo regional 
	F, E M

	Autorización, control y vigilancia de la utilización del suelo 
	F, E, M

	Intervención en la regularización de la tenencia de la tierra urbana 
	F, E, M

	Otorgamiento de licencias y permisos para construcciones
	M

	Creación y administración de zonas de reservas ecológicas 
	F, E, M

	Elaboración y aplicación de programas de ordenamiento urbano y ecológico
	M

	Formulación y aplicación de programas de transporte público de pasajeros 
	E, M

	Celebración de convenios para la administración y custodia de las zonas federales
	F, E, M

	Combate a la pobreza 
	F, E, M

	Seguridad pública
	F, E, M

	Expedición de bandos de policía y buen gobierno y reglamentos municipales
	M

	Administración de su hacienda y fuentes de ingresos
	M

	Aprobación de presupuestos de egresos municipales
	M

	Agua potable, drenaje, alcantarillado, Tratamiento y disposición de sus aguas residuales
	M

	Alumbrado público 
	M

	Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos
	M

	Mercados y centrales de abasto; Panteones y rastros
	M

	Calles, parques y jardines y su equipamiento; 
	M

	Fuente: elaboración propia.

Simbología: F= federación; E= estados; M= municipios


Por lo anterior, el mayor grado de complejidad de las relaciones intergubernamentales se presenta en las competencias concurrentes entre federación, estados y municipios, es decir en las materias de educación, salud pública, vías generales de comunicación, regulación y control ecológico; combate a la pobreza y seguridad pública, entre otras. En este conjunto de competencias la federación y los estados juegan el papel más importante. 

También existen competencias concurrentes entre federación, estados y municipios en las cuales este ámbito de gobierno juega el papel primordial. Estas competencias se relacionan con la planeación, regulación y control de los asentamientos humanos y la administración del desarrollo regional y de la tenencia de la tierra y el territorio en general, entre las más importantes. 
Otra modalidad de RIG´S se presenta con la conurbación, es decir, cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales distintos comparten servicios públicos comunes: calles y sistemas de agua potable, entre otros. La situación se complica aún más cuando la conurbación se presenta en municipios de dos o más entidades. En estos casos la federación, las entidades federativas y los municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, deberán planear y regular de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros, realizar las funciones y poner en marcha los programas necesarios para la atención a las demandas de los ciudadanos de esas comunidades. Esta es la situación de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México.

8.5 La formación y consolidación del federalismo en México 

Desde los inicios de la nación, ésta adopta el sistema federal como forma de organización gubernamental. De esta manera el 4 de enero de 1824 se aprueba el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana que en su artículo 5º ordena el régimen republicano, representativo y popular, mientras que en el 6º declara que la República federal se integra por estados independientes, libres y soberanos en su administración y gobierno interior, mientras que en el 7º se enuncian las partes integrantes de la federación (Gil Valdivia, 1981: 60).

Según Carmagnani (1993: 136) la primera fase del federalismo en el siglo XIX, se da entre 1824 y 1857. Ésta se caracterizó por dar "vida a una federación con poderes federales dotados de escasas competencias y, [...] una reducida capacidad de ejercicio". En este periodo, el gobierno central tenía poco control político y económico en algunos estados del país, debido principalmente a la gran extensión territorial y a la deficiencia en las vías y medios para comunicarse con, y entre, las distintas regiones.

Esta etapa se vio interrumpida en 1835, al triunfar las fuerzas conservadoras en las elecciones, después del gobierno de Gómez Farías. De esta manera se derogó la Constitución de 1824 al expedir el Congreso, las “Bases constitucionales” en las que se establece el sistema unitario. Se conservaron los tres poderes, a los que se añadió un cuarto, el Supremo Poder Conservador, que no respondía “mas que a dios y a la opinión pública” (Gamas Torruco, 1975: 59), con facultades para dirimir controversias entre los otros tres e incluso anular sus actos si se consideraba que violaban la Constitución (Astudillo, 1999: 32).

Esta etapa de centralismo, que Gamas Torruco (1975: 63) llama caótico, culminó en agosto de 1846, cuando Mariano Salas, General en Jefe del Ejército decreta la vigencia de la Constitución de 1824 mientras se redactaba una nueva. En 1847 se publica el ‘Acta de Reformas’ que retomaba, con algunos cambios, la Constitución de 1824. Esta fase federalista culmina en 1853.

El primero de marzo de 1854 se proclama el Plan de Ayutla, de orientación federalista y en 1855, Juan Álvarez, como presidente de la república expide la convocatoria para el Congreso Constituyente, que inicia sus trabajos el 17 de febrero de 1856, dando origen a la Constitución de 1857 (Astudillo, 1999: 42). Con el triunfo del liberalismo y la promulgación de la Constitución se establece un nuevo modelo de relación entre las instancias de gobierno, delimitando y precisando la soberanía de los estados, reorganizando y asignando principios válidos para todas los estados. 

Según Carmagnani (1993: 148) la novedad contenida en la Constitución de 1857, es el equilibrio entre el poder de la federación y las libertades de las entidades federativas, es decir el proyecto federal y liberal en 1857, se realizó “... en oposición tanto a la tendencia centralizadora como a la tendencia descentralizadora y pactista, capaces todas, [...] de ligar los numerosos intereses que se sentían afectados por el proyecto liberal y federal”. 

Este proyecto liberal tuvo un compás de espera, debido a que se presentó una fuerte oposición, principalmente por intereses eclesiásticos y militares, que lograron retardar su implantación durante diez años, a través de la intervención extranjera y la guerra civil. Primero con el levantamiento de Félix Zuloaga y posteriormente mediante el Imperio de Maximiliano de Habsburgo (Astudillo, 1999: 45). Esta nueva fase centralista termina con el fusilamiento de Maximiliano y sus aliados y con el fin del imperio. El régimen federal se impone de manera definitiva en 1867, con la República Restaurada, preservándose hasta nuestros días. 

El siglo XIX y hasta 1910, fue un periodo de constante tensión entre el centro y la periferia, entre federación y estados. El movimiento armado de 1910 dio la pauta para renovar el modelo federal. Con la promulgación de la Constitución de 1917 se dota al gobierno central de amplias facultades, además de conferirle poderes para garantizar la unidad política y económica de la nación y responder a los desafíos internos y externos.

El federalismo contemporáneo no nació concentrado, sino que fue adoptando paulatinamente elementos de centralización, misma que se consolida a partir de la década de los treinta (Hernández Chávez, 1993 a: 286). Durante el presente siglo, una serie de factores han originado este proceso: a) el desarrollo de la economía se impulsó a partir del Estado federal. La concentración del capital y de las actividades económicas debilitó los poderes locales y reforzó al poder central; b) la administración pública se organizó en cuerpos nacionales de estructura centralizada; c) la consolidación de un fuerte aparato administrativo adscrito al Ejecutivo, con el cual se hizo responsable de las funciones sociales al garantizar los servicios de educación, cultura, sanidad, seguridad, servicios sociales, entre otros (Borja, 1987, 29-30); d) la formación de clases políticas y de burocracias habituadas a funcionar centralmente.

En la actualidad, según reseña Díez de Urdanivia, (1996: 176) nuestra Constitución en su artículo 40 recoge la voluntad popular de constituirse en una república representativa, democrática y federal; describe al Estado como compuesto por entidades libres y soberanas en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos en una federación establecida según los principios de la misma ley fundamental. En nuestro país las facultades que no están expresamente concedidas por la Constitución a la federación se entienden reservadas a las entidades, que cedieron parte de sus potestades al momento de establecer el nuevo Estado, conservando el resto de sus facultades. Este arreglo se conoce como de “poderes residuales”. 

8.6
Las instituciones del federalismo y sus orígenes

Existe un conjunto de instituciones creadas a través de la historia de la nación que han perdurado y se han convertido en la base del SNCF actual. Si cada ámbito de gobierno tuviera claramente delimitadas sus potestades tributarias y sus fuentes de ingreso en la normatividad y en la práctica, el problema de las relaciones fiscales intergubernamentales sería mínimo. Sin embargo, en el caso mexicano, desde 1824, los constituyentes admiten la concurrencia impositiva, que consiste en que la potestad tributaria sobre las diferentes fuentes potenciales de ingresos son compartidas por federación y estados. Dicha tradición fue prolongada en la constitución de 1857, y en la vigente en la actualidad. 

La circunstancia de que los textos constitucionales no delimitan campos impositivos ni prohibiciones a las facultades federales, estatales y municipales, determina que tanto el Congreso federal, como las legislaturas de los estados, puedan establecer contribuciones sobre las mismas fuentes, originando la concurrencia impositiva que puede traducirse en doble o triple tributación a consecuencia de la yuxtaposición o coincidencia en el ejercicio de facultades impositivas de federación y estados, e incluso municipios, sobre las mismas fuentes de ingreso, riqueza, patrimonio, personas o actividades económicas en sus respectivas jurisdicciones, en uso de su soberanía o potestad tributaria 
.

Con esto se pretendió que cada uno de los ámbitos de gobierno buscara cubrir por sí mismo sus necesidades de financiamiento y por ende prevaleciera la soberanía de cada entidad federativa en todo lo que concierne a su régimen interior, tal como lo señala la carta magna (Astudillo, 1999: 96; Ortiz, 1997: 6-7).  

Otro problema de este esquema es que diversos gravámenes recaigan sobre objetos de una clase uniforme. Esto ocurre, por ejemplo, cuando la federación grava los ingresos brutos de las empresas y las entidades una parte de los mismos, por ejemplo las utilidades (Astudillo, 1999: 97). 

Una dificultad adicional es la imposición territorial múltiple, que ocurre cuando una persona, física o moral, paga dos impuestos, cada uno con diferentes tasas y bases, debido a que sus ingresos o riqueza se ubican en más de una jurisdicción fiscal. Este es el caso de las empresas con sedes, sucursales, oficinas, bodegas y establecimientos en general, en diferentes ciudades y entidades. También existe doble imposición cuando se pagan dos tributos sobre aspectos diferentes del mismo objeto, por ejemplo el impuesto predial y el impuesto a las ventanas instituido en México en la época de Santa Anna (Astudillo, 1999: 98). A lo anterior puede agregarse la posibilidad de generar “guerras económicas” cuando las entidades se disputan entre sí, o con la federación, la atracción de una actividad o giro económico o cuando las leyes fiscales de la federación y/o de los estados se basan en principios distintos y se expiden con fines diversos (Astudillo, 1999: 99).

El problema de la concurrencia impositiva y la búsqueda de ingresos suficientes para financiar las funciones básicas de los tres ámbitos de gobierno, dio origen a diversos arreglos fiscales, a través de la historia de México. Estos esquemas se mueven entre dos extremos: por un lado, la distribución de fuentes impositivas entre los distintos ámbitos de gobierno, buscando la exclusividad de un ámbito sobre un tributo específico y la independencia financiera de los mismos por esta vía. En el otro extremo se encuentra la armonización fiscal que consiste en la concentración de los impuestos en un solo ámbito de gobierno para de ahí distribuirse, vía transferencias de diversa naturaleza, al resto de la federación. Entre estos dos extremos existen distintos grados de centralización de los tributos y de exclusividad sobre los mismos.

La primera vía se intentó con cuatro leyes de clasificación de rentas emitidas en el Siglo XIX en 1824, 1846, 1857 y 1868.  Con la ley de distribución de rentas de 1857, se inicia una práctica que permanece hasta nuestros días, el compartir entre federación y estados el rendimiento de un impuesto. En este caso se estableció que el rendimiento de los derechos de registro y del impuesto sobre traslación de dominio, jurisdicción y competencia en el cobro de peaje en los que existía una sola tasa y una sola liquidación, se distribuyera entre el gobierno federal y los estados (SHCP, 1982: 45) en forma equitativa. Este es un hito en la historia fiscal mexicana, pues por primera vez se establece la participación
 impositiva, aunque sin ese nombre, como instrumento de coordinación fiscal. Este mecanismo se convertiría en el más importante del sistema en la actualidad.

En el texto original de la Constitución de 1917, sólo se señalaban como impuestos privativos de la federación los relativos a importaciones y exportaciones (artículo 131) y se imponían algunas limitaciones a los estados a fin de que no establecieran procedimientos alcabalatorios (SHCP, 1982: 67). En las demás fuentes de ingresos se aceptaba la concurrencia entre federación y estados, sin ningún límite para la primera. En la actualidad, la competencia fiscal de la federación sólo se limita por el artículo 115 constitucional (a partir de 1983), que autoriza a las legislaturas estatales a establecer, a favor de los municipios, contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. Estas facultades abren la puerta para el establecimiento del impuesto predial, el de traslación de dominio de bienes inmuebles y diversos gravámenes sobre la plusvalía.
En la Constitución vigente a partir de 1917 se acepta, como en sus antecesoras, la concurrencia impositiva con algunas excepciones entre las que destacan (Astudillo, 1999: 95): 

a. La exclusividad de la federación sobre los impuestos al comercio exterior, tráfico marítimo, certificación consular y de facturas.

b. A las entidades federativas se les prohíbe gravar (artículo 117, fracciones IV, V y VI) el tránsito de personas o cosas que atraviesen su territorio (peaje y alcabalas); la entrada y salida de su territorio de mercancías extranjeras (aduanas interiores); y la circulación y consumo de efectos nacionales o extranjeros, cuando se haga a través de aduanas locales, requiera inspección o registro de bultos o exija documentación que acompañe a la mercancía en tránsito.

c. También se prohíbe a las entidades federativas (artículo 117, fracciones III y VII): emitir estampillas y papel sellado y tener disposiciones fiscales que importen diferencias de impuestos o requisitos por razón de la procedencia de mercancías nacionales o extranjeras.

d. Se reservan a los estados todas las facultades no expresamente concedidas a los funcionarios federales.

A partir de 1912, el gobierno federal comienza a gravar la extracción del petróleo, como parte de la Ley del Timbre y 10 años después, los estados donde se ubicaban los pozos y las refinerías, obtuvieron una participación del 5% del rendimiento de dicho impuesto. Este hecho marca un segundo hito en la historia fiscal, pues por primera vez se utiliza de manera explícita el concepto de participación con relación al rendimiento de un impuesto.

En la década de los veinte del siglo pasado, se inicia un proceso de sustitución de los gravámenes indirectos por impuestos directos. De esta manera se establece el impuesto del centenario, creado en 1921, con el que se gravaron algunos ingresos percibidos en agosto de ese año por única vez. Este tributo fue el antecedente inmediato del impuesto sobre la renta, establecido como ingreso federal ordinario en 1924 y 1925. El impuesto sobre la renta se estableció sobre la base cedular, lo que aunado a diversos obstáculos jurídicos, como las acciones al portador, impidió su progresividad (Gil Valdivia, 1981: 74).

En la primera mitad del siglo XX, se intentó otra medida: tres convenciones nacionales fiscales efectuadas en 1925, 1933 y 1947. Las dos primeras, siguiendo el modelo de las leyes de clasificación de rentas del siglo anterior, tuvieron el propósito de delimitar y distribuir gravámenes entre federación y estados. La convención de 1947 cambió la orientación de las relaciones fiscales intergubernamentales. 

De la primera convención nacional fiscal se generó una iniciativa de reformas constitucionales, que fue enviada al Congreso en diciembre de 1926, y fue rechazada (Gil Valdivia, 1981: 75; SHCP, 1953: 2). Este es un hecho importante, pues en el antiguo sistema político era afirmación general que cuando un Presidente enviaba una iniciativa de ley al Congreso, éste lo aprobaba de manera automática, cosa que no sucedió a pesar de que el ejecutivo en turno era, sin duda, un hombre fuerte: Plutarco Elías Calles. Este es un mito que fue cuestionado con éste y otros importantes hechos.

En agosto de 1926 se expide la Ley Federal del Impuesto sobre Herencias y Legados, que hace federal a este impuesto y se determina que los estados debían suspender o no decretar impuestos en esta materia a cambio de una participación del impuesto federal. Este es un tercer hito en la historia del sistema fiscal, pues se reafirma el mecanismo de participaciones establecido 4 años antes, pero reforzado por lo que sería la política de la zanahoria y el garrote, es decir la federación se apropia de la fuente impositiva, las entidades renuncian a ella y a cambio reciben una participación del rendimiento de la misma, supuestamente superior a la que percibirían mediante su propio gravamen. Esta política de la zanahoria y el garrote fue ampliamente utilizada en la consolidación del SNCF actualmente vigente. 

En ese mismo año, se decreta la Ley de Impuestos a la Minería, mediante la cual se sigue el mismo mecanismo, pues los estados obtienen una participación en forma de cuota adicional de 2% sobre el valor del oro y la plata, a cambio de suspender o no establecer impuestos sobre esta materia. También se concedieron participaciones a los estados en el consumo de gasolina, producción y consumo de energía eléctrica, cerveza, metales y compuestos metálicos, y fundos mineros, entre otros (Astudillo, 1999: 109).

Para 1933, al persistir algunos de los problemas fundamentales que motivaron la primera convención nacional fiscal, como la escasa productividad de los muchos impuestos existentes, se convoca a la segunda. En esta convención se reitera la recomendación de introducir reformas constitucionales en el sentido de distribuir las fuentes impositivas entre federación, estados y municipios. 

Se propuso que la Convención tuviera la facultad de autorizar cualquier modificación de las leyes tributarias de los estados, mientras que en el caso de la federación fuera un simple organismo de opinión (Astudillo, 1999: 113). Esta función se haría mediante la creación de una Comisión Permanente como órgano técnico-administrativo con facultades como: redactar los proyectos de ley y los proyectos de reformas constitucionales aprobados por la primera y la segunda convención; realizar los estudios, investigaciones, recopilación estadística y demás necesarios para sustentar sus labores; fungir como consultor técnico obligatorio en la expedición de leyes fiscales, tanto del gobierno federal como de los estados y Distrito Federal. 

Un hecho importante posterior a la segunda convención, es la iniciativa de reforma constitucional enviada por el presidente Lázaro Cárdenas en 1936 con el objetivo de delimitar las responsabilidades fiscales entre federación y estados (Gil Valdivia, 1981: 76; SHCP, 1982: 84). En esta iniciativa se aludía “las diferencias en principios y propósitos entre las leyes hacendarias estatales y las federales” y “las lamentables como verdaderas guerras económicas para captar más recursos” (SHCP, 1982: 84), por lo que se planteó conservar, y aún ampliar, la competencia fiscal de la federación, pero concediéndose a los estados y municipios participación en la mayoría de los impuestos. 

En el aspecto organizacional se proponen como órganos de Estado la creación de la Convención Nacional Fiscal y la Comisión Permanente como responsables de la organización del régimen fiscal, y la delimitación de competencias de las fuentes de ingresos no exclusivas de algún ámbito de gobierno. Este en otro hito fiscal, pues se propone elevar a política de Estado las relaciones fiscales intergubernamentales. Esta iniciativa no fue aprobada por el Congreso Federal, siendo el segundo caso de un presidente fuerte, Lázaro Cárdenas, que en sus años de esplendor, envía una iniciativa al Congreso y no es atendida, lo que contradice de nuevo el mito que señala que un presidente de la República podía lograr lo que quisiera del Legislativo.

La bonanza económica relativa provocada por la Segunda Guerra Mundial y el proceso de sustitución de importaciones generó ingresos fiscales para los tres ámbitos de gobierno, de tal manera que se olvidó todo intento de reforma fiscal y los propósitos de las convenciones fiscales celebradas anteriormente. Una vez concluida la guerra y desaparecidos los ingresos fiscales extraordinarios, resurgen los problemas ya diagnosticados desde 1925 y agravados por 22 años más de inacción y la creación de nuevos impuestos por la federación, los estados y los municipios.  De esta manera, se convoca a la tercera convención nacional fiscal.

El hecho más importante de esta convención es el cambio de orientación de las relaciones fiscales intergubernamentales de una política de distribución de fuentes impositivas entre federación, estados y municipios perseguida desde los inicios del federalismo mexicano a una de armonización fiscal entre los diferentes ámbitos de gobierno. La armonización consiste en aprovechar las fuentes impositivas en forma común, mediante la coordinación que garantice la uniformidad y coherencia de los sistemas impositivos del gobierno federal y los de las entidades federativas, distribuyéndose entre ambos los rendimientos de los impuestos en forma concertada, mediante participaciones y/o transferencias de diversa naturaleza  (Ortiz, 1998: 27).   

8.7 
Los primeros pasos de la coordinación fiscal

Con la tercera convención, se inicia la primera etapa de la coordinación fiscal en la era moderna. Sus recomendaciones dieron origen a un marco normativo compuesto por los siguientes ordenamientos: 

a. Ley de Coordinación Fiscal entre la Federación y los Estados, del 28 de diciembre de 1953, con la que se crea la Comisión Nacional de Arbitrios.

b. Ley que Regula el Pago de Participaciones en Ingresos Federales a las Entidades Federativas, de diciembre 29 de 1948. Se consideraba que un obstáculo importante para el funcionamiento de dicho sistema eran las demoras y trámites para el pago de participaciones a las entidades, por lo que esta ley tenía el propósito de regular y uniformar sus procedimientos. 

c. Ley del Impuesto Federal sobre Ingresos Mercantiles, que entró en vigor en 1948, en sustitución de la llamada Ley General del Timbre que englobaba numerosos impuestos al comercio y a la industria, de escasa significación recaudatoria y de múltiples problemas para los particulares. 
d. Ley que Otorga Compensaciones Adicionales a los Estados que Celebren Convenio de Coordinación en Materia del ISIM, vigente a partir de 1954. 

e. Derogación de los gravámenes estatales sobre diversas actividades mercantiles e industriales.

Esta etapa de la coordinación fiscal se caracteriza por presentar un cambio de orientación en los principios rectores de la coordinación fiscal, pues se pasa de la distribución de fuentes impositivas entre federación, estados y municipios a su armonización. En segunda instancia, desde esta época, las participaciones se consolidan como el principal mecanismo de transferencia de recursos de la federación a estados y municipios. En tercer lugar, se genera un amplio marco jurídico que será el sustento de la primera etapa de la coordinación fiscal, cuya base es el ISIM. 

También se crean los primeros órganos de la coordinación fiscal, como la Comisión Nacional de Arbitrios, cuyas funciones eran: proponer medidas para coordinar federación, estados y municipios; fungir como consultor técnico en materia legal fiscal; vigilar el pago oportuno de las participaciones y ejercer sus facultades para evitar restricciones indebidas al comercio (Hoyo D´addona, 1981: 8). De esta manera se gesta la coordinación fiscal como organización, con estructuras administrativas y personal a su servicio. La Comisión operó entre 1954 y 1977. 

En 1949 se crea otra institución que ha permanecido hasta nuestros días: los fondos de compensación. Ésta se introdujo en una iniciativa de reforma al artículo 73 fracción XXIX de la constitución para incluir dentro de los impuestos exclusivos de la federación el impuesto sobre fabricación y consumo de cerveza. Al federalizarse el tributo se vio la necesidad de entregar participaciones a las entidades por el sacrificio fiscal, además de prever en la Ley de Ingresos de ese año la creación de un fondo compensatorio para aquellos estados en los que la participación resultara menor al rendimiento obtenido anteriormente (Acevedo, 1987: 38) 

Pero sin duda alguna, el principal elemento de la coordinación fiscal en la historia moderna es la denominada política de la zanahoria y el garrote. Ésta consiste en que la federación por un lado ofrece, vía participaciones, mayores ingresos a estados y municipios (zanahoria) a cambio de derogar o suspender sus propias fuentes de tributación o atenerse a las consecuencias (garrote). Es decir, enfrentarse a la imposición de los tributos de la federación, a los que se adicionaría los gravámenes estatales y municipales, por lo que los habitantes del estado no coordinado sufrirían de una doble o triple tributación y de desventajas competitivas en materia fiscal en relación con el resto de las entidades. 

De esta manera se consolida un largo y accidentado proceso de concentración de las principales fuentes impositivas en la federación, tanto por cambios en la Constitución federal como por medio de la política de la zanahoria y el garrote. Este proceso se fortalece con la llamada “coordinación general” en 1976; se consolida con la publicación de la Ley de Coordinación Fiscal de 1978, con vigencia a partir de 1980, y la coordinación en derechos a partir de 1982. El resultado era predecible, pues al final del camino las entidades habían dejado en suspenso buena parte de su potestad tributaria, permitiendo a la federación exclusividad en las fuentes de ingresos más dinámicas y productivas.

8.8 
Los elementos principales de la política de la zanahoria y el garrote

A partir de la década de los cincuenta del siglo XX, la base de la coordinación fiscal fue la ley en la materia mencionada anteriormente. Esta norma contempla tres elementos principales: las restricciones indebidas al comercio interestatal, con lo que se reglamentaba el artículo 117 constitucional; la identificación de las disposiciones estatales contrarias a la constitución general, con la encomienda de presentar propuestas de solución y la creación de la Comisión Nacional de Arbitrios. 

Esta Comisión fue responsable de proponer medidas encaminadas a coordinar la acción impositiva de los gobiernos federal y locales; actuar como consultor técnico en la expedición de las leyes fiscales federales y de sus modificaciones; gestionar el pago de las participaciones federales y; servir de órgano de control de la constitucionalidad de las leyes locales (Astudillo, 1999: 130; SHCP, 1982: 112). Esta Comisión también dio origen a los órganos de la coordinación como la Comisión Permanente y las Reuniones Nacionales de Tesoreros Estatales y Funcionarios de la SHCP, en las que se gestó la evolución de la coordinación fiscal (SHCP, 1982: 112). 

	Cuadro 4

Participaciones pagadas a las entidades federativas, 1979

(miles de pesos)

	Impuesto
	Monto
	%

	Petróleo
	8,014
	11.94

	Cerveza
	2,434
	3.63

	Bebidas alcohólicas
	2,010
	2.99

	Gasolina
	1,768
	2.63

	Tabacos labrados
	1,302
	1.94

	Automóviles y camiones
	789
	1.18

	Minerales
	603
	0.90

	Aguas envasadas
	503
	0.75

	Artículos electrónicos
	299
	0.45

	Vidrio o cristal
	215
	0.32

	Cemento
	214
	0.32

	Llantas y cámaras
	204
	0.30

	Pesca
	13
	0.02

	Impuesto sobre Ingresos Mercantiles
	29,504
	43.95

	Impuesto sobre la Renta (causantes menores, intermedios y bases especiales)
	1,150
	1.71

	Impuesto sobre tenencia o uso de automóviles
	466
	0.69

	Municipios coordinados en impuestos
	4,721
	7.03

	Municipios, impuestos especiales
	2,272
	3.38 

	Otros (incluye 12 impuestos adicionales)
	10,655
	15.87

	Total
	67,136
	100.00

	Fuente: CEPAL, Las relaciones tributarias entre los diversos niveles de gobierno de un sistema federal. El caso de México, p. 50, con base en información de la SHCP.


Uno de los principales elementos de esta fase es el ISIM, que entró en vigor en 1948. Esta política se reforzó paulatinamente hasta llegar a la llamada “coordinación general” en 1976. Paralelamente se establecieron sistemas de coordinación en la mayoría de los impuestos de la federación, algunos por mandato constitucional y otros a iniciativa del propio gobierno nacional. 

Coordinación en el Impuesto sobre Ingresos Mercantiles.  A modo de ejemplo de la aplicación de la política de la zanahoria y el garrote, se analizará la evolución en la coordinación en el ISIM, ya que es una de las principales fuentes de ingreso en estos años (más del 43% de los ingresos para 1979, según el cuadro 4) y su evolución ilustra con claridad esta política. El ISIM entró en vigor en enero de 1948 y se aplicó a los ingresos brutos generados por la enajenación y arrendamiento de bienes, la prestación de servicios, las comisiones y mediaciones mercantiles y las ventas con reserva de dominio. 

En sus inicios, se estableció una tasa de 1.8 por ciento que cobraba el gobierno federal. Pero había la opción para los estados, Distrito y territorios federales, de participar en los rendimientos del impuesto recibiendo una sobretasa de 1.5 por ciento. Esta participación fue condicionada a la celebración de convenios de coordinación con la SHCP y a derogar o suprimir los impuestos locales al comercio y la industria, es decir, los gravámenes con la misma base del ISIM. Si en el convenio se delegaba la administración del impuesto al estado, este recibía un 4% de la recaudación neta por concepto de gastos de administración. Estos convenios no incluían la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución, la fiscalización y la interpretación de la ley, materias reservadas para la SHCP. 

Este impuesto fue reformado en los años de 1949 y 1950, destacando la reducción de la cuota adicional local de 1.5 por ciento al 1.2 por ciento. Con este ajuste, se fijó una tasa global del impuesto sobre ingresos mercantiles del 3.0%, del cual 60% era federal (equivalente al 1.8 %) y el 40% restante (1.2%) para las entidades. Por otro lado la SHCP ofreció una serie de estímulos a los estados que se coordinaran en la materia, destacando un incremento de 10% en su participación en otros impuestos federales y el 40% de los recargos y multas aplicadas y cobradas.

A pesar de los esfuerzos de la federación, hasta 1957 solo se coordinaron 15 estados, además del Distrito y los territorios federales. En los estados no coordinados únicamente se aplicaba una tasa de 1.8%, quedando a su discreción el aplicar sus propios gravámenes sobre las mismas materias. Es importante enfatizar que en esta etapa, en las entidades que no aceptaron la coordinación, la federación los dejó en libertad de aplicar sus propios impuestos, a diferencia de lo ocurrido posteriormente.

La coordinación fiscal se estancó entre 1957 y 1970 pues para este año permanecían 14 entidades federativas sin coordinarse, entre las que destacaban las más desarrolladas e importantes en términos fiscales, como el Estado de México, Jalisco, Nuevo León, Chihuahua, Veracruz, Tamaulipas y Nayarit, entre otros. 

A finales de 1970, se crea por primera vez una tasa de 10% sobre algunos artículos llamados de lujo, y se determinó que dicha tasa fuera uniforme en toda la República, independientemente de que la entidad estuviera coordinada. Si la entidad estaba coordinada o si lo hacían, recibirían una participación del 40% de la recaudación obtenida por este concepto y, en caso contrario, seguiría causándose la misma tasa y el estado podría cobrar su propio impuesto sobre los artículos gravados. Con este mecanismo, los contribuyentes de los estados no coordinados tendrían una doble carga tributaria sobre una misma base, por lo que fueron presionados a hacerlo. 

Lo anterior forzó a las entidades a ingresar a la coordinación fiscal y para marzo de 1971 se reanuda la celebración de convenios de coordinación, primero con Chihuahua, meses después con Nayarit y, en febrero de 1972 con Tamaulipas. En el convenio con Chihuahua, se pactó por primera vez la delegación no sólo de la recaudación, sino también la administración del impuesto y su fiscalización, en todas sus tasas, y éste fue el punto de partida para superar una impugnación de las entidades federativas que temían perder sus capacidades administrativas desarrolladas en diversas formas. 

En diciembre de 1972 se da otra reforma a la Ley del ISIM que establece una tasa única general, aplicable en toda la República, del 4%, denominada ‘tasa general’ y, en lugar de la cuota adicional de las entidades, se les prometió a todos los Estados coordinados, una participación del 45% del gravamen federal. Esto implicó que la tasa general pasa de 3 al 4%, y por otro lado, el porcentaje de participación del rendimiento del impuesto para los estados coordinados aumenta de 40% al 45%, lo que generó un incremento de las participaciones para las entidades coordinadas. Para noviembre de 1974 se adicionaron tasas especiales del 5%, 10%, 15% y 30% para los bienes denominados de lujo, aplicables a toda la República.   

Aunque formalmente la coordinación era una opción de las entidades, el no hacerlo implicaba la pérdida de la participación del 45% de la recaudación de dicho impuesto, lo que equivalía al 1.8% del ingreso gravado; además, de que se verían en la necesidad de mantener o de buscar sus propios impuestos al comercio y a la industria que les compensara los ingresos no percibidos, lo que se traducía en la duplicación o triplicación de gravámenes para los contribuyentes en dichas entidades, el federal y el estatal y el municipal. Una estimación señala que si algún estado no se hubiera coordinado, la tasa del impuesto hubiera ascendido hasta 46% en algunos casos, sumando la tasa federal, la estatal y la municipal (Astudillo, 1999: 134). 

Esta situación obligó a la coordinación de las 14 entidades no incorporadas hasta 1970, las más importantes desde el punto de vista económico y fiscal, pues ese año obtenían el 70% de la recaudación total, excluyendo al Distrito Federal (Astudillo, 1999: 133). Una vez coordinadas todas las entidades en 1976, comienza el periodo denominado “coordinación general”, que culmina en 1979. 

Este hecho termina un largo proceso, que inicia en 1925 con la primera convención nacional fiscal y termina en 1976, año en que se coordinó la última entidad federativa. Este proceso se puede resumir en los siguientes hechos (Ortiz, 1998: 40):

a. La unificación de los criterios de tributación en el comercio y la industria y la abrogación de leyes locales que gravaban estas actividades, con lo que las entidades federativas suspendían su soberanía tributaria. 

b. El resarcimiento de la pérdida económica a los estados, a través del otorgamiento de participaciones, equivalentes al 45% de la recaudación del ISIM en su jurisdicción, con el mismo porcentaje aplicado sobre las multas y los recargos. 

c. La delegación por parte de la SHCP de algunas funciones operativas de administración recibiendo el 4% de la recaudación federal neta del impuesto, además de los recargos y las multas, por concepto de gastos de administración.

d. El 10% del importe total en el rendimiento de los impuestos especiales federales a título de participaciones y cuotas adicionales. 

e. La coordinación con todas las entidades federativas, lo que preparó el camino para la introducción del IVA a partir de 1980 y la etapa vigente de la coordinación fiscal.

f. La transferencia del 20% de las participaciones correspondientes de cada estado a sus municipios.

La política de la zanahoria y el garrote fue capaz de imponer una coordinación general de la federación con todos los estados, aunque esta “fue grandemente criticada” (Ortiz, 1998: 42) ya que en la práctica obligó a celebrar convenios de coordinación a las entidades que no lo habían hecho. Cabe aclarar que el sistema de participaciones instrumentado benefició tanto a la federación como a los estados, al percibir ambos, una mayor cantidad de ingresos al registrarse incrementos importantes en la recaudación y al asumir los estados nuevas responsabilidades, lo que les permitió fortalecer y ampliar su capacidad administrativa.

La coordinación en otros impuestos. Al tiempo que se avanzaba la coordinación en el ISIM, se desarrollaron mecanismos de coordinación en otros gravámenes como: el impuesto sobre la renta en materia del ingreso global de las empresas causantes menores; causantes menores intermedios y con bases especiales de tributación; el impuesto a las industrias del azúcar, alcohol, aguardiente y envasamiento de bebidas alcohólicas y el impuesto sobre tenencia o uso de automóviles y camiones, entre otros. El mecanismo fue el mismo: la aplicación de la política de la zanahoria y el garrote, al otorgar mayores ingresos a las entidades y delegarles funciones de administración fiscal a cambio de la suspensión de los impuestos locales que afectaban la misma base y la suspensión de su potestad tributaria en la materia y la abrogación de las leyes correspondientes
 o se tendrían que enfrentar al poder fiscal de la federación.

 En paralelo a las participaciones en los impuestos anteriores, existía un conjunto de transferencias derivado de los 27 tributos especiales de la federación, 14 de ellos se otorgaban en cumplimiento de la constitución (Artículo 73, fracción XXIX) y en los 13 restantes por mandato de las leyes respectivas o declaratorias federales (CEPAL, 1985: 51).

El mecanismo organizacional utilizado en este proceso fueron las llamadas reuniones de tesoreros y funcionarios de la SHCP, que sustituyeron a las convenciones nacionales fiscales. La primera de ella se efectuó en 1972 y entre ese año y 1975 se realizaron ocho. A partir de entonces se celebran anualmente, excepto en 1983 cuando se verificó una extraordinaria, además de la ordinaria. A partir de 1979 dichos eventos se comenzaron a denominar Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales (RNFF) con celebraciones anuales. Por su parte la Comisión Permanente se reunió trimestralmente durante este periodo, operando como equipo de trabajo para formular las iniciativas y reformas que serían analizadas y discutidas en las RNFF. En estos eventos se afinó la coordinación en el ISIM, se mejoraron los mecanismos de fiscalización y administración tributaria y se preparó la introducción del Impuesto al Valor Agregado (IVA). En 1973 se creó el Instituto para el Desarrollo Técnico de la Hacienda Pública de los Estados, Territorios y Distrito Federal (Indetec) con sede en Guadalajara. El Indetec ha sido el órgano técnico del SNCF a partir de ese año (Martínez Almazán, 1980: 47).  

El caso del impuesto sobre el petróleo. Después de la primera gran crisis del petróleo provocada por el incremento de precios acordado por la Organización de Países Exportadores de Petróleo, nuestro país descubrió enormes reservas del energético que comenzaron a explotarse en gran escala a mediados de los años setenta. Para 1978 había 4 estados productores de petróleo: Tabasco (62.31%), Chiapas (23%), Veracruz (12.13%) y Tamaulipas con el restante 1.66%. 

	Cuadro 5

Precio de exportación del petróleo mexicano

(US Dólares)

	Año
	Istmo
	Maya

	1977
	13.42
	---

	1978
	13.10
	---

	1979
	14.10-22.60
	---

	1980
	32.00-38.50
	28.00-34.50

	1981
	38.50-34.00
	34.50-28.50

	1982
	32.50
	25.00

	Fuente: Székely, Gabriel, La economía política del petróleo en México, 1976-1982, El Colegio de México, México, 1983.


Por estos años estaba vigente parcialmente una Ley del Impuesto al Petróleo de diciembre de 1947, con reformas en 1950, 1953 y 1955 (SHCP, 1982: 147). Debido a que PEMEX era el único contribuyente, esta ley había sido sustituida en la práctica por un régimen especial mediante el cual esta empresa pagaba sus contribuciones como un porcentaje de sus ingresos brutos, fijado anualmente en la Ley de Ingresos de la Federación, con lo que se consideraba que cumplía con sus obligaciones fiscales. Sin embargo, la misma Ley de Ingresos (de vigencia anual) señalaba que las entidades federativas y municipios debían recibir participaciones en los términos de las leyes respectivas, lo que implicaba que los estados y municipios seguirían recibiendo participaciones como si la Ley del Impuesto al Petróleo de 1947 continuara en vigor (SHCP, 1982: 148). Esta ley señalaba que “La cuota del impuesto para el petróleo crudo de 0.93 y el combustible y el gas oil de 0.95 será de 10% de su valor cuando el precio del barril de combustible de su valor cuando el precio del barril de combustible en Nueva York sea de Dóls. 1.00 o menor y aumentará a razón de 0.2% por cada 5 centavos de dólar o fracción que aumente el precio del combustible... “(Hoyo D´addona, 1981, 16-17).

	Cuadro 6

Participación por entidad federativa en PIB, población y coeficiente de participaciones, 1980

	Entidad
	% en PIB
	% en población
	% en participaciones

	Aguascalientes
	0.6
	0.8
	0.56

	Baja California
	2.2
	1.8
	2.90

	Baja California Sur
	0.4
	0.3
	0.43

	Campeche
	0.5
	0.6
	0.87

	Coahuila
	3.0
	2.3
	2.25

	Colima
	.05
	0.5
	0.41

	Chiapas
	2.6
	3.1
	3.99

	Chihuahua
	2.8
	2.9
	2.69

	Distrito Federal
	25.1
	13.9
	23.40

	Durango
	1.4
	1.7
	0.89

	Guanajuato
	3.1
	4.5
	2.58

	Guerrero
	1.7
	3.2
	1.42

	Hidalgo
	1.6
	2.3
	0.81

	Jalisco
	6.5
	6.4
	6.30

	México
	9.8
	11.2
	11.05

	Michoacán
	2.5
	4.5
	1.63

	Morelos
	1.2
	1.4
	0.87

	Nayarit
	0.7
	1.1
	0.68

	Nuevo León
	5.9
	3.7
	6.12

	Oaxaca
	1.4
	3.7
	0.98

	Puebla
	3.0
	4.9
	2.63

	Querétaro
	0.9
	1.1
	1.02

	Quintana Roo
	0.3
	0.3
	0.37

	San Luis Potosí
	1.3
	2.5
	1.06

	Sinaloa
	2.4
	2.8
	2.89

	Sonora
	2.5
	2.2
	3.41

	Tabasco
	2.9
	1.7
	7.10

	Tamaulipas
	3.5
	2.9
	2.62

	Tlaxcala
	0.5
	0.8
	0.39

	Veracruz
	6.2
	7.8
	6.11

	Yucatán
	1.2
	1.5
	0.99

	Zacatecas
	0.7
	1.7
	0.56

	TOTAL
	100.0
	100.0
	100.0

	Fuente: CEPAL, Las relaciones tributarias entre los diversos niveles de gobierno de un sistema federal. El caso de México, p. 50, con base en información de la SHCP y de la SPP, Sistema de Cuentas Nacionales


Con esta mecánica, para 1977, cuando el precio del barril superó los 13 dólares en el mercado internacional (cuadro 5), la tasa del 10% se elevaba a 58.5% por lo que los estados petroleros, especialmente Tabasco, comenzaron a recibir participaciones cada vez mayores (Hoyo D´addona, 1981: 16-18; CEPAL, 1985:  53-56). De haber continuado la tendencia las participaciones habrían llegado al 100% del impuesto realmente pagado por PEMEX por sus ventas en el mercado interno, lo que habría significado que el beneficio de la explotación del petróleo se concentrara en pocas entidades.

Los tratamientos fiscales para las entidades petroleras les fueron conservados al entrar en vigor el nuevo SNCF a partir de 1980, generando debates en la coordinación fiscal, que han sido seguidos hasta la actualidad, ya que hubo protestas del resto de los estados, porque los recursos fruto de la explotación de un bien de la nación, fueran sólo para unas pocas entidades y no para todos sus habitantes.

Esta característica se puede observar en el cuadro 6, donde se presentan para 1980 y cada entidad federativa los datos relativos a su contribución en el PIB nacional, el porcentaje de la población estatal en la nacional y el porcentaje de participaciones. Para la mayoría de los estados (incluyendo los petroleros, con excepción de Tabasco) existe una correlación entre los tres indicadores. Sin embargo, para Tabasco, su contribución al PIB nacional es de sólo 2.9%, y su porcentaje en la población total es de únicamente 1.7%, mientras que su coeficiente de participaciones es de 7.10%. Este fue el precio de forzar la coordinación con todos los estados a cualquier costo. 

8.9 
Situación de la coordinación fiscal a fines de los setenta

La política de la zanahoria y el garrote forzó la coordinación con todos los estados, aunque el sistema no estaba exento de problemas. Entre las principales características del sistema de coordinación fiscal antes de 1980, destacan las siguientes (véase CEPAL, 1985: 50-56; Ortiz, 1998: 74-75).

	Cuadro 7

Participaciones totales a estados y municipios como porcentaje del ingreso fiscal total

	Año
	Monto de participaciones a estados y municipios

(Miles de pesos)
	Porcentaje de participaciones a estados y municipios en la recaudación federal total

	1975
	16, 269
	13.14

	1976
	20, 332
	13.48

	1977
	27, 706
	12.71

	1978
	36, 223
	12.46

	Fuente: SHCP, La coordinación fiscal en México, 1982.


Si bien las participaciones a estados y municipios crecían en términos nominales y reales para algunos años y éstas constituían una fracción creciente de sus ingresos, su porcentaje respecto a la recaudación total era decreciente, debido a la poca elasticidad de los impuestos federales participables. De esta manera, el conjunto de participaciones llegó a su porcentaje más alto en 1976 (cuadro 7), con relación al ingreso público total (SHCP, 1982: 114). Este fenómeno fue ocasionado por la exclusión, para fines de participación a estados y municipios, de algunos de los tributos más dinámicos como el impuesto sobre la renta para personas físicas y empresas causantes mayores, y los impuestos a la importación y exportación. Estas ausencias ocasionaron que las participaciones crecieran a un ritmo menor que la actividad económica.

Un problema adicional era que los porcentajes de participación a estados y municipios variaban de impuesto a impuesto, tanto en la tasa de aplicación del gravamen como del porcentaje en que se participaba al estado y al municipio. Por ejemplo se aplicaba el 1% en el impuesto sobre producción de hierro, carbón y manganeso y el 50% en el impuesto a la explotación pesquera (Colmenares, 1999: 418). La proliferación de tasas de participación dificultaba el cálculo, liquidación y pago de participaciones; lo que provocaba demoras importantes en su entrega, ya que el proceso normal duraba de tres a seis meses (Hoyo D´addona: 1981) aunque era frecuente su retraso por errores o deficiencias en el trámite.

Por otra parte, los porcentajes de cada impuesto con que participaba la Federación a las entidades fueron establecidos en diferentes épocas. Además, la Federación participaba y pagaba directamente a los municipios, bajo criterios dictados por las legislaturas locales de cada entidad, mismos que eran diferentes para cada uno de los impuestos participables. En algunos casos, como en el de la participación por la exportación de petróleo, se llegaron a pagar participaciones a municipios que no les correspondía, provocando conflictos entre ellos (Ortiz, 1998: 75). Los mecanismos de distribución de participaciones eran muy variados: en ocasiones se hacía en función del consumo, como lo era el caso de la gasolina, y otras veces se participaba a la entidad productora (producción de minerales) y algunas veces se combinaban ambos elementos como en la producción y consumo de cerveza (CEPAL, 1985: 51).

Pero los elementos más importantes que ponían en crisis el sistema de coordinación fiscal fueron las participaciones sobre el petróleo y la manipulación sobre el pago del ISIM, que se tornó en un problema grave, mismo que es ampliamente reseñado por Hoyo D´addona (1981: 19-22). 

El criterio para el pago del ISIM, y por ende de las participaciones, era que comerciantes e industriales debían cubrir el impuesto en la entidad donde se “percibiera el ingreso”. Cuando la empresa contaba con un solo establecimiento no había problema, pero si la misma tenía varias unidades de negocios como sucursales, bodegas, centros de producción, centros de distribución, entre otro tipo de establecimientos, la empresa tenía la opción de declarar como “lugar de percepción del ingreso” el sitio donde se levantaba el pedido, se expedía la factura, se efectuaba la entrega material del bien o donde se realizaba el cobro. Todos estos sitios eran permitidos por la ley, por lo que las grandes empresas podían elegir en la práctica la entidad en la cual declarar sus impuestos.

Lo anterior originó un doble juego. Por un lado las tesorerías estatales usaban toda su influencia para que las empresas declararan en sus entidades. Pero como contraparte, las grandes empresas intentaban, y lograban, privilegios y prebendas e inclusive reformas a las leyes que les favorecían a cambio de hacer su pago de impuestos en determinada entidad. Una complicación adicional fue que los estados ‘productores’ entraron en conflicto con los estados ‘consumidores’ y el intento de cambiar las reglas establecidas “llegó a poner en peligro toda la coordinación en el ISIM” (Hoyo D´addona, 1981: 21; CEPAL, 1985: 52).

	Cuadro 8
El tamaño de la zanahoria

(Miles de pesos)

	
	Participaciones 1979
	Fondo general 1980
	% de incremento

	Aguascalientes
	378
	619
	63.76

	Baja California
	1,953
	3,197
	63.70

	Baja California Sur
	291
	477
	63.92

	Campeche
	392
	955
	143.62

	Coahuila
	1,515
	2,480
	63.70

	Colima
	276
	451
	63.41

	Chiapas
	2,683
	4,392
	63.70

	Chihuahua
	1,810
	2,964
	63.76

	Distrito Federal
	15,738
	25,764
	63.71

	Durango
	597
	978
	63.82

	Guanajuato
	1,738
	2,846
	63.75

	Guerrero
	959
	1,569
	63.61

	Hidalgo
	544
	890
	63.60

	Jalisco
	4,238
	6,939
	63.73

	México
	7,434
	12,171
	63.72

	Michoacán
	1,099
	1,799
	63.69

	Morelos
	585
	958
	63.76

	Nayarit
	456
	746
	63.60

	Nuevo León
	4,114
	6,735
	63.71

	Oaxaca
	661
	1,082
	63.69

	Puebla
	1,769
	2,895
	63.65

	Querétaro
	697
	1,118
	60.40

	Quintana Roo
	251
	411
	63.75

	San Luis Potosí
	713
	1,167
	63.67

	Sinaloa
	1,945
	3,184
	63.70

	Sonora
	2,294
	3,756
	63.73

	Tabasco
	4,776
	7,819
	63.71

	Tamaulipas
	1,763
	2,887
	63.75

	Tlaxcala
	262
	429
	63.74

	Veracruz
	4,112
	6,731
	63.69

	Yucatán
	716
	1,094
	52.79

	Zacatecas
	377
	616
	63.40

	Total
	67,136
	110,119
	64.02

	Fuente: SHCP, La Coordinación fiscal en México, Subsecretaría de Ingresos, México, 1982.  


Los anteriores elementos generaron un sistema complejo, difícil de administrar, que provocaba retrasos en la entrega de las participaciones, además de ser inequitativo y manipulable, y lo más importante, no proporcionaba a los estados y municipios los ingresos suficientes para cumplir sus funciones. Estos elementos apuntaban a un cambio en el SNCF, mismo que se intentó a partir de 1980.

8.10    El tamaño de la zanahoria

Desde el punto de vista meramente financiero, la incorporación inicial al SNCF fue muy rentable para las entidades federativas, ya que sus participaciones se incrementaron un promedio de 64% de 1979 a 1980, pero hubo un estado, Campeche que observó un incremento de más de 143%, y el estado que menos incremento obtuvo fue de casi 53. De esta manera los tesoreros y secretarios de finanzas, no les importó sacrificar la soberanía tributaria estatal y otros principios por la búsqueda de mas ingresos, aceptando la política de la zanahoria y el garrote. Esta información se presenta en el cuadro 8.

8.11    Una evaluación de la coordinación fiscal hasta 1979

Si bien el espíritu de la coordinación fiscal durante el Siglo XIX y la primera mitad del Siglo XX, con las diversas leyes de distribución de rentas y las primeras dos convenciones nacionales fiscales, fue el de distribuir los diferentes impuestos entre federación, estados y municipios, esto nunca se logró por diversas circunstancias. En primera instancia la principal fuente de recursos eran los impuestos al comercio exterior, (alrededor de 50% de los ingresos fiscales) que se propuso invariablemente asignarlos a la federación, limitaba en gran medida su efecto redistributivo. En segundo lugar, en las primeras décadas del Siglo XX, a la fragmentación del territorio nacional y su división en cacicazgos regionales, se impuso la idea de la unidad nacional, lo que desembocó en la paulatina pero firme centralización de facultades fiscales en el nivel federal. 

De esta manera, la realidad fiscal avanzó a contrapelo de las recomendaciones de las primeras convenciones nacionales fiscales, pues cada medida que se tomaba centralizaba más las potestades tributarias. La Convención Nacional Fiscal de 1947 dio un vuelco doctrinal y apeló a la centralización de los principales impuestos en la federación a través de decisiones unilaterales mediante la declaración de exclusividad de una serie de impuestos especiales, en los que la federación controló la determinación de las tasas y la administración de los recursos, aunque se aceptara otorgar participaciones en algunos de ellos a entidades y municipios.

Finalmente para 1979 ya existían las instituciones que serían fundamentales en la etapa siguiente: la llamada coordinación fiscal integral (con todas las entidades), las participaciones, la política de la zanahoria y el garrote, los órganos del sistema casi en su forma definitiva, los mecanismos de negociación y comunicación entre los participantes y la colaboración administrativa en materia fiscal, además de una gran experiencia en su operación. 

9
EL SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN FISCAL EN SU ETAPA ACTUAL, 1980-2003

A fines de los años setenta, a pesar de los avances realizados, entre los que destaca la coordinación con todas las entidades federativas, el sistema de coordinación fiscal había encontrado sus límites y requería de un nuevo impulso para avanzar hacia una etapa superior. Esto se intentó mediante una serie de cambios en el marco jurídico del SNCF, entre los que destaca una nueva Ley de Coordinación Fiscal (LCF) y la introducción del IVA a partir de 1980 en sustitución del ISIM. Estas modificaciones legales impactaron a su vez los aspectos fiscales, institucionales, organizacionales y operativos del sistema.  

9.1
La introducción del Impuesto al Valor Agregado

A partir de enero de 1980, entró en vigor el IVA en sustitución del ISIM, tributo al que el mismo proceso de desarrollo económico y la complejidad en los procesos de producción y distribución hizo obsoleto (SHCP, 1979: 7).

Las características del IVA y sobre todo el hecho de que el lugar donde se recauda el impuesto no es necesariamente el lugar en el que se produce el bien o se realiza el consumo final, obligaron a variar sustancialmente el procedimiento para hacer la distribución de participaciones a las entidades federativas. Por lo anterior, se decidió que las participaciones no se otorgaran en función de las recaudaciones obtenidas en cada entidad, sino que se integraría un Fondo General de Participaciones (FGP), que sería un porcentaje de la casi totalidad de la recaudación impositiva federal. Este fondo se distribuiría entre las entidades, con base en criterios determinados en la nueva LCF y en los convenios celebrados con la federación. 

El IVA grava la enajenación de bienes, la prestación de servicios independientes, el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes tangibles y las importaciones. Sin embargo, con el propósito de apoyar la actividad primaria, de inicio se exentaron, y posteriormente se gravaron con tasa 0%, los productos agrícolas, ganaderos y pesqueros, mientras no sufran transformación industrial; así como la carne, la leche, el huevo, la masa, las tortillas, el pan, la maquinaria, los fertilizantes y los servicios prestados a estos sectores. Para 1981 también se exentó la enajenación y arrendamiento de terrenos y construcciones destinadas a casa habitación. Posteriormente se incorporaron a este régimen las medicinas y los libros, entre otros.

9.2
Características iniciales del nuevo SNCF 

Tal como lo consideran diversos autores (Hoyo D´addona, 1981; Ortiz, 1998: 168; Colmenares, 1999: 418) el sistema de participaciones es la columna vertebral del SNCF. En sus inicios, la LCF estableció dos fondos: el FGP y el Fondo Financiero Complementario de Participaciones (FFCP) con vigencia desde 1980. A partir de 1981 se añade el Fondo de Fomento Municipal. 

El FGP integra la mayor parte de la recaudación
, incluyendo aquellos impuestos tradicionalmente considerados exclusivos de la Federación, como son los tributos a las importaciones y a las exportaciones. También se incluyen los tributos más productivos, como el Impuesto sobre la Renta (ISR) de personas físicas y morales y el IVA. Con esto, las participaciones se incorporan a la dinámica de la economía y del sistema fiscal en su conjunto, lo que no ocurría con el antiguo sistema.

Con esta medida se eliminaron las discusiones sobre la identificación del origen geográfico de los impuestos (CEPAL, 1985: 59). Por otra parte, las asignaciones por estado ya no están sujetas a las actividades económicas (producción y consumo) realizadas en su territorio y la idea de que cada estado recibe lo que merece por su nivel de actividad económica, quedó rebasada, al menos parcialmente. Con este arreglo también se pretendió, aunque no se logró, resolver el problema de las distorsiones provocadas por la creciente importancia del ISIM y del impuesto al petróleo en las participaciones. Una segunda característica es que se mantiene la exigencia de que los Estados que se coordinen, entreguen a sus Municipios al menos el 20% de las participaciones que les correspondan. En tercera instancia, la incorporación al sistema por parte de los estados, fue formalmente voluntaria y en ejercicio de su soberanía, mediante la firma de un convenio de adhesión entre la respectiva entidad y la SHCP.

Este convenio da derecho de participación en la recaudación federal a cambio de dejar en suspenso o no imponer gravámenes sobre las materias establecidas en las leyes federales relativas a impuestos participables y debe ser aprobado por la Legislatura de cada entidad. Los estados que no quisieran adherirse, tienen la opción de establecer libremente los gravámenes que estimen convenientes, salvo los señalados en la fracción XXIX del artículo 73 constitucional, que son exclusivos de la federación, en relación con los cuales continuarían recibiendo las participaciones dispuestas en las leyes federales. Por otra parte, se estableció un procedimiento para resolver controversias mediante el juicio de nulidad ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con base en lo dispuesto por el artículo 105 de la Constitución Política. 

Dada la naturaleza resarcitoria del FGP en sus primeros años, las entidades que generan mayores volúmenes de impuestos federales, son las que también reciben las mayores proporciones por concepto de participaciones. Ello, aunque se puede argumentar que es justo, implica que los estados de menor desarrollo relativo, no obtengan los recursos necesarios para estimular su desarrollo. Con el fin de afrontar este problema, se creo el FFCP de naturaleza redistributiva que se repartió entre los estados bajo distintas fórmulas, aunque por su poco monto (entre 0.3% y 0.5% de la RFP), no tuvo el impacto deseado. 

Los diferentes fondos mediante los cuales se distribuyen participaciones se definen en base a la RFP
 que se define como una proporción constante de la recaudación tributaria federal total.

9.3     La Carta de Garantía 

La entrada en vigor del SNCF tuvo que sortear un problema político de “difícil resolución” (CEPAL, 1985: 60) que consistió en asegurar a cada entidad federativa que con el nuevo sistema recibirían al menos recursos equivalentes en términos reales y en tendencia a los que hubieran recibido con el sistema anterior. 

Para asegurar la incorporación de la totalidad de entidades en el SNCF, la federación emitió un documento denominado Carta de Garantía (Hoyo D´addona, 1981: 50-51; Ortiz, 1998: 170-171) mediante la cual se institucionalizó la política de la zanahoria y el garrote, esta vez impulsada, paradójicamente, por las entidades federativas que no pudieron resistir la tentación de obtener más ingresos. Como menciona Zarzoza Escobedo (entrevista, marzo 4 de 2004), mientras el sistema se mantuvo en manos de los financieros, no se cuestionaron principios como la autonomía o la soberanía ni cuestiones administrativas de colaboración o de participación en decisiones, “realmente lo que se cuestionaba era la capacidad de dar dinero”.

Mediante la Carta de Garantía, la SHCP aseguró a las entidades que durante 1980, 1981 y 1982 recibirían del FGP recursos superiores en monto y tendencia a las obtenidas por la entidad en términos reales en 1977, 1978 y 1979, tomando como base el año 1976, incluyendo las participaciones correspondientes a los municipios y los impuestos estatales que dejarían en suspenso. A esto se agregarían los gastos de administración de los impuestos federales, correspondientes a la recaudación de 1979. Ninguna entidad federativa recurrió a la aplicación de la Carta de Garantía, en su lapso de vigencia, dado que los montos de participaciones que les correspondieron, fueron superiores a los que hubieran percibido de haber continuado el sistema anterior.  

9.4     El Fondo General de Participaciones

El principal instrumento del SNCF en la etapa actual es el FGP. Éste ha pasado por diversas etapas, de acuerdo a la evolución del sistema. En los primeros años, el FGP tuvo el propósito de resarcir y compensar los ingresos que las entidades dejaron de percibir por su incorporación al SNCF. En una segunda fase (1984-1986) se utilizó para tratar de incentivar la recaudación de las entidades federativas. En una evolución posterior del sistema, se eliminó la restricción de la suma 0 entre 1987 y 1989, sin resultados positivos. A partir de 1990 se inicia la transición hacia la fórmula actual que pretende ser equitativa, incentivar la recaudación y compensar a las entidades que menor cantidad de participaciones reciben. La evolución de las diferentes etapas del FGP se presenta a continuación.

9.4.1
   Primera fase: 1980-1983, la etapa resarcitoria 

El FGP durante 1980. Durante este año, la distribución de participaciones siguió la política de la zanahoria y el garrote: más recursos a las entidades a cambio de suspender sus gravámenes a las actividades económicas afectadas por los impuestos federales. Bajo esta tónica, el FGP se integró con un conjunto de porcentajes sobre la RFP (Hoyo D´addona, 1981: 44; Ortiz: 1998: 172-183; CEPAL, 1985: 63-65).

a. Un 13% señalado en el Artículo 2º de la LCF. Este porcentaje se estableció a pesar de que en 1978, último año en que se dispuso de información previa a la redacción de la iniciativa de ley, el monto entregado a todas las entidades por concepto de participaciones fue de 12.07%. Este monto incluye las participaciones a los municipios. Este es un primer estímulo a las entidades para su incorporación al SNCF.

b. Un 1.58% estimado de los impuestos y derechos que estados y municipios dejan de percibir al coordinarse y su posible incremento.  

c. Un 0.35% como estimación de los gastos de administración que consistían en erogaciones que los estados venían realizando por el cobro del ISIM y otros impuestos federales y se conservó porque las entidades debían incurrir en gastos de implantación del IVA. 

d. Se añadió el 0.69% de la RFP correspondiente a las participaciones de los estados petroleros. Para determinar dicho porcentaje se acordó fijar como base el 50% del total de impuestos efectivamente pagados por PEMEX en 1979, que se distribuirían entre los estados petroleros en proporción de la producción de las mismas. Cabe señalar que esta cantidad se adicionó al FGP para no afectar al resto de los estados del país. 

e. Finalmente, se añadió el 1.27% de la RFP porque las entidades accedieron a derogar o suspender los impuestos estatales y municipales sobre actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras, con el fin de reducir su carga fiscal a fin de impulsar el Sistema Alimentario Mexicano, vigente durante esa época. De esta manera, para 1980 el FGP se integró con el 16.89 de la RFP. (La integración del FGP de 1980 a 2004 se puede ver en el Anexo 1.)

El FGP durante 1981. Para 1981 las entidades federativas renunciaron a su facultad de expedir pasaportes provisionales, misma que se concentró en la Secretaría de Relaciones Exteriores, a cambio de recibir participaciones para resarcirles el sacrificio fiscal incurrido. Este mismo año se limitaron las facultades de los estados coordinados para gravar los intereses de los títulos de crédito y los productos o rendimientos derivados de su enajenación, así como el uso o goce temporal de casa habitación. Esto originó un pequeño incremento del FGP en la RFP, por lo que el FGP se integró con el 16.94% de la RFP para este año.

El FGP durante 1982. Para este año se fortalece la centralización del SNCF, al instrumentarse la llamada coordinación en materia de derechos. En ese año, ante la creciente importancia de estas contribuciones se introdujo una nueva Ley Federal de Derechos, con la cual el gobierno federal trató de ‘alinear’ a estados y municipios con esta nueva materia de la coordinación fiscal. 

El derecho es una contribución que un ámbito de gobierno cobra por la prestación de determinados servicios en sus funciones de derecho público en forma concreta, personal, divisible y conmensurable; así como por el uso o aprovechamiento de los bienes de dominio público, por cuyos actos el gobierno tiene la facultad de cobrar (Ortiz, 1998: 111). Entre los derechos que estados y municipios debían suspender y/o derogar, destacan las licencias y en general concesiones, permisos o autorizaciones, incluyendo el permitir o tolerar excepciones a una disposición administrativa tales como la ampliación de horario. Esta coordinación también obligó a la suspensión de los cobros por derechos de registros, así como la suspensión de los derechos por uso de las vías públicas o la tenencia de bienes sobre la misma, incluyendo cualquier tipo de derechos por el uso o tenencia de anuncios. Finalmente, también se suspendieron los cobros sobre actos de inspección y vigilancia. Se exentaron de estas disposiciones las licencias de construcción y otras relativas al control del crecimiento urbano, las licencias para conducir vehículos, y la expedición de placas, así como los derechos por actos del registro civil y el registro de la propiedad y del comercio.

La instrumentación de esta modalidad de coordinación se realizó mediante Declaratoria emitida por la SHCP y fue voluntaria e independiente de la adhesión de las entidades federativas al SNCF. Para los estados que aceptaron coordinarse en derechos, el FGP se incrementó con el 0.05 % de la RFP. Para fines de 1982, se habían coordinado 20 estados (CEPAL, 1985: 65) y para 1994 se coordinaron Nuevo León y Jalisco, con lo que se logró la coordinación general en derechos. Para 1982 el FGP se integró con el 17.43% de la RFP para los estados coordinados en derechos, mientras que para los no coordinados permaneció en 16.94% de la RFP. 

El FGP entre 1983 y 1987. Para 1983 se realizaron dos cambios que afectaron el porcentaje del FGP en la RFP. El primero de ellos tuvo que ver con la suspensión del cobro de impuestos a profesionistas realizados por estados y municipios coordinados en derechos (que para este año ya eran 24) y representó un sacrificio fiscal de 0.03%, mismo que se incrementó en el FGP. El otro cambio fue para resarcir la derogación del cobro del impuesto sobre la explotación de pozos artesianos que hacía el entonces Departamento del Distrito Federal y que representó un incremento de 0.02% de la RFP en el FGP. De esta manera, el porcentaje del FGP en la recaudación federal participable se determinó en 17.48% para las entidades coordinadas en derechos y en 16.98% para las no coordinadas. Estos porcentajes se mantuvieron fijos desde 1984 hasta 1986.

9.4.2 La distribución de participaciones en el periodo 1980-1983

La fórmula ‘provisional’ de distribución del FGP y su permanencia. La LCF en su Artículo 3º establecía que el FGP se distribuiría de acuerdo a una serie de reglas donde intervenían tanto las participaciones recibidas por las entidades federativas en el ejercicio anterior, como la recaudación federal efectuada en las mismas, combinadas en una fórmula. Para la ley la ‘recaudación federal’, se entiende exclusivamente la que se obtenga por impuestos designados como asignables
, y se aclara que no se considera identificable el origen por entidades el de los impuestos al comercio exterior.
Sin embargo, a pesar de contarse con esta fórmula autorizada en la ley, debido a la no disponibilidad de información, la misma ley previó en su artículo quinto transitorio que para el año de 1980, la aplicación de una fórmula provisional utilizando las participaciones recibidas por la entidad en 1979 sumado a los impuestos estatales y municipales suspendidos en el mismo año, más los gastos de administración en el ISIM cobrados por el estado en 1979. Las entidades federativas recibieron participaciones en proporción directa a su participación en las tres variables mencionadas. Se supuso que para 1981 operaría la fórmula prevista en el artículo Tercero de la LCF, sin embargo por no disponer información actualizada, la distribución del FGP se realizó en base a la fórmula provisional entre 1980 y 1982, actualizando la información base.

Como conclusión parcial, se puede señalar que entre 1980 y 1983, la distribución del FGP  tuvo las siguientes características:

a. El esquema fue resarcitorio, ya que su principal propósito, a través del FGP, fue compensar vía participaciones a las entidades federativas por el sacrificio de ingresos, gastos de administración y suspensión o derogación de impuestos producto de su adhesión al SNCF. Aquí se retoma la política de la zanahoria y el garrote, ya que para inducirlas a su incorporación, la federación no sólo garantizó que las entidades recibirían más participaciones que con el sistema tradicional, sino que les ofreció más recursos y con una tendencia al crecimiento, para garantizar su adhesión. 

b. Al adoptar este esquema se siguió favoreciendo a las entidades más desarrolladas y a los estados petroleros. 

c. Al definirse tanto el FGP como el FFCP, (que se verá posteriormente), como un porcentaje de la RFP si una entidad recibe mayores recursos, otra u otras perderían ese mismo monto. Lo anterior implica que el SNCF se convierte en un juego de suma cero. Este es un elemento importante en las discusiones posteriores en la materia. 

d. Se ‘enganchan’ los ingresos potenciales de las entidades a la suerte de la recaudación federal. Sin embargo en estos años se aísla a las entidades de sus efectos al garantizarle que sus ingresos no disminuirían en relación con el ejercicio inmediato anterior. Conviene recordar que las participaciones constituyeron hasta 1997, más del 80% de los ingresos de algunas entidades federativas.

e. La fórmula de distribución de participaciones es estática, ya que no refleja las variaciones en el desarrollo económico de los estados ni su esfuerzo recaudatorio. 

f. Se mantiene el principio de que el 20% de las participaciones estatales sean transferidas a sus municipios, de acuerdo a la normas emitidas por el congreso local. 

9.4.3     El Fondo General de Participaciones en el periodo 1984-1986

Para este periodo, el FGP conserva el 17.48% de la RFP, existente en 1983. Por otra parte, buscando inducir un mayor grado de equidad entre las entidades, se determina que el 3% del total de los recursos que integran el FGP, se transfiera al FFCP. Para asegurar que las entidades no sufran una baja en sus recursos, se aprueba que reciban al menos la misma cantidad que el año anterior. Por lo anterior la fórmula de distribución de participaciones se aplicó únicamente al incremento del FGP. Esta fórmula tenía como factores las participaciones recibidas por la entidad y la recaudación realizada en la misma en función de los impuestos asignables.

Se suman los resultados preliminares de todas las entidades y se obtiene el porcentaje de cada una dentro del total. Este porcentaje constituye el coeficiente de participaciones de cada entidad. 

Esta fórmula es muy similar a la aprobada en 1980, únicamente actualizada por los periodos de información requerida para su cálculo. Con su aplicación se buscó premiar el esfuerzo recaudatorio de los estados, aunque su efecto fue muy limitado debido al desfasamiento de la disponibilidad de información y al hecho de que únicamente se aplicó al incremento en el FGP. 

Características de la distribución del FGP en 1984-1986. Para este periodo el sistema conservó en lo esencial sus características: predomina su carácter resarcitorio; se prolongan las distorsiones y desigualdades heredadas; se intenta, sin éxito, introducir mecanismos compensatorios hacia los estados menos favorecidos por el FGP; se sigue aislando a las entidades de los vaivenes de la recaudación federal, al garantizarse a los estados un monto de participaciones al menos igual al recibido en el ejercicio anterior; se conserva la suma cero y el principio de transferir el 20% de las participaciones estatales a sus municipios, de acuerdo a las leyes de cada entidad.    

Por el lado de las innovaciones, cabe señalar que la fórmula utilizada para distribuir el FGP incluye elementos dinámicos de la recaudación, aunque no de necesidades de gasto ni de desarrollo, por lo que las entidades más avanzadas son las que tienen mayores posibilidades de incrementar las participaciones. Por otra parte, se presentó un problema práctico con el formato de declaración del IVA de los contribuyentes que hacía difícil obtener la información a tiempo (Ortiz, 1998).

9.4.4     La introducción del incentivo económico en el FGP y el rompimiento de la suma cero entre 1987 y 1989

Con el propósito de estimular el esfuerzo recaudatorio y la competitividad fiscal de los estados e inducir una mejor recaudación del IVA, para 1987 se estableció un incentivo económico para las entidades que lograran superar el 90% de su potencial recaudatorio promedio entre 1983 y 1985 (Ruiz, 1998: 234). Como resultado, 25 de las 32 entidades superaron la meta, por lo que recibieron el equivalente al 2.7% del total de participaciones del FGP. Esta distribución de recursos fue adicional a las consideradas tanto en el FGP como en el FFCP. 

Con base en esta experiencia, para 1988 y 1989 se introdujo un conjunto de reformas: en primer lugar se estableció que el monto mínimo (porcentaje de seguridad) a distribuirse de la RFP sería el 17.35% para las entidades coordinadas en derechos y 16.98% para las no coordinadas, un porcentaje menor al de años anteriores. 

En segunda instancia se determinó que el 30% del IVA, neto de devoluciones, recaudado por las entidades federativas en su territorio podía ser retenido como parte de sus participaciones y para garantizarles un mínimo de liquidez. La suma del 30% de IVA retenido por los 32 estados se descontaría del FGP, lo que dio origen al llamado Fondo Ajustado. Este fondo se distribuyó a las entidades de acuerdo al coeficiente calculado para 1987. En tercer lugar desaparece la garantía que la federación otorgaba a las entidades de recibir cuando menos el mismo monto de participaciones del año inmediato anterior a través del FGP. Sin embargo se crea una reserva de contingencia, constituida con el 0.5% de la RFP, que se distribuiría entre las entidades que resultaran perjudicadas con este nuevo esquema, garantizándoles al menos el monto de participaciones que habrían recibido con el sistema vigente en 1987. Cuando dicha reserva no alcanzara para todas las entidades requeridas de apoyo, se distribuiría en forma proporcional entre ellas. Esta reserva estuvo vigente entre 1988 y 1990. 

Para 1989, la distribución del Fondo Ajustado sufre ligeras modificaciones al dividirse las participaciones recibidas por cada estado en dos partes (Ortiz, 1998: 244): la primera de ellas garantizó que las entidades recibieran al menos la cantidad de recursos provenientes del Fondo Ajustado del año anterior. A este monto se agregaron las participaciones correspondientes de la aplicación del coeficiente de la entidad al incremento del Fondo Ajustado para ese año. La fórmula para determinar el coeficiente de distribución de participaciones fue prácticamente la misma, haciendo ajustes por la disponibilidad de la información. En estos años, las devoluciones de IVA atribuibles a las entidades se restaron del Fondo Ajustado (Colmenares, 1999: 419).

Con las medidas introducidas en este periodo se trató de dar liquidez a los estados, al tiempo de impulsar la recaudación del IVA y romper con el juego de suma cero. Sin embargo, provocó efectos no deseados en perjuicio de algunas entidades: en primera instancia favoreció en mayor medida a los estados más desarrollados, con mercados internos más integrados y cuyas actividades predominantes son la manufactura y los servicios (conviene recordar que las actividades primarias están exentas de IVA o se les aplica tasa 0%). En segundo instancia la administración del IVA compartido 

... entre las entidades, el Distrito Federal y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, generó ineficiencias en términos de control de la recaudación, así como de aprovechamiento óptimo de su potencial recaudatorio, que en 1989 se encontraba en un nivel muy inferior al de 1980, cuando entró en operación. Su dinámica era escasa, a pesar del esfuerzo recaudatorio de las entidades que crearon aparatos recaudatorios eficientes, con infraestructura administrativa y personal capacitado (Colmenares, 1999: 420).    

En términos de la SHCP

Lo que fallaba era el diseño del sistema. Al respecto el entonces Subsecretario de Ingresos, Francisco Gil Díaz, en la CVI Reunión de la Comisión Permanente, señalaba que "el problema de la administración del IVA se debe a que desde su origen se han acumulado una serie de vicios ocasionados por la forma en que se diseñó, puesto que se trata de un impuesto federal de alcance nacional con múltiples interrelaciones y con una estructura compleja que se maneja en forma independiente, aun cuando coordinada, por 32 administraciones locales" (Gil Díaz, 1989, citado por Colmenares, 1999).

La administración compartida del IVA generó problemas para ubicar con exactitud el lugar de venta, dando lugar a que se manipularan los sitios en que se pagaba, lo que a su vez provocaba problemas con las solicitudes de devolución de este impuesto. Por otra parte y dado que el vínculo de las participaciones con la recaudación del impuesto era rezagado en virtud de las deficiencias existentes en la información, se provocaba su distorsión por la inflación. Por esta misma razón, el IVA era difícil de acreditar. Como resultado de lo anterior, este esquema fue incapaz de detener y mucho menos revertir los distorsiones arrastradas desde el inicio de esta etapa del SNCF.

Reforzando esta argumentación, el entonces Secretario de Hacienda afirmaba:

... el sistema anterior y la eficiencia recaudatoria eran antitéticos, porque la mayor recaudación que podía lograr una entidad se transformaba en su mayor parte en recaudación o participaciones que beneficiaban a otros, y porque bastaba que una o dos de las entidades en que se concentraba más de 60% de la recaudación que, sin motivación directa para recaudar, flaquearan en su ánimo administrativo, y era fácil que así sucediera, para que el conjunto de estados y la federación misma se vieran perjudicados en sus ingresos (Aspe, 1992, citado por Colmenares, 1999).

Para los contribuyentes tampoco era fácil porque tenían que acudir a 32 autoridades en materia de consulta, interpretación y aplicación de la ley. Un contribuyente con una resolución desfavorable por parte de una entidad, podía plantearle su solicitud a otra, a cambio de modificar su domicilio, o podía acudir ante la federación. Por otra parte, el contribuyente era auditado, requerido, multado y normado por dos autoridades diferentes. También se presentaron casos de corrupción con las devoluciones y otro tipo de irregularidades (Colmenares, 1999: 420).

Esta modalidad de distribuir las participaciones afectó a la mayoría de las entidades, debido a la concentración en la recaudación del IVA en pocos estados y a la debilidad de los mercados internos en la mayoría de éstos. La introducción del Fondo Ajustado provocó problemas en Oaxaca, Campeche, Michoacán y otras entidades que exigieron una reserva de compensación (Colmenares, 1999: 421).  Este autor concluye:

Esta falla de concepción del sistema desalentaba a las entidades que habían realizado un esfuerzo administrativo importante y generó graves distorsiones en términos de equidad. Por ello se decidió cambiar este sistema agotado por el de administración centralizada del impuesto, que se compensaría con la descentralización de otras facultades, como la de fiscalización que permitirían hacer más eficiente la coordinación administrativa global y más equitativo el Sistema de Distribución de Participaciones (Colmenares, 199: 420).   

Además de lo anterior, este sistema fue incapaz de estimular el esfuerzo recaudatorio de las entidades (Colmenares, 1999: 420), motivo por el que se instrumentó en primera instancia

9.4.5      La transición a una nueva fórmula: el FGP en 1990

Para 1990 se decidió que la recaudación del IVA se centralizara normativamente y se realizara por medio del sistema bancario, con lo que se relevó a las autoridades fiscales estatales de la administración y recaudación del IVA, continuando únicamente con labores de fiscalización. Por otra parte, el FGP aumentó su participación a 18.26% de la RFP, ya que se incorporaron los recursos del FFCP, que desapareció este año. También se destinó un 0.5% de la RFP a los estados coordinados en derechos. Además se estableció un régimen transitorio de distribución del FGP, de acuerdo a las disposiciones siguientes: el 91.62% se distribuiría conforme a la fórmula vigente en 1987. Con esta parte, se garantizaba que cada entidad recibiría al menos el mismo monto de participaciones que el año anterior. El 8.38% restante y la reserva de contingencia se distribuyeron en proporción inversa a las participaciones por habitante que recibió el estado de la primera parte del fondo (Ortiz, 1998: 259-260).

Para distribuir el incremento de la primera parte se aplicó la siguiente fórmula.  


Al igual que en las fórmulas anteriores, se suman todos los resultados preliminares y se obtiene el porcentaje de la entidad en los mismos. El resultado es el coeficiente de participaciones para un estado. 

Para este año se separó el 0.5% de la RFP para los estados coordinados en derechos, de los cuales la mitad se distribuyó conforme a la fórmula vigente en 1987 y el restante 50% conforme a la fórmula citada anteriormente.  

Finalmente, es importante resaltar que el año 1990 fue de transición, pues a partir de 1991 se realizó un cambio radical en el sistema de participaciones y en la fórmula para su distribución, aunque originalmente se consideró que 1990 sería el año en que entraría en vigor una nueva fórmula de distribución de participaciones, aprobada por el Congreso desde diciembre de 1987, que se cambió mediante un artículo transitorio que modificó la LCF en diciembre de 1989. Este será un tema de discusión posterior.

Participación en Bases Especiales de Tributación. A fines de 1989 se publica una reforma a la Ley del Impuesto sobre la Renta, mediante la cual se elimina el régimen de contribuyentes menores y el régimen de tributación sujeto a bases especiales de tributación. Estos contribuyentes pasan al régimen general de ley o al régimen opcional de actividades empresariales previstas en la normatividad. Esta reforma inició su vigencia a partir de 1990. Para 1991 después de una negociación, se determina resarcir a las entidades de los recursos recibidos hasta 1989 por concepto de colaboración administrativa respecto de los contribuyentes que tributaban bajo el régimen de bases especiales de tributación (BET´s). 

Este resarcimiento consiste en la distribución a las entidades del 80% de la recaudación obtenida en 1989 por ellas. Este porcentaje cubre el pago del impuesto sobre la renta y sus recargos, realizados por personas físicas sujetas a BET´s en actividades agrícolas, ganaderas, pesqueras y conexas y el 100% sobre el monto de las multas aplicadas a dichos contribuyentes. Además se acordó que este monto fuera actualizado por inflación hacia el futuro. Para este año, el monto por este concepto equivalió al 0.11% de la RFP.

9.4.6     El FGP entre 1991 y el 2004 

Comenzando en 1991, se presenta un cambio radical tanto en la integración del FGP como en su forma de distribución. En primer lugar el FGP se incrementa a 18.51% de la RFP, a lo que se añade el 0.5 % para las entidades coordinadas en derechos, permaneciendo igual para 1992. Para 1994 la proporción del FGP en la RFP se incrementa 1.50% y se añade un 50% de la reserva de contingencia, equivalente a 0.25% de la RFP, permaneciendo con esta integración hasta el año 2002.

La distribución del FGP. Este fondo se divide en tres partes y se establece un proceso de transición hasta 1994 con diferentes porcentajes distribuidos bajo distintos criterios. La LCF establece el procedimiento siguiente (cuadro 9):

	Cuadro 9

 Régimen transitorio del Fondo General de Participaciones, (1991-1994)

(Porcentajes)

	
	1991
	1992
	1993
	1994

	Primera parte (población)
	18.05
	27.10
	36.15
	45.17

	Segunda parte (impuestos asignables)
	72.29
	63.24
	54.19
	45.17

	Tercera parte (inversa per cápita de las partes anteriores)
	9.66
	9.66
	9.66
	9.66

	Fuente: Colmenares, Páramo, David (1999) con base en la LCF, 1991


a. La primera parte se distribuye en proporción directa al número de habitantes de cada entidad para el ejercicio fiscal respectivo.

b. La totalidad de la segunda parte, y no el incremento como era usual en los años anteriores, de acuerdo a la fórmula anexa
. Esta fórmula continua vigente.

c. El 9.66% restante en proporción inversa a las participaciones por habitante que reciba cada entidad por las otras dos partes del fondo. Esta tercera parte equivale al FFCP ya que se reparte con el mismo criterio.

Un cambio adicional importante es la definición de los impuestos asignables que fueron reducidos drásticamente para 1991, quedando únicamente el impuesto sobre automóviles nuevos, el impuesto sobre tenencia o uso de vehículos y los impuestos especiales sobre producción y servicios sobre gasolina, tabacos labrados, cerveza y bebidas alcohólicas. El cambio más importante es la exclusión del IVA (en 1991), los relativos a contribuyentes menores y los sujetos a BET´s, realizados en 1990. 

La modificación de los impuestos asignables como parte de la fórmula, afecta la distribución de participaciones. Por un lado, la eliminación del IVA de los asignables afecta en mayor medida a los estados más desarrollados ya que el IVA representaba más del 50% de los mismos (Ortiz, 1998: 155) y pasan a depender de los impuestos especiales. De manera que este cambio favorecería, en principio, a las entidades menos desarrolladas. La instrumentación de este cambio fue complicada:

... en 1990 se celebró una reunión nacional, aproximadamente diez reuniones de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, a las que asistieron todas las entidades, y varias del Grupo Técnico de la Fórmula. La propuesta se aprobó en diciembre de 1990 en la Ciudad de México. 

... Dado lo difícil de la negociación, particularmente con el Distrito Federal, se introdujo un transitorio en la Ley, mediante el cual participaba 180 000 millones de pesos al Distrito Federal en el FFM (Fondo de Fomento Municipal) ... a pesar de no contar con municipios (Colmenares, 1999: 423).  

La fórmula instrumentada, que siempre contó con el apoyo de la SHCP, fue propuesta inicialmente por Zacatecas, mejorada  por Oaxaca y adoptada en ley, ya que beneficiaba a la mayoría de las entidades federativas, además que introduce elementos de ‘equidad’ al incorporar el criterio poblacional y el estímulo a la recaudación local (Colmenares, 1999: 423). 

Otro hecho importante es que a partir de 1990 desaparece la garantía que las entidades reciban al menos el mismo monto de recursos que el año anterior, principio que había prevalecido desde 1980 (Ortiz, 1998: 31). De esta manera, a partir de 1990 las participaciones de los estados, quedan sujetas a los vaivenes de la recaudación federal. Por otra parte, también en 1990, los recursos del fondo de coordinación en derechos, aunque integrantes del FGP, se distribuyen en forma independiente de éste, a través de los criterios comentados anteriormente.

Para 1996, en virtud de una modificación al artículo 2º de la LCF se incrementa el porcentaje del FGP de 18.51% vigente en 1995 a 20% en 1996, a los que se añade el 1% por coordinación en derechos. La fórmula y los criterios de distribución han permanecido sin cambios desde 1994 a la fecha. A partir de 1996 los principales cambios en las relaciones fiscales intergubernamentales se dan al margen del FGP. 

9.5
    El Fondo Financiero Complementario de Participaciones

Este fondo nace en 1978 y se retoma en la LCF ese mismo año para iniciar su vigencia en enero de 1980. Su propósito fue inducir equidad en la distribución de participaciones entre los distintos estados. Esta situación se presentaba porque la distribución del FGP favorecía en mayor medida a los estados más desarrollados o de mayor capacidad económica, por lo que este fondo se distribuyó en proporción inversa a las participaciones recibidas por medio del FGP. 

Durante 1978 y 1979, este fondo se integró con aportaciones del gobierno federal y a partir de 1980 con un 0.37% de la RFP, mismo que se aumentó a 0.5% entre 1981 y 1983. Para el año de 1984 se integró por tres partes: a) 0.5% de la RFP; b) 3% de los recursos integrados por el FGP, aportado por las entidades federativas y, c) una cantidad equivalente al 3% del FGP, aportada por el gobierno federal. Su integración permaneció sin cambios hasta 1989, su último año de vigencia. 

La distribución del FFCP. En el artículo 4 de la LCF se establece que para 1980, el 50% del FFCP se distribuiría entre todas las entidades federativas por partes iguales y el restante 50% en proporción inversa a las participaciones del FGP y del gasto corriente en educación per cápita erogado por la federación en la entidad (véase Ortiz, 1998: 264). Con ambos criterios, la distribución de este fondo beneficia en mayor medida a las entidades más pobladas. 

Entre 1981-1982, el FFCP se incrementó de 0.37% a 0.5 % de la RFP y se modificó su fórmula de distribución, determinándose que 25% del fondo se asignara por partes iguales entre todas las entidades. Un 50% del fondo en proporción inversa a la suma de los siguientes elementos per cápita: participaciones del FGP, gasto corriente en educación de la federación en la entidad y gasto corriente de la federación en apoyos y el restante 25% en forma inversa a las participaciones absolutas recibidas por estado
. Dada la poca importancia del FFCP en relación con el total de transferencias, esta acción tuvo efectos muy limitados.

Distribución del FFCP durante 1984. En este año el FFCP sufre algunas  transformaciones, tendientes a incrementar su potencial redistributivo y equilibrador. En primera instancia su monto se incrementa del 0.35 al 0.5% de la RFP. A este monto se añade el 3% del FGP y una cantidad igual aportada por la federación. En segundo lugar se modifica la fórmula para que este fondo se distribuya en forma inversa a las participaciones per cápita recibidas por la entidad del FGP. De esta manera se eliminan los factores extrafiscales que intervenían en la fórmula en años anteriores, como el gasto corriente en educación y los apoyos financieros de la federación a los estados. Este mecanismo de distribución permanece hasta 1989, año de su desaparición. 

9.6      Participaciones en ingresos adicionales a los estados producto del SNCF

A partir de 1994 año de la culminación de la coordinación en derechos, el FGP ya no tiene cambios. Las innovaciones se comienzan a dar en contribuciones y mecanismos alternativos, por lo que dicho sistema comienza a dar muestras de agotamiento. 

Coordinación en derechos. En el año de 1994 culmina el proceso de coordinación en derechos, al incorporarse Jalisco y Nuevo León en esta modalidad. Por lo anterior el fondo para la coordinación en derechos, que había permanecido inamovible desde 1982 se incrementó a 1% de la RFP (Ortiz, 1998: 272) y se distribuye en forma inversa al monto de participaciones repartidas mediante el FGP. Este fondo ha permanecido constante desde este año a la fecha, al igual que su mecanismo de distribución.
Reserva de Contingencia. Al entrar en vigor el cambio de fórmula en 1991, se crea una nueva Reserva de Contingencia, además de una Reserva de Compensación, a las que la LCF no les establece un periodo de vigencia específico (Ortiz, 1998: 299-306). 

La nueva Reserva de Contingencia (NRC) creada a partir de 1991 y que estuvo vigente hasta 1995, es diferente a la establecida entre 1988 y 1989. La NRC se creó con el 0.25% de la RFP y se aplicó en el caso de que las participaciones totales, del FGP y del Fondo de Fomento Municipal (FFM), que percibe una entidad federativa, no logre la tasa de crecimiento que experimente la RFP del año en que se aplica con respecto a 1990. Su distribución comienza con la entidad a la que le corresponda el menor coeficiente de participaciones efectivo (porcentaje de participaciones de una entidad con respecto al total distribuido por la federación) y continuará de esa manera hasta agotarse dicha reserva. Se especifica que los estados deben distribuir a sus municipios al menos el equivalente a la proporción de participaciones que les corresponda en el total de participaciones estatales.

La anterior forma de integración y distribución de la NRC estuvo vigente entre 1991 y 1995. Para 1996 su aplicación sufrió un ligero cambio, aunque su monto se conservó en 0.25% de la RFP, pero en su distribución se puntualiza que se utilizará para apoyar a los estados cuya participación total en el FGP y el FFM, no alcance el crecimiento experimentado por la RFP del año con respecto a la de 1990. También se modificó el calendario de entrega de esta reserva (Ortiz, 1998: 306). En cualquiera de las modalidades de distribución anteriores, queda claro que el propósito de la NRC fue que las participaciones de estados y municipios crecieran al mismo ritmo que la RFP.

Reserva de Compensación. Esta reserva nace en 1991 con los remanentes de los recursos no distribuidos a las entidades no coordinadas en derechos y el porcentaje del FFM que no se distribuye a los municipios de las mismas entidades (Ortiz, 1998: 306-312). El objetivo de esta reserva fue compensar a las entidades afectadas por el cambio de fórmula de participaciones efectuado a partir de ese año. Su distribución fue determinaba por la comparación de las participaciones efectivamente recibidas con el sistema vigente a 1991, con las que hubiera recibido de permanecer vigente el sistema hasta 1990. Dado el origen de los recursos de esta reserva, al coordinarse Nuevo León y Jalisco (estados que faltaban) en materia de derechos, en el segundo semestre de 1994, dicha reserva desapareció ya que no existían recursos por distribuir.  

Convenio sobre caminos y puentes de peaje. Con el propósito de impulsar el desarrollo de obras de vialidad en los estados y municipios donde existen puentes de peaje operados por la federación, en 1992, se determinó crear fondos con participación tripartita (federación, estados y municipios) e igualitaria, destinados a la construcción, mantenimiento, reparación y ampliación de obras de vialidad, dentro de la circunscripción territorial del municipio donde se ubiquen los puentes federales de peaje (Ortiz, 1998: 349-352).

La construcción de estas obras se rige por la Ley de Obras Públicas del Estado, aplicando la ley federal en forma supletoria. La aportación de la Federación no excede un 10% del monto total de los ingresos que obtenga por la operación del puente de peaje de que se trate. La vigilancia del cumplimiento del convenio se hace mediante un Comité Técnico, integrado por un representante de la SHCP, el estado, el municipio y Caminos y Puentes Federales (CAPUFE). El representante del Estado, preside el Comité. 

A propuesta de las entidades federativas y los municipios participantes, en diciembre de 1995 se modificó el artículo 9°A de la LCF para establecer un incremento de 10% a 25% de los ingresos brutos generados por cada puente de peaje como aportación de la federación. Paralelamente se estableció que por cada peso que aporte la federación, el estado, el municipio o ambos, aportarán veinte centavos; una distribución de la aportación de la Federación en partes iguales entre el estado y el municipio, la ampliación del destino específico de los recursos a la realización de obras de infraestructura o gastos de inversión y la condición de que aquellos no sean destinados al gasto corriente; y la factibilidad de extender los beneficios de los recursos federales a otros municipios de la entidad, además de aquel en que se ubique el puente de peaje. Estas reformas originaron la celebración de un nuevo convenio entre la SHCP, CAPUFE y los estados respectivos. 

9.7
   Un paso atrás en el SNCF

El año de 1996 marca un punto de inflexión en la trayectoria del SNCF. Hasta ese año sus objetivos primordiales eran evitar la doble o triple tributación y simplificar el sistema fiscal. Sin embargo, a partir de ese año el objetivo declarado fue el fortalecimiento de las finanzas locales, para lo cual se comenzó a desandar el camino de la coordinación fiscal a través de tres vías: la ampliación del otorgamiento de participaciones sobre algunos tributos de manera directa, es decir sin pasar por el FGP ni el FFM, sus fórmulas y criterios de distribución; la cesión de potestades tributarias a los estados y la creación de fondos de distribución fuera del SNCF, como es el Programa de Apoyo a Entidades Federativas (PAFEF). Los dos primeros casos de verán a continuación. 

Participaciones en impuestos especiales. En 1996, se adiciona el artículo 3-A de la LCF en el que se establece que las entidades adheridas al SNCF recibirán participación de la recaudación del impuesto especial sobre producción y servicios en lo que se refiere: a) el 20% de la recaudación correspondiente a cerveza, bebidas refrescantes con una graduación alcohólica de hasta 6º G.L., alcohol y bebidas alcohólicas y, b) el 8% de la recaudación sobre tabacos labrados (Ortiz, 1998: 298-299). 

Se determinó que esta participación se distribuya en función del porcentaje que represente la enajenación de los bienes anteriores en cada entidad federativa en la recaudación nacional, es decir fuera de los fondos establecidos y sin seguir sus fórmulas y criterios. La decisión anterior tiene varias implicaciones: por un lado, las participaciones a que se refiere el párrafo anterior no forman parte del FGP, por lo que no se distribuyen conforme a las reglas del mismo. Por otra parte, estos impuestos especiales cumplen una doble función, ya que constituye un incremento de los recursos recibidos por las entidades por un lado y por otro estos impuestos tienen el carácter de asignables, por lo que intervienen directamente en la fórmula de distribución de la segunda parte del FGP. En tercera instancia la parte de la recaudación de estos impuestos que se participa directamente a las entidades se disminuye de la RFP.

En relación al impacto económico sobre los estados, en un ejercicio de simulación (Ortiz, 1996 a), muestra que con este cambio, las participaciones se incrementan del 19.51% al 21.43% de la RFP, aunque es importante remarcar que estos recursos se asignan de manera directa. Por otra parte estas participaciones benefician en mayor medida a los estados que concentran el consumo de los productos gravados. 

Nuevas potestades a estados y municipios. Al firmar el Convenio de adhesión al SNCF previo a 1980, las entidades federativas se comprometieron a suspender el cobro de impuestos estatales y municipales, que se contrapusieran a la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA) y a la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (LIEPS). El objetivo principal del sistema era evitar la doble o triple tributación y simplificar su operación.

Sin embargo, en diciembre de 1995 se introduce un cambio radical en la LCF mediante el cual se da un giro a las relaciones fiscales intergubernamentales. Se añade como objetivo importante del SNCF el de “impulsar un nuevo federalismo a través del fortalecimiento de los ingresos propios y del fortalecimiento del sistema de participaciones”. Las propuestas para fortalecer los ingresos propios consisten en la devolución de la administración o de la potestad tributaria sobre algunas materias como  tenencia o uso de vehículos, automóviles nuevos y adquisición de inmuebles.

Coordinación en los Impuestos sobre Adquisición de Inmuebles y Tenencia o uso de vehículos. Inicialmente existían impuestos a la adquisición de inmuebles, con diferentes nombres, en la mayor parte de estados y hasta en algunos municipios. La coordinación en el Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles (ISAI) es una línea de coordinación opcional de las entidades. Una de sus características es que funciona en sentido inverso a las coordinaciones en impuestos y en derechos, pues bajo esta modalidad es la federación quien suspende la aplicación de su impuesto en aquellos estados que se coordinen. Esta coordinación esta condicionada a que sea el mismo objeto del impuesto, las mismas bases, exenciones y tasas contenidas en la ley federal (Ortiz, 1998: 115-117).

Para 1983 se establece en el artículo 2° de la LCF que las entidades se coordinaran en esta materia pueden retener el 80% de la recaudación del impuesto federal sobre tenencia o uso de vehículos que administran y recaudan los Estados, del cual deben de participarles a sus municipios, como mínimo, el 20% de los recursos. Para 1991 la participación se elevó al 100% de la recaudación y se añadió la condición de que las entidades se coordinaran en materia del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, lo que incluye la obligación de llevar un registro estatal vehicular. Se conserva la estipulación de participar cuando menos el 20% a los municipios.

Cuando la totalidad de estados se coordinaron, quedó abrogada la ley federal a partir del primero de enero de 1996, por lo que la totalidad de la recaudación y administración de este tributo pasó a poder local. Comenzando 1997, la potestad de este tributo se transfiere a los estados. 

Impuesto sobre Automóviles Nuevos y Tenencia. Otra decisión importante es la relacionada con el Impuesto sobre Automóviles Nuevos (ISAN) que en virtud de reforma al artículo 3º de la LCF, pasa a ser administrado por los estados aunque la potestad es conservada por la federación, a partir de enero de 1997. Una decisión similar se toma en relación al Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos que comienza a ser administrado por las entidades federativas en enero de 1997. 

Impuesto local sobre hospedaje. De origen, este impuesto es concurrente entre federación y estados. Sin embargo, en virtud del Convenio de Adhesión al SNCF, la totalidad de las entidades acordaron suspender su potestad tributaria en esta materia a partir de 1980. Sin embargo en reforma realizada al artículo 41 de la LIVA, vigente a partir de enero de 1996, se posibilita para que los gobiernos locales (estados y municipios) reasuman su potestad para imponer gravámenes a la prestación de servicios de hospedaje (Ibarría, 1998: 15). 

Este gravamen afecta la prestación de servicios de hospedaje, campamentos, paraderos de casas rodantes y tiempos compartidos únicamente en lo que respecta al albergue, sin incluir los alimentos y servicios relacionados. Este impuesto puede ser estatal o municipal, o puede ser compartido en su rendimiento por ambos niveles de gobierno y no se debe considerar como base para calcular el IVA. Este tributo fue adaptado rápidamente por las autoridades estatales y la tasa aplicada varía entre el 2 y el 7% de acuerdo a la decisión del congreso de la entidad que lo instrumenta.                                                                                                                               

Impuesto sobre rifas, sorteos y concursos de carácter nacional. Hasta 1996, los estados gozaban de la potestad tributaria para gravar la venta de billetes, boletos, contraseñas o cualquier otro comprobante que permite participar en rifas, sorteos, loterías y concursos de carácter nacional, sin violar la normatividad de la coordinación fiscal. Sin embargo los problemas que surgen a raíz de la aplicación de esta potestad, tales como la doble imposición, posible extraterritorialidad, fiscalización y vigilancia en el cumplimiento del impuesto, entre otros (Nuño e Ibarría, 1998: 35), ocasionaron la adecuación de las leyes del IVA y del ISR, a partir de enero de 1997.

En lo que respecta a la Ley del IVA se establece que las entidades adheridas al SNCF no podrán mantener impuestos sobre la enajenación de billetes y demás comprobantes que permitan participar en loterías, rifas, sorteos y concursos de toda clase, realizados por organismos públicos descentralizados del ámbito federal cuyo objeto sea la obtención de recursos para destinarlos a la asistencia pública. 

Al tiempo que se establece esta prohibición, se reforma la ley del ISR para participar a los estados del impuesto federal, ya que se reforma el artículo 130 de esta ley señalando que la tasa aplicable sobre los ingresos derivados de estos eventos será del 21% sobre el valor del premio correspondiente a cada boleto o billete entero, sin deducción alguna, de la cual el 15% será para la federación y el restante 6% para la entidad correspondiente, siempre y cuando el estado no mantenga un impuesto al ingreso sobre estos actos. En caso de que los estados decidan gravar los ingresos por premios de estos eventos, la federación continuará aplicando la tasa del 21%, sin distribuir a los estados ninguna parte del rendimiento del impuesto.  

Impuestos al ingreso sobre personas físicas y sobre las ventas y servicios al público en general. Con vigencia a partir de enero de 2002, en el artículo séptimo transitorio de la Ley de Ingresos de la Federación (LIF) para ese año, se delegan algunas potestades tributarias a las entidades federativas. Se aclara que la imposición de éstos gravámenes no se contrapone a los convenios de adhesión al SNCF ni a la ley de IVA, específicamente su artículo 41 (Álvarez, 2002: 43-50; Ortiz, 2002). Estos impuestos son sobre los ingresos de las personas físicas con actividades empresariales y profesionales y sobre las ventas y servicios al público en general.

Impuestos sobre los ingresos a las personas físicas con actividades empresariales y profesionales. El universo potencial de contribuyentes de este impuesto se constituye por personas físicas que perciben ingresos derivados de actividades empresariales o la prestación de servicios profesionales cuyos ingresos del ejercicio inmediato anterior no hubiesen excedido de cuatro millones de pesos. En estos casos la base del impuesto es la utilidad fiscal efectivamente percibida y la tasa máxima aplicable es del 5%. También son sujetos de este impuesto las personas físicas que enajenen bienes o presten servicios al público en general, siempre que los ingresos propios de su actividad y los intereses obtenidos en el año calendario anterior no hubieren excedido de un millón quinientos mil pesos. En esta situación la base del impuesto son los ingresos brutos efectivamente obtenidos y se podrá aplicar una tasa máxima del 2%. 

Para los efectos de este gravamen cuando las personas físicas tengan establecimientos, sucursales o agencias en dos o más entidades federativas, únicamente se considerará el ingreso o la utilidad fiscal obtenido en los establecimientos, sucursales o agencias ubicados en la entidad federativa que se trate.  También se debe considerar ingreso el que se percibe por el establecimiento, sucursal o agencia que realice la entrega material del bien o que preste el servicio o desde el que se preste dicho servicio. Durante 2002 ninguna entidad adoptó este gravamen.

Impuesto a las ventas de bienes y servicios. En el mismo artículo séptimo transitorio, fracción X de la LIF 2002, se contempla la posibilidad de que las entidades federativas establezcan un impuesto a las ventas y servicios al público en general. El universo potencial de contribuyentes de este impuesto son las personas físicas y morales que enajenen bienes, presten servicios y otorguen el uso o goce temporal de bienes muebles. La tasa máxima aplicable en este impuesto es del 3% a los valores de las actividades gravadas, sin considerar el IVA como parte de esos valores y se causa en el momento en que se realice la venta del bien o servicio. Ninguna entidad federativa instrumentó estos impuestos (Álvarez, 2002: 47-48).

Régimen de pequeños contribuyentes. A partir de 2003, previo convenio con la SHCP, los estados asumen la administración integral del régimen de pequeños contribuyentes, tanto en lo que se refiere al IVA como el ISR, aplicando cuotas fijas y pudiendo trasladar estas funciones a los municipios. A fines de 2003 únicamente Campeche no había firmado dicho convenio.

También hubo intentos no exitosos de ampliar las potestades tributarias del ámbito local. En 1996 se intentó aprobar una sobretasa en el impuesto a la gasolina, cuyo rendimiento iría a los estados. Para 1999 se planteó crear un impuesto estatal al consumo con una tasa máxima de 2%. Ambos intentos fueron rechazados por el Congreso de la Unión.

Potestades sobre derechos. De acuerdo a una modificación aprobada en el artículo 10-A de la LCF (Ortiz, 1996: 14), se acordó que las entidades federativas podrían gravar con la categoría de derechos: 

a. Licencias, permisos o autorizaciones para el funcionamiento de establecimientos y locales, cuyos giros sean la enajenación de bebidas alcohólicas o la prestación de servicios que incluyan el expendio de dichas bebidas, siempre que se efectúen total o parcialmente con el público en general.

b. Licencias, permisos o autorizaciones para la colocación de anuncios y carteles o la realización de publicidad, excepto las que se realicen por medio de televisión, radio, periódico o revistas.

c. Uso o tenencia de anuncios en la vía pública.   

Ajustes de naturaleza técnica y de operación. En los últimos años, más que cambios de fondo en el sistema de participaciones, se han realizado ajustes para transparentar su funcionamiento y agilizar su operación. Por ejemplo en las reformas a la LCF con vigencia en enero de 2000, se añade al artículo 2º un párrafo en que se señala que el número de habitantes para fines de aplicación de la fórmula de distribución de participaciones se tomará de la última información que hubiera dado a conocer el INEGI.

De igual forma, en virtud de reforma al artículo 3º de la misma ley, se establece la obligación de la SHCP de publicar en el DOF el calendario de entrega y el porcentaje y monto estimados de participaciones que recibirá cada entidad federativa del FGP y del FFM, a más tardar el 31 de enero del ejercicio de que se trate. También se establece que en los informes trimestrales sobre las finanzas públicas que la SHCP entrega a la Cámara de Diputados, deberá incluir la evolución de la RFP, el importe de las participaciones entregadas de cada fondo a las entidades en ese lapso y el ajuste realizado al término de cada ejercicio fiscal, si lo hubiere.

En otro ajuste a la operación del sistema, en el artículo 7º de la misma ley se señala que a más tardar dentro de los 30 días posteriores a que el Ejecutivo Federal presente la Cuenta Pública del año anterior a la Cámara de Diputados para su revisión, la federación determinará las participaciones que correspondan a la recaudación obtenida en el ejercicio y aplicará los ajustes necesarios para liquidar puntualmente las participaciones que correspondan a las entidades.

Como profundización de lo anterior, en reforma a la LCF publicada en el DOF, con vigencia a partir de enero de 2001, se establece la obligación de las entidades federativas de publicar en el periódico oficial respectivo, las participaciones estimadas para los municipios o demarcaciones territoriales del Distrito Federal, en su caso, su calendario de entrega, su monto y porcentaje que representen de las participaciones recibidas de la federación. Dicha publicación deberá hacerse 15 días después de que la SHCP haga lo propio. Por otra parte, los estados deberán publicar trimestralmente en el mismo medio, las participaciones entregadas y, en su caso, el ajuste realizado al término de cada ejercicio fiscal la información relativa a las participaciones distribuidas a sus municipios. Se establece además que la SHCP publicará en el DOF la lista de entidades que incumplan esta disposición (Ortiz, 2001: 80).   

Para 2002, en reforma a la LIF se establece que la SHCP deberá presentar información al Congreso de la Unión, tanto escrita como en medios magnéticos, que contenga el siguiente desglose: recaudación del ISR para personas físicas y personas morales en sus diferentes regímenes; recaudación del IVA en personas físicas y morales, por sector de actividad, tamaño de contribuyentes, entre otras variables para los distintos regímenes fiscales; recaudación del IEPS en sus diferentes variantes; monto de la RFP e integración de los fondos de participaciones; ingresos derivados de auditorías y de acciones de fiscalización; aplicación de multas y su distribución regional; y montos de estímulos fiscales, entre otras variables. Esta información debe presentarse en forma trimestral en algunos casos y mensual en otros (Ortiz, 2002: 88-89).

9.8
   Incorporación autónoma del Distrito Federal al SNCF

Desde 1980, año que marca el inicio de la etapa actual del SNCF, el entonces Departamento del Distrito Federal, como parte integrante del Gobierno Federal, quedó incorporado de manera automática, tanto al sistema de participaciones como a la coordinación en derechos. Con la reforma política del Distrito Federal, este adquirió el estatus de entidad federativa, por lo que se requirió adecuar la LCF para darle el tratamiento correcto.

De esta manera, en reforma a la LCF con vigencia a partir de enero de 2002, se homogeneiza el tratamiento del Distrito Federal con el resto de entidades federativas en lo que respecta a su incorporación al SNCF y a la coordinación en derechos, por lo que a partir de este año, el Distrito Federal tiene la opción, cuando menos formal, de no incorporarse al SNCF, de no coordinarse en derechos y de no firmar el Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal. 

10
EL GASTO DESCENTRALIZADO

A comienzos de la década de los ochentas se inicia un fuerte proceso de descentralización de la federación a las entidades federativas, mismo que fue financiado por medio de subsidios y transferencias. Esta situación se complicó de tal manera que para 1997 se decidió crear una nueva figura: las aportaciones y un nuevo ramo presupuestal para introducir racionalidad a este proceso.

10.1
  Las aportaciones

Sector salud. A partir de la década de los ochenta nuestro país ha tomado diversas acciones para descentralizar algunos de las actividades más importantes del sector público. Estos procesos de descentralización comienzan con el Programa de Descentralización de los Servicios de Salud en 1983 (SSA, 1983), cuya instrumentación correspondió a la entonces Secretaría de Salubridad y Asistencia (SSA), mismo que da inicio a los primeros esfuerzos para la descentralización de este servicio.

En este proceso la SSA se responsabilizó de la planeación, programación, presupuestación, financiamiento y normatividad técnica de los servicios, mientras que los gobiernos de los estados se encargaron de la coordinación y la prestación de los servicios de salud para la población abierta. Los estados tuvieron la opción de delegar la operación de los servicios en los municipios, previa firma de convenio. 

En una primera etapa se dieron algunos avances en la operación de los servicios, entre los que destacan: más injerencia estatal en la política y la toma de decisiones; mayor participación financiera estatal; incremento de los ingresos propios obtenidos por la prestación de los servicios; mejor capacidad y oportunidad en el abasto de insumos; y, el aumento en la cobertura de algunos programas preventivos (Rivera Claisse, 1995).

En la última etapa del proceso contenida en el Programa de Reforma del Sector Salud 1995-2000, se propuso continuar la descentralización; mejorar los servicios y solucionar los problemas existentes en las entidades federativas y terminar de delegar facultades, decisiones, responsabilidades y control sobre la asignación y uso de recursos en todas las entidades federativas. Para instrumentar la descentralización, en agosto de 1996 el gobierno federal y los gobiernos de las entidades federativas firman el Acuerdo Nacional para la Descentralización de los Servicios de Salud.

En el Acuerdo Nacional, se establecen las bases, compromisos y responsabilidades de las partes para la organización y la descentralización de los servicios de salud, así como para la transferencia de los recursos humanos, materiales y financieros, que permitan a las entidades contar con autonomía en el ejercicio de las facultades que le otorga la Ley General de Salud (Secretaría de Salud: 1996).

El Acuerdo de coordinación establece que el gobierno federal, por conducto de la Secretaría de Salud, transferirá recursos financieros al gobierno del estado, en los diferentes capítulos de gasto, para que éste se encuentre en condiciones de encargarse de la operación de los servicios de salud en todas las unidades médicas y administrativas. 

Educación. El siguiente sector en descentralizar fue el de los servicios de educación básica. Con el propósito de abatir el centralismo prevaleciente en el sistema educativo durante décadas, en el sexenio 1988-1994 se fomentó la modernización y descentralización del sector, mediante el Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica (ANMEB). Éste se celebró en mayo de 1992 entre el gobierno federal y los gobiernos estatales, con el propósito de concretar sus respectivas responsabilidades en la conducción y operación del sistema de educación básica y normal, así como unir esfuerzos para extender la cobertura de los servicios educativos y elevar su calidad. Dicho acuerdo se sustenta en tres ejes principales: la reorganización del sistema; la reformulación de los contenidos y materiales educativos y la revaloración social de la función magisterial.

Por medio del ANMED, el gobierno federal transfirió a los gobiernos de los estados los establecimientos escolares con todos los elementos de carácter técnico y administrativo, derechos y obligaciones, bienes muebles e inmuebles, con los que la Secretaría de Educación Pública venía prestando el servicio en el estado, así como los recursos financieros utilizados en su operación. El gobierno federal sigue encargado de vigilar el cumplimiento del artículo tercero constitucional, asegurando el carácter nacional de la educación y ejerciendo las demás atribuciones que le confieren las leyes aplicables.

La transferencia educativa obligó a la federación a cubrir el costo de la homologación salarial inicial, aunque en años sucesivos diversas circunstancias están presionando los presupuestos estatales; de igual forma, los estados no adquieren nuevas funciones que actualmente no tienen conforme a la ley. La transferencia convenida promueve la realización de actividades de la función educativa que la ley señala como concurrentes y que hasta la firma del acuerdo, en algunos casos, no habían realizado por falta de delimitación precisa de responsabilidades.

El beneficio principal de la descentralización educativa es el incremento potencial de la calidad y cobertura de la educación, al tiempo que se incrementa el control local sobre la aplicación de los recursos. En este sentido el estado ha incrementado la disponibilidad de financiamiento de la educación, así como la eficiencia terminal del sistema. 

Seguridad Pública. El problema de seguridad pública es uno de los más sentidos en los tiempos actuales. Para atender esta urgente demanda, el Congreso de la Unión aprobó la Ley general de seguridad pública. Esta ley es la base para la creación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, mismo que es coordinado por un Consejo Nacional, integrado por los gobiernos estatales, y es el responsable de concertar y coordinar políticas y acciones entre los tres órdenes de gobierno.

Durante 1997, la federación y los estados firmaron los convenios de colaboración en materia de seguridad pública. Con base en estos instrumentos se distribuyen los recursos presupuestales determinados por la fórmula aprobada por dicho Consejo. En este convenio se prevén programas de capacitación, definición de procedimientos y metodologías para la ejecución de acciones conjuntas en la prevención de conductas antisociales, así como diversas modalidades de financiamiento conjunto. Además, se ha buscado la homologación de normas administrativas y operativas de la actuación policial. Este convenio contempla el origen y destino de los recursos aportados tanto por el gobierno federal como el estatal, así como los compromisos que en la materia asume el estado y los mecanismos para la evaluación y control de su ejercicio. A partir de 1998 se han renovado anualmente el convenio, sus aportaciones, mecanismos y alcances.

Combate a la pobreza. Por los mismos años se comienza la descentralización del combate a la pobreza y otros programas contemplados en el Convenio de Desarrollo Social firmado entre la federación y las entidades federativas, como los recursos del Ramo 26 para infraestructura básica y los desayunos escolares.

10.2
El financiamiento de la descentralización

En resumen, los anteriores programas se contemplaban en una serie de acuerdos y convenios de diversa naturaleza, que se concentran en el cuadro siguiente:

	Cuadro 10

Acuerdos y Convenios de Descentralización hasta 1997

	Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica (ANMEB)

	Acuerdo Nacional para la Descentralización de los Servicios de Salud (ANDSS)

	Convenios de Colaboración en Materia de Asistencia Social (DIF: desayunos escolares)

	Convenios de Desarrollo Social (para el ejercicio de los recursos del Ramo 26 para infraestructura básica). 

	Convenios de Coordinación para la construcción, equipamiento y rehabilitación de instalaciones educativas en general (CAPFCE). 

	Convenio de Coordinación en materia de Seguridad Pública. 

	Convenio de Coordinación para la Federalización de los Servicios de Educación Profesional Técnica (CONALEP). 

	Convenio de Coordinación para la Federalización de los Servicios de Educación para Adultos (INEA). 

	Fuente: CNH,  (2004), Diagnóstico general: “Colaboración y coordinación intergubernamental”, www.indetec.gob.mx


Hasta 1997, el financiamiento de la descentralización se realizó mediante transferencias condicionadas y subsidios de la federación a los estados, pero ante la proliferación de estos acuerdos y convenios y su complejidad, se decidió dar a este conjunto de transferencias una base legal que les asegurara continuidad y permanencia. Para lo anterior en reforma a la LCF con vigencia a partir de 1998, se añade el Capítulo V, donde se establecen diversos fondos y se crea la figura de las aportaciones
 como mecanismo de financiamiento de las funciones y materias descentralizadas. En el mismo año se incluye el Ramo 33 en el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), donde se contienen las provisiones financieras para la descentralización. Para 1998 se establecen los fondos siguientes:

a. Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (FAEB).

b. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA).

c. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, con dos partes, una estatal (FISE) y otra municipal (FISM).

d. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal (FORTAMUN-DF).

e. Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM).

Cabe señalar que la iniciativa del Ejecutivo Federal consideraba únicamente la creación de tres fondos de aportaciones: el FAEB, el FASSA y el FAIS municipal, sin embargo en la Cámara de Diputados, ya con control de la oposición, incorporó el FORTAMUN-DF y el FAM (CNH, 2004: 103). 

En noviembre de 1998, se reforma de nuevo la LCF para incluir dos nuevos Fondos:

f. Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos (FAETA). 

g. Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP).

Cabe aclarar que el FAIS contiene algunos de los recursos que anteriormente se asignaban a estados y municipios como parte del Ramo 26 para el financiamiento de obras, acciones sociales básicas e inversiones que beneficien directamente a sectores de la población en condiciones de rezago social y pobreza extrema como agua potable, alcantarillado, drenaje, letrinas, electrificación rural, infraestructura básica de salud y de educación, mejoramiento de vivienda e infraestructura productiva rural, entre otras. El FAETA se destina a financiar la descentralización del Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica (CONALEP)  y del Instituto Nacional de Educación de los Adultos (INEA), y el FASP a los programas coordinados en materia de seguridad pública. De los recursos de los siete fondos todos, excepto el FORTAMUN-DF ya se transferían a estados y municipios mediante diversos ramos, por lo que las reformas a la LCF y la creación del Ramo 33 es básicamente un reorganización de estos recursos, aunque se fortalece su certidumbre jurídica y presupuestal.

Los criterios de distribución de los recursos varían para cada uno de los fondos, pero predominan el histórico (FAEB, FASSA), las carencias o la pobreza (FAIS), la población (FORTAMUN-DF) y las necesidades o cumplimiento de programas (FASP). Una descripción detallada de los criterios y los destinos de los recursos se encuentra en el cuadro 11.

En relación a los montos, el FAEB integra casi las dos terceras partes de las aportaciones, aunque su participación relativa ha disminuido de 1998 a 2004. Los fondos que más han crecido son el FASSA, el FIES y el FORTAMUN-DF
, mientras que el FASP ha bajado su asignación tanto en términos absolutos como relativos. Los montos y su importancia relativa se muestran en el cuadro 12.

	Cuadro 11

Fondos de Aportaciones Federales y sus criterios de distribución



	FONDO 
	Criterios de distribución 
	Aplicación
	Composición

	(FAEB) 
	Registro Común de Escuelas y de Plantilla de Personal.

Presupuesto asignado durante el ejercicio inmediato anterior, incluyendo sus ampliaciones y actualizaciones por inflación. 
	Educación inicial, básica, incluye la indígena y la especial. 

Educación normal y demás para la formación de maestros. 

Generar propuestas sobre los contenidos de la educación.

Prestar servicios de carrera magisterial.

Tareas administrativas.
	

	FASS 
	Inventario de infraestructura médica y las plantillas de personal descentralizados. 

Recursos con cargo a las Previsiones para Servicios Personales transferidas durante el ejercicio fiscal inmediato anterior incluidas las presupuestarias. 

Recursos transferidos para cubrir el gasto de inversión 

Otros recursos destinados a promover la equidad en los servicios de salud y aliviar los rezagos.
	Atención a población abierta.

Planear, organizar y desarrollar sistemas estatales de salud y programas estatales de salud.

Elaborar estadística local y proporcionarla a las autoridades federales competentes
	

	FISE 
	Pobreza extrema, utiliza el Índice General de Pobreza, que considera indicadores basados en la brecha que tiene cada hogar con respecto de las normas de ingreso per cápita del hogar, nivel educativo promedio por hogar, disponibilidad de espacio de la vivienda, disponibilidad de drenaje y disponibilidad de combustible para cocinar.
	Agua potable, alcantarillado, drenaje, letrinas, urbanización, electrificación, vivienda, infraestructura de salud y de educación, caminos rurales e infraestructura productiva rural 
	0.303% de la RFP

	FISM 
	Los estados distribuyen los recursos del FISM entre sus Municipios, con una fórmula igual a la prevista por el gobierno federal para la distribución del FAIS entre las entidades federativas, previo convenio con la Sedesol.
	Mismos que FISE.
	2.197% de la RFP

	FORTAMUN-DF
	Proporción directa al número de sus habitantes. En el D.F., el 75% se asigna en función de la población residente y el 25% de acuerdo a un factor de su población flotante.
	Satisfacción de necesidades financieras y seguridad pública de sus habitantes. 
	2.35% de la RFP

	FAM 
	Rezago en educación básica y superior, sobre todo en infraestructura y asistencia a mayor número de niños a través del Programa de Desayunos Escolares del DIF. 
	Desayunos escolares, apoyos a la población en pobreza extrema y en desamparo.

Construcción, equipamiento y rehabilitación de infraestructura física educativa básica y superior.
	0.814% de la RFP

	FAETA 
	Para el Conalep se considera el registro de planteles, instalaciones educativas y plantillas de personal y el presupuesto asignado durante el ejercicio inmediato anterior, incluyendo sus ampliaciones.

Para el INEA se consideran las reglas de operación e indicadores de evaluación. 
	Permitir a las entidades federativas la administración y otorgamiento directo de los servicios educativos del CONALEP y del INEA.
	

	FASP
	Población, Índice de Ocupación Penitenciaria, tasa de crecimiento de indiciados y sentenciados.

Avances en materia de profesionalización, equipamiento, modernización tecnológica e infraestructura vinculada con la seguridad pública.
	Instrumentación de los programas estatales de seguridad pública
	

	Fuente: SHCP, Ley de Coordinación Fiscal vigente; CNH (2004), Diagnóstico General: “Colaboración y Coordinación Intergubernamental”, www.indetec.gob.mx


Es oportuno hacer una reflexión sobre la cifras, ya que no se encuentra información sobre los montos ejercidos, sino únicamente los montos aprobados por el Congreso en el PEF (CNH, 2004) o los montos per cápita (SHCP, 2003). Esta es una carencia importante que puede cambiar los resultados del análisis.

	Cuadro 12

Montos asignados a los diferentes fondos de aportaciones

(Millones de pesos corrientes)

Cifras presupuestadas

	Año 
	FAEB
	FASSA
	FAIS
	FORTAMUN-DF
	FAM
	FAETA
	FASP
	Total

	 
	Monto
	%
	Monto
	%
	Monto
	%
	Monto
	%
	Monto
	%
	Monto
	%
	Monto
	%
	

	1998
	67,512.60
	68.30
	10,546.20
	4.20
	10,403.40
	4.14
	6,732.10
	2.68
	3,655.30
	1.46
	0.00
	0.00
	0.00
	0.00
	98,849.60

	1999
	86,480.60
	63.03
	14,466.10
	5.76
	13,933.60
	5.55
	13,097.60
	5.21
	4,536.80
	1.81
	0.00
	0.00
	4,700.00
	1.87
	137,214.70

	2000
	105,652.50
	62.53
	20,022.70
	7.97
	15,989.70
	6.37
	15,030.30
	5.98
	5,206.30
	2.07
	1,885.70
	0.75
	5,170.00
	2.06
	168,957.20

	2001
	121,511.60
	60.88
	25,144.70
	10.01
	19,064.10
	7.59
	19,539.10
	7.78
	6,207.30
	2.47
	2,589.90
	1.03
	5,521.60
	2.20
	199,578.00

	2002
	134,848.50
	61.67
	26,758.80
	10.65
	21,783.90
	8.67
	22,326.70
	8.89
	7,092.80
	2.82
	2,862.20
	1.14
	3,000.00
	1.19
	218,673.00

	2003
	145,446.00
	61.99
	31,163.40
	12.41
	22,332.70
	8.89
	22,889.20
	9.11
	7,271.50
	2.89
	3,016.10
	1.20
	2,500.00
	1.00
	234,618.80

	2004
	156,184.10
	62.17
	34,064.12
	13.56
	23,511.64
	9.36
	24,097.55
	9.59
	7,655.39
	3.05
	3,188.60
	1.27
	2,500.00
	1.00
	251,201.40

	Fuente: SHCP y CNH (2004), Diagnóstico General: “Colaboración y Coordinación Intergubernamental”, www.indetec.gob.mx


10.3
  El Programa de Apoyo al Fortalecimiento de las Entidades Federativas

Ante el argumento de un supuesto incumplimiento de la federación con la obligación establecida en la LCF de proveer recursos suficientes para financiar la descentralización de la educación, un grupo de gobernadores se acercó al liderazgo de la Cámara de Diputados para gestionar la creación de un fondo que “ayudara a enfrentar a los gobiernos estatales el desfinanciamiento federal en materia educativa” (Gutiérrez, 2004: 30). De esta forma se crea el PAFEF dentro del Ramo 23 del PEF, con una asignación de $ 6,870 millones de pesos en el año 2000.

	Cuadro 13

Programa de Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas 

(2000-2004)

(Millones de Pesos)

	
	2000
	2001
	2002
	2003 *
	2004 *

	Total
	6,870.0
	12,807.7
	14,700.0
	17,000.0
	17,000.0

	Aguascalientes
	66.3
	123.4
	141.7
	163.8
	163.8

	Baja California
	383.0
	567.2
	651.0
	752.8
	752.8

	Baja California Sur
	47.0
	82.5
	94.7
	109.5
	109.5

	Campeche
	81.8
	148.4
	170.3
	196.9
	196.9

	Coahuila
	178.1
	304.4
	349.4
	404.0
	404.0

	Colima
	57.7
	100.8
	115.7
	133.8
	133.8

	Chiapas
	206.7
	514.5
	590.5
	682.9
	682.9

	Chihuahua
	340.8
	539.5
	619.2
	716.0
	716.0

	Distrito Federal
	740.7
	1,055.4
	1,211.4
	1,400.9
	1,400.9

	Durango
	130.8
	236.8
	271.8
	314.3
	314.3

	Guanajuato
	218.6
	479.2
	549.9
	636.0
	636.0

	Guerrero
	109.6
	342.1
	392.7
	454.1
	454.1

	Hidalgo
	110.3
	261.6
	300.3
	347.2
	347.2

	Jalisco
	542.6
	900.6
	1,033.6
	1,195.3
	1,195.3

	México
	840.5
	1,552.0
	1,781.3
	2,060.0
	2,060.0

	Michoacán
	186.0
	436.5
	500.9
	579.3
	579.3

	Morelos
	65.1
	144.1
	165.4
	191.3
	191.3

	Nayarit
	85.8
	152.9
	175.5
	203.0
	203.0

	Nuevo León
	375.4
	586.1
	672.7
	778.0
	778.0

	Oaxaca
	68.9
	301.6
	346.1
	400.3
	400.3

	Puebla
	248.5
	565.8
	649.3
	750.9
	750.9

	Querétaro
	107.0
	198.6
	228.0
	263.6
	263.6

	Quintana Roo
	61.8
	119.6
	137.3
	158.8
	158.8

	San Luis Potosí
	108.4
	252.2
	289.5
	334.8
	334.8

	Sinaloa
	220.2
	370.7
	425.5
	492.1
	492.1

	Sonora
	256.7
	406.2
	466.2
	539.1
	539.1

	Tabasco
	169.7
	311.5
	357.5
	413.4
	413.4

	Tamaulipas
	223.0
	383.9
	440.6
	509.6
	509.6

	Tlaxcala
	51.8
	116.7
	133.9
	154.9
	154.9

	Veracruz
	362.5
	802.2
	920.7
	1,064.8
	1,064.8

	Yucatán
	137.8
	265.4
	304.6
	352.2
	352.2

	Zacatecas
	86.7
	185.5
	212.9
	246.2
	246.2

	Fuente: 2000-2002, Cuenta de la Hacienda Pública Federal. * 2003 y 2004, Presupuesto de Egresos de la Federación.

www.CNH.gob.mx, consultado el 22 de abril de 2004


Para 2001 el  monto del PAFEF fue de $12,807.7 millones de pesos. En 2002 su asignación fue de $14,700 millones de pesos, para los mismos fines del año anterior. Para 2003 se crea el Ramo presupuestario 39 denominado, “Programa de Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas”, con una asignación de 17 mil millones de pesos, monto que se repite para 2004 (cuadro 13). El crecimiento nominal promedio del PAFEF es del 36.9% anual, sin duda alguna el rubro presupuestal de más crecimiento en los últimos años.  

En todos los años, el destino prioritario del PAFEF es la obra pública y el gasto en infraestructura educativa; el saneamiento financiero, preferentemente a través de la amortización de deuda pública; el apoyo a los sistemas de pensiones de las entidades federativas, prioritariamente a las reservas actuariales y un pequeño porcentaje para gastos indirectos por concepto de realización de estudios, elaboración y evaluación de proyectos, supervisión y control de éstas obras de infraestructura (Gómez de la O, 2003).

La distribución de los recursos del PAPEF entre las entidades federativas se realiza de acuerdo a una fórmula establecida en el mismo PEF. La incorporación del PAFEF en el PEF a partir de 2000 fue iniciativa de los gobernadores organizados ante la Cámara de Diputados, pasando por alto el mecanismo tradicional del proyecto de presupuesto presentado por la SHCP. De igual forma, para 2001 y 2002, los proyectos de presupuesto de la SHCP no incluían al PAFEF (Gutiérrez, 2004: 48) siendo incorporado por los diputados a instancias de los gobernadores organizados. Para 2003 se crea el ramo 39 para el PAFEF, lo que da un sentido de pertenencia y de institucionalidad al interior del PEF. Para 2004 la propuesta de Hacienda reduce su asignación de 17 mil millones de pesos autorizados para 2003 a 10 mil millones de pesos, sin embargo la Cámara de Diputados lo eleva e iguala su cifra nominal a la de 2003 (Calzada Falcón, 2004: 161-162). 

Una propuesta adicional de la CONAGO es hacer del PAFEF el octavo fondo del ramo 33 con una asignación del 2.5% de la RFP, lo que garantizaría su permanencia desde el punto de vista legal y se evitaría los vaivenes que se han presentado durante su corta existencia. Esto tendría varias ventajas: aseguraría un nivel de inversión en infraestructura muy necesario en las entidades federativas; impactaría positivamente el empleo, el nivel de vida y la competitividad de la economías estatales y la nacional; las decisiones de inversión serían locales y responderían a sus necesidades; son fondos auditables por los órganos federales y/o estatales y; compensaría la baja en participaciones que han sufrido las entidades federativas en los últimos años (Calzada Falcón, 2004: 280-282).   

Además de su monto y destino, la importancia del PAFEF es que pone en acción un nuevo actor en las relaciones fiscales intergubernamentales en México: los gobernadores de las entidades federativas, que hasta ese año jugaron un papel marginal.

El PAFEF muestra el rompimiento de una estructura tradicional de interacción entre el legislativo y el ejecutivo, y la resistencia ante la irrupción de un nuevo actor en las relaciones fiscales intergubernamentales, pues de los cuatro años en que ha estado en vigor el PAFEF, en dos la SHCP no lo ha incluido en su iniciativa y en otros dos ha recortado su asignación una vez aprobado por la Cámara de Diputados (Calzada Falcón, 2004: 232-234). Prueba de esta resistencia es que el Secretario de Hacienda, tardó seis meses en recibir a los gobernadores para escuchar sus puntos de vista en relación con los problemas presupuestales que se sufrieron durante 2001 y 2002.

10.4   Convenios de descentralización 

Adicionalmente existe una gran variedad de recursos descentralizados a través de programas sujetos a reglas de operación o gasto federal reasignado, ya sea administrando en forma directa por los estados y/o coordinándose con el gobierno federal. Este tipo de gasto tiene el propósito de transferir responsabilidades, recursos humanos y materiales, así como otorgar recursos financieros, a fin de promover “un gasto público más eficiente y eficaz” (SHCP, 2003).

De igual forma, aún opera el Convenio de Desarrollo Social (CDS), a través del cual el gobierno federal transfiere recursos que deben complementarse con recursos estatales (por lo que se habla de ‘gasto bipartita’) y se destinan a diversos programas, incluyendo el desarrollo rural, la construcción de obras de infraestructura y programas de empleo emergente (CNH, 2004: 111). Las cifras de los recursos transferidos vía estos convenios se presentan en el cuadro 14.

	Cuadro 14

Convenios de Descentralización 1998-2004
(Millones de pesos)

	
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Total
	22,360.6 
	18,733.4 
	23,170.5 
	26,557.0 
	32,820.0 
	30,317.7 
	32,606.6 

	Aguascalientes
	225.4 
	220.4 
	330.5 
	358.8 
	402.3 
	363.8 
	362.1 

	Baja California
	615.3 
	499.6 
	714.4 
	753.0 
	851.6 
	728.2 
	763.6 

	Baja California Sur
	168.1 
	188.2 
	201.8 
	237.8 
	279.2 
	230.9 
	249.7 

	Campeche
	353.5 
	337.8 
	367.3 
	436.2 
	471.6 
	438.1 
	468.2 

	Coahuila
	450.9 
	514.5 
	571.8 
	676.2 
	1,012.8 
	648.9 
	820.9 

	Colima
	357.9 
	345.7 
	469.0 
	563.9 
	680.8 
	557.1 
	615.2 

	Chiapas
	556.0 
	625.9 
	718.5 
	894.4 
	725.3 
	802.4 
	772.4 

	Chihuahua
	584.4 
	612.1 
	793.5 
	849.0 
	990.3 
	824.5 
	786.3 

	Distrito Federal
	204.3 
	247.1 
	12.5 
	17.9 
	33.6 
	39.1 
	31.0 

	Durango
	326.9 
	543.3 
	435.5 
	519.1 
	567.1 
	521.7 
	526.3 

	Guanajuato
	565.1 
	782.6 
	714.6 
	760.7 
	798.9 
	731.2 
	756.3 

	Guerrero
	566.9 
	757.2 
	694.4 
	815.7 
	972.6 
	890.8 
	996.0 

	Hidalgo
	406.5 
	423.2 
	577.0 
	744.3 
	973.6 
	734.0 
	805.6 

	Jalisco
	1,196.8 
	1,202.9 
	1,515.9 
	1,701.0 
	1,867.3 
	1,779.9 
	1,813.9 

	México
	722.9 
	670.7 
	832.4 
	990.8 
	1,152.7 
	1,015.1 
	1,140.6 

	Michoacán
	634.5 
	703.7 
	889.3 
	969.8 
	1,173.4 
	1,008.9 
	1,118.3 

	Morelos
	301.3 
	466.1 
	433.0 
	462.5 
	529.5 
	467.4 
	483.9 

	Nayarit
	276.9 
	380.7 
	381.5 
	469.0 
	605.3 
	497.7 
	484.4 

	Nuevo León
	988.3 
	797.4 
	1,497.2 
	1,657.2 
	1,931.0 
	1,713.4 
	1,756.2 

	Oaxaca
	418.7 
	757.0 
	624.3 
	717.9 
	849.3 
	785.4 
	1,008.8 

	Puebla
	995.0 
	646.8 
	1,425.7 
	1,519.8 
	1,719.1 
	1,554.8 
	1,609.3 

	Querétaro
	342.7 
	662.1 
	479.0 
	538.3 
	717.3 
	567.6 
	581.3 

	Quintana Roo
	186.0 
	275.9 
	246.1 
	296.5 
	302.5 
	225.8 
	274.1 

	San Luis Potosí
	575.4 
	369.0 
	761.1 
	887.8 
	1,037.5 
	900.3 
	889.9 

	Sinaloa
	1,100.5 
	1,026.6 
	1,380.3 
	1,616.2 
	1,818.6 
	2,075.8 
	1,916.5 

	Sonora
	732.8 
	622.7 
	869.7 
	983.0 
	1,138.3 
	1,037.6 
	1,004.9 

	Tabasco
	463.7 
	500.7 
	592.0 
	770.1 
	779.4 
	693.2 
	908.3 

	Tamaulipas
	722.5 
	846.7 
	893.9 
	985.0 
	1,109.7 
	1,058.8 
	1,015.5 

	Tlaxcala
	217.9 
	212.3 
	314.3 
	355.7 
	387.2 
	347.4 
	401.4 

	Veracruz
	801.6 
	932.8 
	1,148.0 
	1,355.2 
	1,416.6 
	1,352.2 
	1,410.4 

	Yucatán
	549.7 
	621.2 
	742.6 
	858.9 
	889.4 
	854.1 
	865.3 

	Zacatecas
	425.8 
	472.8 
	556.5 
	630.4 
	738.9 
	706.0 
	749.6 

	No distribuible
	5,326.4 
	467.7 
	986.9 
	1,164.9 
	3,897.3 
	4,165.8 
	5,220.1 

	Nota: La suma de los parciales puede no coincidir con el total debido al redondeo de las cifras.

FUENTE: De 1998 a 2003 Original, Tercer Informe de Gobierno, septiembre 2003; 2003 Cierre y 2004, Presupuesto de Egresos de la Federación, 2004. www.indetec.gob.mx


Adicionalmente a los conceptos anteriores, existen otros recursos federales transferidos a las entidades federativas por el gobierno federal, por ejemplo el financiamiento de las universidades públicas en los 31 estados, mismos que se complementan con recursos de los gobiernos estatales. Las proporciones relativas del financiamiento federal-estatal varían de manera importante entre las distintas entidades federativas del país.

Los recursos canalizados a través del Fondo de Desastres Naturales (FONDEN),  que asigna y transfiere recursos a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal para su ejercicio directo y/o en coparticipación y corresponsabilidad con los gobiernos de los estados y municipios en el caso de desastres naturales como terremotos, inundaciones, sequías, entre otros. Para su ejercicio existen 31 fideicomisos estatales encargados de su manejo para la realización de obras y acciones para la prevención y reconstrucción en caso de desastres entre los tres órdenes de gobierno (SHCP, 2003: 33). 

Finalmente, por gestión de la CONAGO para 2003 y 2004, las entidades federativas podrán recibir una transferencia directa de los productos excedentes de los ingresos federales estimados en la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal respectivo. Estos excedentes se canalizan a través del Fideicomiso para la Infraestructura en los Estados (FIES) y se distribuyen en base al coeficiente efectivo del Fondo General de Participaciones del ejercicio fiscal 2001.

11
COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA

La colaboración administrativa comprende “las funciones de registro federal de contribuyentes, recaudación, fiscalización y administración, que serán ejercidas por las autoridades fiscales de las Entidades o de los Municipios cuando así se pacte expresamente” (LCF, artículo 13). 

La colaboración administrativa se ejerce previo convenio de coordinación en materia de administración de ingresos federales, que las entidades federativas celebran con la SHCP. En dicho convenio se establecen los ingresos de que se trata, las facultades a ejercer, sus limitaciones, las percepciones a recibir por las entidades o sus municipios, entre otros asuntos. Este convenio entra en vigor a partir de su publicación en el periódico oficial de la entidad y en el DOF. Se añaden al convenio anexos que especifican las modalidades, derechos, obligaciones y estímulos económicos, mismos que difieren en función del impuesto acordado. Estos anexos forman parte integral del Convenio de Colaboración Administrativa.

Una característica importante es que las autoridades fiscales de las entidades coordinadas y las de sus municipios, en su caso, serán consideradas como autoridades fiscales federales cuando actúen en cumplimiento de este convenio, aunque la SHCP se reserva la facultad de fijar a las entidades y a sus municipios los criterios generales de interpretación y de aplicación de las disposiciones fiscales y de las reglas que rigen la colaboración administrativa. 

A través de la historia del SNCF han existido distintas versiones del convenio de colaboración administrativa, en “1980, 1984, 1988, 1990 y 1997, mismos que en los años intermedios fueron complementados con diferentes anexos” (CNH, 2004: 41). Se pueden destacar tres etapas en materia de colaboración administrativa: 1980-1990; 1991-1997 y de 1997 a la fecha.

11.1
La colaboración administrativa entre 1980 y 1990

La etapa más rica de colaboración administrativa fue en estos años, cuando los estados eran responsables de todas las funciones administrativas de varios impuestos federales, incluyendo el IVA
,
 (Ortiz Ruiz, entrevista, marzo 29, 2004). Por su parte los municipios mantuvieron la colaboración administrativa en materia de multas federales no fiscales y administración de los derechos por uso o aprovechamientos de la Zona Federal Marítimo Terrestre ZOFEMAT, que siguen vigentes en la actualidad.

En esta etapa la colaboración administrativa “propició que las estructuras administrativa de los gobiernos estatales se vieran fortalecidas y experimentaran un mayor dinamismo e integración en los procesos de su administración” (CNH, 2004: 54). 

11.2
La colaboración administrativa entre 1990 y 1996

A pesar de que las entidades federativas “habían orientado su organización, estructura y tecnología a la administración tributaria plena de una fuente de alto rendimiento como lo es el impuesto al valor agregado” (CNH 2004: 56), para 1990, la federación unilateralmente, decide retirar la administración del IVA a las entidades federativas y la centraliza mediante el sistema bancario, con lo que se observa un cambio drástico en la materia, al concentrarse en “las tareas de vigilancia y control fiscal de las obligaciones de los contribuyentes de los impuestos federales ... en su mayoría orientados hacia las funciones de control y vigilancia de contribuyentes sobre materias específicas” (CNH, 2004: 56). 

En este periodo la colaboración administrativa más que un mecanismo de descentralización de funciones tributarias hacia los estados, se convierte en un proceso orientado a impulsar la eliminación de la evasión fiscal de los principales impuestos federales, principalmente el IVA. Como señala un entrevistado “cuando la federación retira el IVA de las entidades federativas, quedaron bicocas”. 

11.3
La colaboración administrativa de 1997 a la fecha

A partir de 1997 y hasta nuestros días, se observa un resurgimiento de la colaboración administrativa, al permitirse que las funciones de control y verificación fiscal se amplíen a otros impuestos federales, como es el ISR en su régimen intermedio de las personas físicas con actividades empresariales; ISR por la ganancia de la enajenación de terrenos y/o construcciones e ISR de ‘Pequeños Contribuyentes’; impuesto al activo, impuesto especial sobre producción y servicios; registro y control de vehículos, excepto aeronaves; Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos (Tenencia); Impuesto sobre Automóviles Nuevos (ISAN); multas impuestas por autoridades administrativas federales no fiscales; Control de obligaciones en materia del ISR propio o retenido, IVA, IMPAC, IEPS e ISCAS; visitas de inspección para verificar el uso de máquinas registradoras de comprobación fiscal, así como la expedición de comprobantes fiscales y vehículos de procedencia extranjera, excepto aeronaves y embarcaciones (CNH, 2004: 58).

De esta manera, nacen nuevas facultades para los estados en materia de recaudación, notificación, cobranza, resolución de recursos administrativos e intervención en juicios, entre otras, lo que contribuye a fortalecer su capacidad administrativa. 

11.4
   Resultados de la colaboración administrativa

	Cuadro 15

Participaciones e incentivos económicos en relación a la RFP, 2002

	Concepto
	Porcentaje

	Participaciones *
	23.0

	Incentivos económicos

Tenencia

ISAN

Otros incentivos


	2.4

1.6

0.6

0.2

	Total
	25.4

	* Incluye FGP, Coordinación en derechos, 

Bases especiales de tributación, Fondo de Fomento Municipal, Reserva de contingencia, IEPS, 0.136% RFP y Derecho adicional sobre extracción de petróleo

	Fuente: SHCP, (2003), Diagnóstico Integral de la Situación Actual de las Haciendas Públicas Estatales y Municipales, UCED, México, Cuadro 5, p. 15.


 En este apartado se resaltan los resultados y su importancia que, en términos económicos ha tenido la colaboración administrativa para las entidades federativas. 

En primer lugar en relación con la RFP, los incentivos económicos representan un total de 2.4%, correspondiendo su gran mayoría (2.2%) a los impuestos de tenencia e ISAN. Comparativamente el total de participaciones representa el 23% de la RFP (cuadro 15). 

	Cuadro 16

Importancia de los incentivos económicos en relación al FGP en 2002

(Millones de pesos)

	
	Incentivos *
	Fondo General de Participaciones  
	% Incentivos/FGP

	Aguascalientes
	237.30
	1,972.00
	12.03

	Baja California
	549.90
	5,144.50
	10.69

	Baja California Sur
	93.10
	1,235.60
	7.53

	Campeche
	110.70
	2,290.20
	4.83

	Coahuila
	576.00
	4,280.20
	13.46

	Colima
	108.20
	1,357.00
	7.97

	Chiapas
	258.20
	8,125.40
	3.18

	Chihuahua
	616.20
	5,347.10
	11.52

	Distrito Federal
	4,654.80
	21,060.00
	22.10

	Durango
	185.90
	2,507.40
	7.41

	Guanajuato
	734.30
	6,985.30
	10.51

	Guerrero
	199.60
	4,279.10
	4.66

	Hidalgo
	190.20
	3,353.90
	5.67

	Jalisco
	1,644.50
	10,952.20
	15.02

	México
	1,750.20
	22,418.00
	7.81

	Michoacán
	455.50
	5,536.80
	8.23

	Morelos
	185.50
	2,657.60
	6.98

	Nayarit
	107.30
	1,864.30
	5.76

	Nuevo León
	1,678.40
	7,880.40
	21.30

	Oaxaca
	168.00
	4,503.70
	3.73

	Puebla
	692.30
	7,152.90
	9.68

	Querétaro
	284.40
	2,892.90
	9.83

	Quintana Roo
	291.00
	1,779.10
	16.36

	San Luis Potosí
	282.90
	3,476.50
	8.14

	Sinaloa
	407.80
	4,342.70
	9.39

	Sonora
	443.50
	5,863.00
	7.56

	Tabasco
	245.00
	9,869.00
	2.48

	Tamaulipas
	565.30
	5,015.10
	11.27

	Tlaxcala
	80.40
	1,882.60
	4.27

	Veracruz
	677.30
	11,690.90
	5.79

	Yucatán
	254.90
	2,753.80
	9.26

	Zacatecas
	138.90
	2,267.30
	6.13

	TOTAL
	18,867.50
	182,736.50
	10.32

	 * Incluye Tenencia e ISAN

Fuente: SHCP, CNH .- Diagnóstico General: “Colaboración y Coordinación Intergubernamental, www.indetec.gob.México, mayo 12 de 2004.


En segunda instancia, comparando los incentivos económicos con el FGP, también se encuentra que no son de gran importancia, pues para el total de las entidades federativas representan un promedio de 10.32% del FGP para el año 2002. Aunque para los estados más desarrollados o con mayor potencial de desarrollo, estos recursos son más importantes gracias a que cuentan con un aparato fiscal más articulado y una mayor capacidad de fiscalización. Cabe destacar que para el D.F., estos recursos representan el 22.10% del FGP, para Jalisco el 15.02%, para Nuevo León el 21.30% y para Quintana Roo el 16.36% en el mismo año. Por su parte para las entidades federativas que representaron menor importancia estos ingresos, coinciden con los de menor desarrollo relativo: Campeche, Chiapas, Oaxaca, Tabasco y Tlaxcala (véase cuadro 16).

Otro punto a resaltar es que las principales fuentes de incentivos económicos para las entidades federativas son el Impuesto sobre Tenencia y el ISAN. Ambos tributos son de potestad federal, aunque todas las 

	Cuadro 17

Estructura de los incentivos económicos por colaboración administrativa, 

(Enero-noviembre de 2003)

(millones de pesos)

	Estado
	Tenencia
	%
	ISAN
	%
	Otros incentivos
	%
	Total incentivos

	Aguascalientes
	152.8
	63.81
	46.6
	19.48
	40.0
	16.71
	239.4

	Baja California
	306.2
	47.54
	95.6
	14.84
	242.3
	37.62
	644.1

	Baja California Sur
	53.1
	51.54
	16.8
	16.36
	33.1
	32.11
	102.9

	Campeche
	75.5
	67.80
	21.4
	19.24
	14.4
	12.96
	111.3

	Coahuila
	385.7
	62.08
	122.4
	19.71
	113.1
	18.21
	621.3

	Colima
	71.8
	58.36
	21.4
	17.41
	29.8
	24.22
	123.0

	Chiapas
	190.8
	63.41
	61.7
	20.52
	48.4
	16.07
	300.9

	Chihuahua
	423.6
	62.61
	133.3
	19.71
	119.7
	17.69
	676.6

	Distrito Federal
	3,052.0
	74.17
	908.2
	22.07
	154.5
	3.76
	4,114.8

	Durango
	148.7
	70.22
	32.7
	15.43
	30.4
	14.35
	211.8

	Guanajuato
	490.9
	64.60
	155.5
	20.47
	113.5
	14.93
	760.0

	Guerrero
	149.7
	67.60
	34.6
	15.61
	37.2
	16.79
	221.4

	Hidalgo
	150.5
	69.14
	40.1
	18.42
	27.1
	12.44
	217.7

	Jalisco
	1,099.5
	70.51
	336.8
	21.60
	123.0
	7.89
	1,559.4

	México
	1,023.9
	64.34
	428.3
	26.92
	139.1
	8.74
	1,591.4

	Michoacán
	344.6
	68.05
	111.6
	22.03
	50.3
	9.93
	506.5

	Morelos
	131.6
	61.94
	52.6
	24.78
	28.2
	13.28
	212.4

	Nayarit
	65.3
	60.38
	16.4
	15.15
	26.5
	24.47
	108.1

	Nuevo León
	1,079.8
	74.50
	291.3
	20.10
	78.2
	5.40
	1,449.4

	Oaxaca
	117.8
	61.16
	50.5
	26.23
	24.3
	12.61
	192.6

	Puebla
	483.7
	59.42
	183.5
	22.54
	146.9
	18.04
	814.1

	Querétaro
	224.6
	72.55
	47.2
	15.26
	37.7
	12.19
	309.6

	Quintana Roo
	147.0
	49.05
	72.6
	24.23
	80.1
	26.72
	299.8

	San Luis Potosí
	205.1
	67.27
	63.7
	20.90
	36.1
	11.83
	304.9

	Sinaloa
	280.2
	61.83
	94.6
	20.89
	78.3
	17.28
	453.1

	Sonora
	251.8
	55.15
	92.4
	20.25
	112.3
	24.60
	456.5

	Tabasco
	201.2
	70.62
	67.2
	23.59
	16.5
	5.79
	284.9

	Tamaulipas
	354.1
	63.04
	152.7
	27.18
	54.9
	9.78
	561.6

	Tlaxcala
	50.5
	60.52
	16.4
	19.63
	16.6
	19.85
	83.5

	Veracruz
	521.5
	68.15
	153.9
	20.11
	89.9
	11.74
	765.2

	Yucatán
	248.1
	73.00
	57.4
	16.90
	34.3
	10.10
	339.9

	Zacatecas
	85.5
	55.65
	18.1
	11.80
	50.0
	32.55
	153.7

	TOTAL
	12,567.1
	66.88
	3,998.0
	21.28
	2,226.5
	11.85
	18,791.6

	Fuente: CNH.- Diagnóstico General: “Colaboración y Coordinación Intergubernamental, www.indetec.gob.México, mayo 12 de 2004.


funciones de la administración tributaria son realizadas, casi de forma completa, por las entidades federativas, dejando sólo la planeación, programación, normatividad y evaluación de los ingresos coordinados y algunas otras tareas a cargo del gobierno federal. De igual forma, el 100% de los ingresos recaudados se quedan en las entidades federativas. La recaudación de estos dos impuestos constituye el 88% del total de incentivos económicos en promedio, aunque en algunas entidades federativas, por ejemplo Durango, constituyen más del 96% del total. Para fines ilustrativos, en el cuadro 17 se presenta información de la estructura de los incentivos económicos para el periodo enero-noviembre de 2003 para los diferentes estados.

Para resumir, la colaboración administrativa entre federación y estados es otro aspecto del SNCF. Esta actividad abarca diversas materias como el registro federal de contribuyentes, recaudación, fiscalización, liquidación, verificación del padrón de contribuyentes y administración en general de los diferentes impuestos federales como el IVA, ISR, IEPS, e Impuesto al Activo. Esta colaboración se instrumenta mediante anexos al Convenio de Colaboración Administrativa. 

Como contraprestación los estados reciben de la federación estímulos económicos, que han variado a lo largo de los años de vigencia del SNCF. Todas las entidades han celebrado este convenio, aunque su alcance es diferente (Ortiz, 1998: 322-349 y Ortiz, 1998a). En sentido contrario, se establecen sanciones económicas ante el incumplimiento de estados y municipios de las obligaciones asumidas. Este convenio tiene algunas efectos positivos en el SNCF, ya que acerca las autoridades fiscales al contribuyente; favorece el desarrollo de la capacidad administrativa estatal y municipal; tiende a homogeneizar los criterios de aplicación de las normas fiscales entre los diferentes estados y, mejora la vigilancia en su cumplimiento, entre otras. Con la presentación de la colaboración administrativa se termina el estudio del SNCF, lo que da la pauta para su evaluación, lo que se hará en el siguiente capítulo. 

12
UNA EVALUACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN FISCAL

A lo largo de la historia fiscal del país se observa una constante: la lucha del gobierno nacional por apropiarse de las fuentes de ingresos mas productivas y rentables en detrimento de estados y municipios. Durante el Siglo XIX por medio de las diversas leyes de clasificación de rentas trató de apropiarse de la exclusividad de los impuestos a las importaciones, exportaciones, aduanas y materias relacionadas. Este conjunto de contribuciones constituía alrededor del 50% de la recaudación. Esto lo hizo bajo el esquema de distribución de rentas y mediante las leyes mencionadas. Existió además la obligación de los estados de contribuir a los gastos federales durante este periodo mediante el llamado ‘contingente’, ‘contribución federal’ o ‘cuarta federal’. Una vez lograda la pacificación del país, a principios del Siglo XX, mediante las convenciones nacionales fiscales de 1925 y 1933, trató de repetir el esquema y apropiarse de los tributos al comercio exterior mencionados. 

En 1921 se creó el Impuesto del Centenario, antecedente del impuesto sobre la renta que para mediados del siglo ya era un impuesto importante, y sobre todo de una gran potencialidad. En la CNF de 1947 la federación plantea su exclusividad, al que se añaden una serie de impuestos especiales sobre materias consideradas estratégicas, como energía, finanzas, recursos naturales de la plataforma marítimo territorial entre otros, lo que se logra mediante cambios en la constitución general. 

En base a las recomendaciones de esta misma convención se comienzan a construir las instituciones que han llegado a la actualidad con algunas reformas: la política de la zanahoria y del garrote, la coordinación general, los principales órganos del sistema: la RNFF, la Comisión Permanente y el Indetec. También se introduce el ISIM, con los primeros intentos de colaboración administrativa y se prepara el camino para el IVA y la profundización del proceso mencionado. Posteriormente se introduce la descentralización del gasto, cerrando el círculo básico de las finanzas públicas. En este capítulo se hará una primera evaluación de tres grandes partes del SNCF: las participaciones, la colaboración administrativa y el gasto descentralizado. 

12.1
    Las participaciones 

Todos los cambios en el sistema fiscal del país ha terminado con la centralización de las facultades tributarias en la federación, llegando a su culminación en los primeros años del SNCF actual, cuando a las entidades únicamente les quedaron el impuesto sobre nóminas y algunos derechos, mientras que a los municipios recuperaron el impuesto predial y el de traslación de dominio a partir de 1983.

El gran objetivo inicial del actual SNCF fue eliminar la concurrencia tributaria y simplificar el sistema. Esto lo señala claramente Hoyo D’addona (1986) uno de los hombres clave en la construcción del SNCF en su etapa moderna:

Otra cuestión importante, es lograr que la aplicación del Sistema Tributario Federal sea uniforme en todo el país, para lo cual es necesario, que no sólo la interpretación jurídica, sino toda la actividad administrativa de las autoridades fiscales de los Estados quede estrictamente sujeta a la normatividad que dicte la Federación, tal como ya está establecido en el Sistema vigente; y que la propia federación se reserva la evaluación de lo que realicen los Estados. La actividad supletoria de la Federación, en caso de deficiencia reiterada de las autoridades locales, sería medio adecuado de corrección.    

	Cuadro 18

Impuestos estatales y municipales suspendidos a partir de enero de 1980 con el inicio del SNCF

	Principales impuestos estatales suspendidos
	Principales impuestos municipales suspendidos 

	1) Diversiones y espectáculos públicos
	1) Diversiones y espectáculos públicos

	2) Traslación de dominio y otras operaciones con bienes inmuebles
	2) Anuncios y propagandas

	3) Ingresos sobre profesiones y ejercicios lucrativos
	3) Ingresos sobre profesiones y ejercicios lucrativos

	4) Productos o rendimientos del capital
	4) Juegos permitidos, rifas, loterías y apuestas

	5) Enajenación de vehículos de motor entre particulares
	5) Aparatos fonoelectromecánicos

	6) Producción, destilación, enajenación y operaciones de compraventa de alcoholes, aguardientes, mostos y bebidas alcohólicas  
	6) Comercio ambulante y semifijo

	7) Expendio de bebidas alcohólicas al copeo
	7) Cabarets y centros similares, cantinas, expendio de bebidas alcohólicas 

	8) Arrendamiento y subarrendamiento de bienes inmuebles
	

	9) Sobre honorarios
	

	10) Sobre adquisición de gasolina y derivados del petróleo
	

	11) Explotación, sacrificio, compraventa y esquilmo de ganado
	11) Explotación, sacrificio, compraventa y esquilmo de ganado

	Fuente: Ortiz Ruiz, Miguel, Evolución del sistema de participaciones, 1980-1997, Indetec, Guadalajara, 1998, p. 90


Desde esta perspectiva, el SNCF puede considerarse exitoso en la eliminación de la doble o múltiple tributación. En relación a la simplificación del sistema este objetivo se cumplió hasta 1990 (Ponce, entrevista, marzo 18 de 2004). Con la instrumentación del la Ley del IVA y de la LCF, se abrogaron o derogaron un total de 32 leyes o decretos que regulaban una mayor cantidad de impuestos. Por su parte, la Ley del IEPS, integró 7 leyes que regulaban diversos impuestos y sus reglamentos. En relación a los impuestos locales, un informe (Prieto Fortún, 1996: 38)  señala que de un universo de 525 impuestos estatales, 458 habían quedado en suspenso o derogados hasta 1981, lo que permitió modernizar la estructura del sistema fiscal y simplificarla. Ortiz (1998: 90), señala los principales impuestos estatales y municipales que fueron derogodos o suspendidos (ver cuadro 18). 

También se dejaron en suspenso una gran cantidad de impuestos con características locales, entre los que se señalan para fines de ejemplificación los siguientes: impuesto a la venta de boletos o tarjetas de derecho de apartado para diversiones o espectáculos públicos foráneos en el Distrito Federal; impuesto especial sobre las operaciones de compraventa de huaraches; impuesto para la realización del programa de carreteras especiales de la Unión Ganadera Regional de Sonora y caminos ganaderos e impuesto adicional del Comité Estatal de Fomento y Defensa de la Ganadería de Sonora, entre otros.
A manera de síntesis se puede señalar que el SNCF, en su etapa inicial logró su propósito de eliminar la doble y triple tributación y de simplificar el sistema fiscal nacional. Para lograrlo era necesario que todos los estados se adhirieran al sistema, por lo que se vio obligada a garantizarles que no serían afectados en sus ingresos y que inclusive estos se incrementarían tanto en monto como en tendencia. Esto le da característica de resarcitorio al SNCF en su primera etapa, es decir entre 1980 y 1983, ya que su principal propósito, a través del FGP, fue compensar a las entidades federativas por el sacrificio de ingresos producto de su adhesión al SNCF. 

Cabe señalar que nunca se planteó resolver el problema de escasez de recursos de las entidades federativas y los municipios, sino mejorar el sistema fiscal en su conjunto, siempre desde la perspectiva de la federación y en el camino se trató de evitar que los estados se vieran perjudicados, cuando menos en la etapa inicial del mismo. Esto representó un gran avance en relación a la complejidad del sistema anterior (Ponce, entrevista, marzo 18 de 2004). 

También con el nacimiento del SNCF se da inicio a uno de los debates omnipresentes en la historia reciente del sistema, al definirse tanto el FGP como el FFCP como un porcentaje de la RFP. Esta determinación da origen al SNCF como un juego de suma cero, por lo que si una entidad recibe mayores recursos de cualquiera de estos fondos, otra u otras perderían ese mismo monto. Esta es una situación que ha limitado los cambios en el SNCF y ha sido un elemento siempre presente en las discusiones acerca de la distribución de participaciones.

A partir de este esquema se ‘enganchan’ los ingresos de las entidades a los vaivenes de la recaudación federal, aunque las entidades logran negociar, mediante diversos mecanismos, que la federación les garantice que sus ingresos no disminuyan en relación con el ejercicio inmediato anterior. Conviene recordar que las participaciones constituyen hasta el 80% de los ingresos de algunas entidades federativas y la fórmula de distribución de participaciones es estática, ya que no refleja las variaciones en el desarrollo económico de los estados ni su esfuerzo recaudatorio. Finalmente, en el lado positivo del sistema, éste garantiza a los municipios, mediante el artículo 6º de la LCF, que recibirán al menos el 20% de las participaciones que le sean transferidas a las entidades. Esta norma recoge un principio establecido en el sistema anterior. 

En una segunda etapa del sistema, es decir entre 1984 y 1987 se continúa arrastrando algunos de los vicios heredados y se pretende introducir elementos de estímulo recaudatorio en la fórmula de distribución del FGP, pero únicamente se aplican al incremento marginal de dicho fondo, de manera que los efectos sobre la recaudación y los ingresos estatales son limitados, por lo que se abandona el esquema.

Para 1987 y 1988 se hace el intento de eliminar el efecto de la suma cero al acordarse de que las entidades federativas se quedaran con el 30% de la recaudación del IVA realizada en sus territorios. Dicho 30% se descontaría de la RFP, por lo que no ingresaría al FGP ni al FFCP. Este intento terminó con una acerba crítica de la federación a los estados y al sistema en su conjunto, señalando un nivel de recaudación muy por debajo de su potencial, que se presentaron casos de corrupción y en general un funcionamiento deficiente del sistema. La federación decidió que la recaudación del IVA pasara al sistema bancario nacional y se reformuló el SNCF en su conjunto.

 El año de 1989 fue de transición, preparándose los grandes cambios que sufriría el sistema a partir de 1990. En primer lugar, se elimina la garantía de que las entidades recibirían al menos el mismo monto de participaciones obtenidas en año anterior. Por otra parte se vuelve a reinstalar el juego de suma 0 en el SNCF y desaparece el FFCP, que se integra al FGP.

En 1990 se introduce un nuevo mecanismo de distribución de participaciones que, después de un periodo de transición entre 1991 y 1994, se acuerda la distribución del FGP en tres partes: el 45.17% de acuerdo a la población; otro 45.17 % de acuerdo a una fórmula determinada por la recaudación de un cierto número de impuestos asignables y el 9.66% en proporción inversa a la distribución realizada con las dos partes anteriores. 

Con la primera parte, al distribuir el 45.17% del FGP en términos per cápita se busca introducir elementos de equidad al sistema ya que se supone que una entidad con más habitantes requiere proporcionar una cantidad mayor de servicios. Este argumento es cierto, aunque supone dos elementos: que todas las entidades requieren la misma cantidad de satisfactores por habitante, es decir que no existen rezagos relativos en los servicios que los gobiernos estatales proporcionan a sus ciudadanos y por otra parte que a todas las entidades les cuesta lo mismo proporcionar dichos servicios. Por otra parte este criterio inhibe el esfuerzo fiscal de entidades federativas y municipios (Calzada Falcón, entrevista abril 1 de 2004). 

Con la fórmula de distribución de la segunda parte del FGP se pretende estimular la recaudación de las entidades, aunque los impuestos asignables en los que se basa: tenencia, ISAN, IEPS de gasolina, cerveza, bebidas alcohólicas y tabaco no son los más representativos de la recaudación federal. Estos asignables no son indicadores del grado de desarrollo de un estado, ni representan la recaudación federal en la entidad. Lo que pueden representar es la distribución del ingreso existente, por lo que no son los elementos adecuados para estimular la recaudación, que es el propósito manifiesto de esta fórmula, que se aplica a la totalidad de la segunda parte del fondo y no sólo al incremento, como se acostumbraba anteriormente. 

De igual manera, con la tercera parte que constituye el 9.66% del FGP, se busca compensar mediante transferencias no condicionadas la desigualdad fiscal estructural entre las entidades, ya que esta parte se distribuye en forma inversa al per cápita de la asignado en las primeras dos partes del FGP. También con la mecánica de distribución de la Reserva de Contingencia se procura el mismo propósito (Colmenares, 1999: 423). Es de señalar que algunas entidades como Baja California Sur reciben la mayor parte de sus participaciones de esta parte del fondo (Ortiz Ruiz, entrevista, marzo 29, 2004). 

Los efectos del cambio de la fórmula han sido importantes y son una de los principales orgullos de algunos funcionarios de la SHCP. Se ha observado que se ha equilibrado la distribución de participaciones medida en términos per cápita. Para 1980 había una diferencia de 15 a 1 entre el estado que recibía más participaciones con el que menos lo hacía. Para 1990 esta diferencia se reduce de 7.4 a 1 y para 2002, ésta diferencia fue de 3.9 a 1 (Colmenares, 1999; SHCP 2003). Con el cambio de la fórmula y otras acciones posteriores, la SHCP ha transformado la naturaleza del sistema, de un esquema resarcitorio entre 1980 y 1990 a un sistema ‘equitativo’.

Habría que hacer varias consideraciones en este sentido:

a. Cuando la SHCP ‘invitó’ a las entidades federativas a incorporarse al SNCF les señaló que, a cambio de su renuncia al uso de sus potestades tributarias, la federación compensaría o resarciría la recaudación que estaban dejando de cobrar. De esta manera el SNCF fue una especie de contrato fiscal en que federación y estados serían socios en la recaudación federal, en función de su contribución a la misma. El cambio unilateral de la fórmula de distribución del FGP por parte de la SHCP implica un rompimiento de dicho pacto fiscal.  

b. La equidad es un concepto “altamente debatible” (The Stanford Encyclopedia of Philosophy, 2004) a lo que habría que añadir ‘relativo y resbaladizo’, y existen un buen número de indicadores para su medición, todos ellos con argumentos a favor y en contra. Para algunos estados la equidad consiste en que los recursos se distribuyan entre las entidades federativas en función de su capacidad de generarlos, para lo que se tendría que tomar como base un indicador de dinamismo económico estatal. Para otras entidades la equidad sería distribuir los recursos en función de los recursos naturales no renovables extraídos de sus territorios, entre otros criterios.

c. Asumiendo, sin conceder, que las participaciones per cápita es un indicador adecuado de ‘equidad’, hay que considerar que este instrumento es uno de varios tipos de transferencias de la federación a los estados (aportaciones de distinta naturaleza, gasto bipartita, gasto convenido y otras transferencias.) El hecho de introducir equidad en uno solo de los instrumentos, sin considerar los efectos de las otras transferencias, que en su conjunto son más importantes que las participaciones, podría distorsionar y hacer inequitativo el sistema en su conjunto. Este es un tema que requiere una profunda investigación que escapa los alcances de este trabajo.

d. La distribución de participaciones per cápita es un indicador de necesidad, que no toma en cuenta rezagos relativos en servicios, ni el costo de proveerlos, además de no incentivar la recaudación por las entidades federativas, por lo que no es necesariamente un buen indicador para este propósito.

Por otra parte, al ser un juego de suma cero, en el cambio de fórmula operada a partir de 1991 hubo perdedores y ganadores: entre los primeros destaca el Distrito Federal cuyo porcentaje en las participaciones bajó de 19.75% a 14.23% entre estos años. Tabasco también sufrió una reducción importante al bajar su porcentaje de 6.02 en 1990 a 4.69 en 1994. Otras entidades perdedoras, aunque en un grado menor fueron Sonora, Nuevo León, Baja California, Sinaloa, Baja California Sur y Tamaulipas. Por el lado de las entidades beneficiadas destaca Oaxaca que incrementó sustancialmente su participación de 1.78% en 1990 a 2.90% en 1994. También se beneficiaron Michoacán, Guerrero, Puebla, Guanajuato e Hidalgo (Colmenares, 1999: 424, cuadro 3). El Estado de México, a pesar de ser una entidad desarrollada también gana, al pasar de 9.13% en 1990 a 10.47 en 1994, debido principalmente al incremento de su población. Como se observa en general (quizá a excepción de Tabasco y el Estado de México) las entidades perdedoras fueron las más desarrolladas y las ganadoras las más atrasadas en términos relativos, lo que da la idea de un sistema más equitativo y ‘justo’.

Los siguientes años se continua con la misma tendencia, pues la participación del Distrito Federal cae a 12.94% en 1998 y la de Tabasco a 4.23% para ese mismo año. Por su  parte, el Estado de México continua incrementando su participación, debido a su mayor y creciente población y dinamismo económico al pasar a 11.22% en 1998 y Oaxaca continúa siendo la entidad más favorecida acompañada por Michoacán, Guerrero, Puebla, Guanajuato e Hidalgo (Colmenares, 1999: 425). Este esquema de distribución del FGP continua vigente en la actualidad.

Un hecho importante es que la SHCP redistribuyó las participaciones entre las entidades federativas, sin añadir un solo peso de sus recursos, sino que lo hizo a costa de las entidades que, dadas las características iniciales del sistema de participaciones recibieron mayor cantidad de recursos. En otras palabras, la federación saludó ‘con sombrero ajeno’ para decirlo coloquialmente.  

12.2
El regreso de algunas potestades a los estados 

En 1996 se consolida una reforma adicional. Pero este cambio no se da directamente en el SNCF, ni en el sistema de participaciones, sino en el conjunto de ingresos intergubernamentales. Para inducir este cambio coincidieron tres factores: una creciente demanda de ingresos por parte de estados y municipios; la dificultad de introducir modificaciones a los mecanismos y a la fórmula de distribución participaciones del FGP y la insuficiencia de recursos de la SHCP para satisfacer la demanda de estados y municipios. 

Esta reforma refleja un cambio en uno de los principales objetivos del sistema de relaciones fiscales intergubernamentales que pasó de la simplificación fiscal al fortalecimiento financiero de las haciendas estatales y municipales, lo que en principio es una situación deseable. La forma de fortalecer financieramente las haciendas locales ha sido regresar algunas potestades tributarias a estados y municipios. 

La reforma al artículo 115 de la Constitución realizada en 1983 dio a los municipios exclusividad en los impuestos relacionados con la propiedad raíz, como son el predial, el de traslación de dominio y aquellos relacionados con plusvalía y contribución de mejoras. 

Posteriormente se ha regresado a los estados la potestad tributaria o administración sobre diversas fuentes entre las que destacan el impuesto sobre transmisión de dominio, el ISAN, tenencia, en sus dos modalidades (mayores de 10 años o menores de 10 años de uso), impuesto sobre hospedaje y los impuestos al ingreso sobre personas físicas y sobre las ventas y servicios al público en general. Por su parte el Congreso federal ha rechazado en distintos momentos una sobre tasa al impuesto sobre el consumo a la gasolina y un impuesto local al consumo, cuyo rendimiento estaba destinado a los gobiernos locales. También se ha restablecido la potestad de los estados en algunos derechos como la venta de bebidas alcohólicas, anuncios en la vía pública o la publicidad, excluyendo la que se realiza en los medios de comunicación masiva.
De acuerdo con una recopilación de Indetec (Mayo de 2001: 164-166) para 2001 estaban vigentes un total de 23 impuestos estatales, algunos de los cuales corresponden a las nuevas potestades, pero otros son denominaciones nuevas de impuestos que fueron suspendidos al inicio del SNCF y otros que fueron transformados de derechos a impuestos. En el cuadro 19 se presenta un listado parcial de los mismos comparándolos con los vigentes al inicio del SNCF.

	Cuadro 19

Impuestos vigentes en la actualidad comparados con los suspendidos a la entrada en vigor del SNCF

	Impuestos vigentes en la actualidad
	Principales impuestos estatales suspendidos a partir de enero de 1980, con la vigencia del SNCF

	1) Sobre diversiones y espectáculos públicos
	1) Diversiones y espectáculos públicos (estatal y municipal)

	2) Sobre loterías rifas, sorteos, concursos y juegos permitidos 
	2) Impuesto municipal juegos permitidos, rifas, loterías y apuestas 

	3) Erogaciones por remuneraciones al trabajo personal
	3) Sobre honorarios

	4) Sobre nómina 
	

	5) Sobre ejercicio de profesiones y/o honorarios
	5) Ingresos sobre profesiones y ejercicios lucrativos Impuesto sobre honorarios

	6) Compra-venta de vehículos de motor usados
	6) Enajenación de vehículos de motor entre particulares

	7) Enajenación de bienes muebles usados o sobre adquisición de bienes muebles o traslación de dominio de bienes muebles usados
	

	8) Local sobre tenencia o uso de vehículos
	

	9) Sobre actividades mercantiles e industriales
	

	10) Sobre adquisición de bienes inmuebles
	10) Traslación de dominio y otras operaciones con bienes inmuebles o Arrendamiento y subarrendamiento de bienes inmuebles

	11) Derecho sobre giros relacionados con bebidas alcohólicas
	11) Producción, destilación, enajenación y operaciones de compraventa de alcoholes, aguardientes, mostos y bebidas alcohólicas  

	12) Derechos sobre anuncios y publicidad exterior
	12) Anuncios y propagandas

	Fuente: Revista Indetec, No. 125, mayo de 2001, Guadalajara y  Ortiz Ruiz, Miguel, Evolución del sistema de participaciones, 1980-1997, Indetec, Guadalajara, 1998, p. 90.


Como se puede ver, muchos de los impuestos vigentes antes de 1980 han sido reinstalados, lo que lleva a la conclusión de que a partir de 1996 este sistema dio un paso atrás, pues lo que se había logrado en materia de simplificación se ha revertido ante la necesidad de los estados y municipios de recursos crecientes que ha obligado a flexibilizar el sistema para regresar la potestad tributaria de los estados en muchas de las materias eliminadas en su etapa inicial. En otras palabras se ha caminado mucho para regresar al mismo lugar. Como señala un entrevistado, “a este paso se estará en igual situación a los años previos a 1980” (Ponce, entrevista, marzo 18 de 2004). 

Es indudable que el SNCF permitió incrementar los ingresos de los estados de la federación y les dio un sentido de estabilidad, aunque ha incrementado su dependencia, como se ha mostrado (Ibarra et. al,: 2003). Finalmente, se debe reconocer que el SNCF y los mecanismos de distribución de participaciones se han racionalizado y transparentado su funcionamiento en términos de la disponibilidad de información y su oportunidad. También se entregan a tiempo las participaciones correspondientes a estados y municipios. Sin embargo, el problema de fondo que es la suficiencia de recursos para los tres ámbitos de gobierno persiste a pesar de los caminos intentados.   

12.3     Gasto descentralizado

En primer lugar es de señalar como un avance el incorporar a la LCF y al PEF los fondos de aportaciones en sustitución de una multiplicidad de acuerdos y convenios que eran la base de los subsidios y transferencias para financiar el proceso de descentralización antes de 1998. Estos hechos dan mayor certidumbre a las entidades y municipios y permite mayor transparencia en los montos a transferir, y en la determinación y suministro de los recursos a las entidades federativas y sus municipios, acción que se complementa con la publicación anual de los montos y periodos de administración de los recursos (CNH, 2004: 133).

Sin duda alguna las aportaciones se han convertido en una importante fuente de recursos para las entidades federativas, pues ya superan el monto de las participaciones y representan aproximadamente el 45% del total de los ingresos de las entidades federativas en promedio.

Estos esfuerzos de descentralización significan mayor apertura a la participación de los estados y los municipios en el desarrollo del país. Es posible identificar una serie de ventajas que fundamentan y justifican seguir impulsando la descentralización: a) la toma de decisiones se acerca al lugar donde se presentan las demandas y necesidades ciudadanas; b) las entidades federativas asumen un papel de mayor responsabilidad en la planeación y prestación de los servicios; c) la transferencia de recursos a los estados favorece su mejor uso; d) se estimula la creatividad y las iniciativas de entidades y comunidades locales para afrontar sus respectivos problemas y demandas y f) se fortalece la unidad en cada entidad, al establecerse una nueva relación laboral de los servidores públicos descentralizados con las autoridades locales.

Esta modalidad de descentralización también tiene límites. Según lo estipulado en los acuerdos nacionales y convenios de coordinación revisados, el proceso actual es meramente una descentralización operativa, ya que no contempla la toma de decisiones estratégicas ni la determinación de la normatividad por parte de la entidad receptora. Se trata simplemente de que las entidades federativas asuman las funciones que anteriormente hacía la federación, para lo que ésta transfiere los recursos humanos, materiales y financieros, con lo que los estados pasan a cumplir funciones de gerentes y administradores de la federación. 

En este proceso, las competencias de los diferentes órdenes de gobierno no se han modificado, ya que el gobierno federal continúa siendo el rector de la programación y asignación de los recursos, mientras que los estados no han adquirido atribuciones adicionales. Las experiencias actuales y anteriores de descentralización han sido producto principalmente de la iniciativa de la esfera federal, y se ha carecido de mecanismos de participación que involucren activamente a los gobiernos locales. 

También se observan problemas en su operación. En diciembre de 2001, las autoridades de Tlaxcala, seguidas de las de Guerrero y Oaxaca, anunciaron su decisión de regresar a la Federación los servicios educativos descentralizados en 1992 y en años posteriores este tipo de manifestaciones han continuado. El argumento de las entidades federativas es que en el ANMEB el gobierno federal se comprometió a transferir los recursos suficientes a los estados para la prestación de los servicios educativos, y los estados señalan que no ha sido así. El Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) negocia a nivel nacional un acuerdo salarial y de prestaciones determinado, que se hace obligatorio a nivel nacional. Pero dado que existen secciones estatales de dicho sindicato, éstos a su vez negocian con los estados prestaciones y ajustes salariales adicionales. Para la negociación nacional la federación provee los recursos, pero las negociaciones estatales recaen sobre el presupuesto local, por lo que se presionan las finanzas de éste ámbito de gobierno (Olivares Sánchez, entrevista, abril 30 de 2004; Calzada Falcón, entrevista, abril 1 de 2004). Son muy frecuentes las manifestaciones de insuficiencia en el monto de recursos que asigna la federación para el cabal cumplimiento de sus compromisos asociados a la descentralización. Esta situación también se manifiesta por los representantes zonales al interior del Grupo de Trabajo respectivo del SNCF (CNH, 2004: 134). 

También existen problemas de información o su compatibilidad entre la federación y los estados. Por ejemplo uno de los principales criterios en la asignación de los recursos del FAEB es el registro común de plantillas de personal y es frecuente que las cifras que manejan ambas instancias no sean comunes o compatibles (CNH, 2004: 134). También existen problemas derivados del reconocimiento o no de nuevas plazas y/o los recursos considerados como compensatorios. Por lo anterior se ha manifestado la necesidad de establecer un glosario de términos que intervengan en la determinación y distribución de los recursos que constituyen el FAEB, como es el caso de “presupuesto irreductible”, entre otros conceptos (CNH, 2004: 134).

Otros problemas ocurren con las fuentes de información de las variables que determinan la integración y distribución de varios de los fondos de aportaciones federales, específicamente FAEB, FAETA y FASSA, producto del desconocimiento de la información base para determinar las cantidades que los integran (irreductibles) y el procedimiento de distribución entre las entidades federativas, quienes manifiestan la existencia de información divergente o incompatible a la que poseen, así como el que la distribución de recursos por conceptos específicos no es homogénea para todas las entidades federativas (CNH, 2004: 134). 

Un problema en relación al FAIS, es que en lugar de acabar con la pobreza, la estimula, pues su fórmula de distribución responde a la medición de los índices de pobreza extrema, lo que supone que los estados y municipios no tendrían estímulo alguno para abatir con eficiencia el nivel de pobreza extrema en su demarcación territorial, porque la disminución de ella se reflejaría en una reducción en la cantidad de recursos que se le asignan por este fondo, situación que ha llevado a plantear la necesidad de revisar y analizar los criterios de asignación del mismo (CNH, 2004: 134).
El proceso de descentralización tiene un doble efecto: por un lado se amplía el ámbito de responsabilidad de las entidades y por otro incrementa los recursos financieros de origen federal para enfrentar las nuevas responsabilidades. De esta manera, la descentralización incrementa la dependencia de las finanzas estatales, de la federación. Ahora las entidades no sólo dependen de las participaciones para financiar su gasto corriente, sino que también son cada vez más dependientes de la federación para la realización de las inversiones necesarias para soportar sus servicios públicos. La descentralización operada vía aportaciones que consiste en la transferencia de funciones y recursos de la federación al estado, tiende a profundizar la dependencia, por lo que pronto encontrará sus límites. 

Otro problema importante, en términos de las finanzas públicas es la desvinculación ingreso-gasto en los estados, pues no existe correspondencia entre los servicios que reciben los ciudadanos de sus autoridades estatales y lo que pagan, vía impuestos, a las mismas. Al no visualizar este vínculo, los ciudadanos se resisten a cualquier aumento en los impuestos u otras cargas fiscales que las autoridades locales tratan de imponerles. Merino (2002: 161) señala algunas de las causas de esta situación:

Considerando que las bases fiscales que pueden explotar los estados directamente son por lo general estrechas y en ocasiones pobres, los costos políticos y administrativos de elevar la recaudación pueden ser muy altos para los ingresos adicionales que se obtienen, sobre todo en comparación con lo que reciben por concepto de participaciones y otras transferencias federales. 
Por su parte, las autoridades locales se resisten a gravar a sus ciudadanos, demandando a la federación cada vez más recursos para financiar los servicios, muchos de ellos transferidos por la federación o, para decirlo en palabras de Merino (2002:161) 

... el centralismo fiscal y político promueve una cultura de cabildeo ante las autoridades federales para obtener recursos adicionales, inversión federal u otros beneficios, sustentada en parte en la capacidad del ejecutivo federal para otorgar fondos e inversión de manera discrecional. El esfuerzo necesario para realizar las gestiones pertinentes ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público puede ser menor que el esfuerzo administrativo para recabar fondos adicionales.  

Esta cultura del cabildeo fue promovida inicialmente por la SHCP al hacer que las entidades federativas suspendieran sus potestades tributarias, pero ahora se ha convertido en uno de los grandes problemas de las relaciones fiscales intergubernamentales. “Este ha sido el gran costo político del sistema de participaciones ... el diseño de un federalismo para los tiempos actuales requiere de una mayor participación de los gobiernos locales en la política fiscal y en la recaudación de ingresos propios” (Zarzoza Escobedo, entrevista, marzo 4 de 2004). 

12.4
   Colaboración administrativa 

No se puede soslayar la importancia de la colaboración administrativa ya que representa “el ejercicio del poder ante el ciudadano. Es el administrador de impuestos de cara ante el ciudadano. Para cobranza coactiva, fiscalización, recaudación, dar facilidades de pago, devolver impuestos pagados indebidamente o porque tenga derechos bajo otros criterios. La autoridad estatal siempre ha peleado por incrementar sus facultades respecto a los impuestos federales ... Esto refleja la lucha por el poder” ” (Zarzoza Escobedo, entrevista, marzo 4 de 2004) . 

La colaboración administrativa ha presentado tres momentos: en la primera etapa, entre 1980 y 1990, “la participación de las entidades federativas fue más activa con la administración integral del impuesto al valor agregado” (CNH, 2004). A partir de 1990 los estados se enfocan “en el control y la fiscalización de los impuestos federales” (CNH, 2004). En los últimos años (1997 a la fecha) se ha observado una reactivación de la colaboración administrativa en la recaudación y administración de diversos impuestos federales, en especial en lo que respecta al impuesto sobre tenencia o uso de vehículos y sobre automóviles nuevos y en materia de verificación del cumplimiento de las obligaciones de pago de los impuestos federales, lo que “ha ampliado la presencia fiscal de los gobiernos estatales y municipales y se ha elevado el grado y capacidad técnica de sus funcionarios fiscales” (CNH, 2004). 

Sin embargo, como se desprende de la información presentada anteriormente, los incentivos económicos asociados son poco relevantes y representativos para las entidades federativas, es relación a la RFP, el FGP e inclusive respecto a sus ingresos propios. También es de resaltar que los incentivos económicos han tenido un crecimiento relativamente lento. En este sentido es importante reorientar la colaboración administrativa hacia otras áreas posibles, 

... como lo es el impuesto sobre la renta, a cargo de personas físicas (en especial, los impuestos sobre salarios), o bien hacia una administración más integral de las funciones de ingresos y una participación más activa de las entidades en la definición de los criterios de selección, formas de colaboración, y adecuación de los criterios y políticas normativas de operación (CNH, 2004). 

Lo anterior permitiría aumentar la presencia fiscal de los gobiernos locales e incrementar la eficiencia y efectividad en el sistema tributario en su conjunto, ya que “tanto el gobierno federal como las entidades federativas son partícipes de los rendimientos fiscales de los impuestos federales coordinados y a ambos les interesa que dichos rendimientos crezcan en la medida de lo posible” (CNH, 2004).

Los anteriores desarrollos dan la pauta para la tercera parte del trabajo que consiste en ver al SNCF como una esfera institucional y señalar algunas propuestas para su mejora.
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Esquema 5.- Relaciones intra e intergubernamentales en el federalismo mexicano
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Esquema 6.- Grado de complejidad de las relaciones  intergubernamentales
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�  La soberanía tributaria se entiende como la “posibilidad jurídica para imponer tributos a personas, bienes y acciones que se encuentran en la jurisdicción del poder político, que se realizan con las acciones de la administración tributaria. El tributario es un poder irrenunciable, imprescriptible, no es patrimonial y es indelegable, lo que se puede delegar es el ejercicio del mismo (Colmenares, 1999: 416).  


�  Las participaciones son transferencias no condicionadas de un ámbito de gobierno a otro, generalmente de la federación a estados y municipios, producto del proceso de armonización fiscal vivido por el país, que tiene como contraparte la derogación o suspensión de la potestad tributaria de las entidades sobre las fuentes gravadas. En la actualidad es una de las variables clave de la coordinación fiscal. Aunque en la actualidad no existen participaciones de los estados a la federación, teóricamente es posible y han existido (Hoyo D´addona, 1981, 4-5). El resultado práctico de esta convención fue la reducción del ámbito fiscal de estados y municipios al concederse exclusividad a la federación en las materias citadas anteriormente.





�  Una detallada descripción de estos procesos coordinación al igual que la coordinación en impuestos especiales se encuentra en Ortiz, 1998, pp. 41-75.


�    De la recaudación tributaria se excluyen los impuestos adicionales sobre la tarifa general de exportación de 1% sobre petróleo crudo, gas natural y sus derivados, del 2% sobre el resto de las exportaciones, y el 3% adicional sobre la tarifa general de importación. La razón de no incluir estos impuestos es que por ley estaban destinados a las Juntas Federales de Mejoras Materiales que habían sido liquidadas y sus funciones transferidas a los municipios, por lo que el 95% de los recursos de estos gravámenes fueron transferidos a los municipios vía participaciones.   


� La Recaudación Federal Participable ha tenido algunos cambios desde que comenzó su utilización en 1980 (Ortiz, 1998: 138-140), pero en general consiste en la recaudación de todos los impuestos federales, más los recargos sobre dichos impuestos a los que se les resta las devoluciones sobre los mismos y los impuestos adicionales mencionados en la nota anterior. La RFP incluye los impuestos ordinarios a la extracción de petróleo crudo, gas natural y sus derivados, que para 1983 se convirtieron en derechos sobre los mismos conceptos. 


� En los inicios del SNCF, se definen como impuestos asignables aquellos cuyo origen por entidad federativa se considera plenamente identificable. Esto implica, que independientemente de la entidad donde sean recaudados, el fruto de estos impuestos le es asignado al estado donde se generó la actividad económica que dio origen al mismo. Para 1980 los impuestos considerados asignables son el IVA, a la producción y consumo de cerveza, sobre envasamiento de bebidas alcohólicas, compraventa de primera mano de aguas envasadas y refrescos, tabacos labrados, venta de gasolina, enajenación de vehículos nuevos, y el impuesto global de las empresas sobre erogaciones por remuneración al trabajo personal prestado bajo la dirección y dependencia de un patrón, entre otros. Con los años el número de impuestos asignables se ha reducido en gran medida.  


� 	Aquí Σ i=32 (*) representa la sumatoria de los factores del denominador para todas las entidades.


� El procedimiento de cálculo se puede ver en detalle en Ortiz (1998, 265-266). 


� Las aportaciones son transferencias de recursos de la federación a los estados, condicionadas o etiquetadas para su gasto en materias específicas señaladas por la federación. Constituyen el mecanismo de financiamiento de las funciones descentralizadas del ámbito federal a estados y municipios.   


�  En relación a este fondo cabe aclarar que el D.F., formó parte del mismo en 1998, fue excluido en 1999 y 2000, reincorporándose a partir de 2001 hasta la fecha. 


� Las funciones de administración tributaria son: registro federal de causantes; recaudación e informática; fiscalización; liquidación de obligaciones fiscales e imposición de sanciones; participación de los trabajadores en las utilidades; notificación y cobranza; recursos administrativos; devoluciones y prórrogas e intervención en juicio (CNH, 2004: 52). 


� Los impuestos incluidos son: Impuesto al valor agregado; Impuesto federal sobre ingresos mercantiles; Impuesto sobre tenencia o uso de automóviles; Impuesto sobre la renta al ingreso global de las empresas de causantes menores; Impuesto al ingreso global de las empresas de causantes personas físicas sujetas a bases especiales de tributación en actividades agrícolas, ganaderas, de tributación en actividades agrícolas, ganaderas, de pesca y conexas; Impuesto sobre la renta por la prestación de servicios personales subordinados sujetos a retención por los causantes; Impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal prestado bajo la dirección y dependencia de un patrón.
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